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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes, y de Educación, señor Harald Beyer Burgos.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de las sesiones 45ª, ordinaria, en 4 de septiembre, 46ª, especial, y 47ª, ordinaria, ambas en 5 de septiembre del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (boletín N° 8.563-07).



Asimismo, con el mismo documento retira y hace presente la urgencia, en carácter de “suma”, al proyecto que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, para incrementar los recursos del subsidio y crear el fondo de apoyo regional (FAR) (boletín N° 8.289-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que prestó su aprobación a la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto de ley que aumenta las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales (boletín Nº 8.070-04).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con los tres siguientes informa que dio su aprobación a los siguientes proyectos de ley:



1.- El que fortalece el carácter variable del impuesto específico sobre los combustibles de uso vehicular a objeto de reducir el impacto de alzas en los precios de dichos combustibles (boletín N° 8.302-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- El que modifica el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, a fin de crear una nueva instancia para la calificación y clasificación de su personal de nombramiento institucional (boletín N° 8.501-25) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



3.- El que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422, para establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad (boletines Nos 7.025-31 y 7.855-13, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el último expresa que acordó designar a los miembros de la Comisión de Hacienda de dicha Corporación para que integren la Comisión Especial Mixta que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2013.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la referida Comisión Especial Mixta.



Dos de la Excelentísima Corte Suprema:



Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto de los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (boletín N° 8.466-07) .



2.- Proyecto que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes (boletín Nº 8.492-13).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus respectivos antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto que amplía el plazo que se concedió a los sostenedores de establecimientos educacionales para ajustarse a las exigencias prescritas en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación (boletín N° 8.191-04).



--Se toma conocimiento y se envía el documento al archivo junto a sus antecedentes.



Remite copia autorizada de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones: 



a) Artículos 206 del Código Civil y 5° transitorio de la ley N° 19.585, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación.



b) Artículo 277, inciso segundo, del Código Procesal Penal.



c) Artículo 132, incisos undécimo y duodécimo, en relación con los artículos 63, inciso segundo, y 64 del Código Tributario.



d) Artículo 1° de la ley N° 18.413, que sustituye, por el año 1985, el sistema de reajuste de pensiones; modifica el sistema de subsidio de cesantía y las normas tributarias y presupuestarias que indica.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 206 del Código Civil y 5° transitorio de la ley N° 19.585, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Remite informe del señor Secretario General de la Armada sobre un incidente ocurrido el viernes 6 de julio pasado entre pescadores artesanales, por la irrupción de embarcaciones pertenecientes a la comuna de Talcahuano en aguas de la Región del Maule, al norte de la comuna de Cobquecura, materia consultada en nombre de la Senadora señora Rincón.



Del señor Ministro de  Transportes y Telecomunicaciones:



Informa, ante consulta cursada en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de la adecuación del reglamento para agilizar la conversión de vehículos comerciales y livianos sin previo examen por el Centro de Control y Certificado Vehicular.



Del señor Ministro de Energía:



Atiende solicitud de información, requerida en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la capacidad y potencia de la planta termoeléctrica Santa María, en la comuna de Coronel, y a la fecha en que ella entró en operación comercial.



De la señora Ministra del Medio Ambiente:



Da respuesta a petición de antecedentes, expedida en nombre del Senador señor Navarro, referente al ingreso, por parte de la empresa Biosigma S.A., de algún proyecto o actividad al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Remite oficio reservado del señor Comandante en Jefe de la Armada, con el que atiende petición, formulada en nombre de la Senadora señora Allende, relativa a provisión de petróleo y otros hidrocarburos, proveedores y montos de los contratos de adquisición, y adjunta copia de los celebrados durante los años 2010, 2011 y 2012.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia:



Atiende solicitud, formulada en nombre del Senador señor Letelier, sobre factibilidad de una iniciativa legal relativa a mecanismo de regularización tributaria de inversiones para crear un fondo de reconstrucción y preservación del patrimonio de valor histórico y de la vivienda rural, materia que se ha consultado al señor Ministro de Hacienda.



De la señora Directora de Bibliotecas, Archivos y Museos:



Da respuesta a petición, enviada en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de posibilidad de instalar, en los terrenos superficiales de la mina San José, un museo histórico que recuerde los acontecimientos sucedidos en aquel lugar.



De la señora Vicepresidente Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles:



Responde petición de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Bianchi, referente al número de establecimientos irregulares que funcionan como sala cuna o jardín infantil; cantidad estimada de niños que concurren a ellos; protocolos de fiscalización aplicables, y total de infracciones o denuncias informadas por los órganos fiscalizadores.



Del señor Secretario del Consejo de Monumentos Nacionales:



Remite copia informativa del oficio que comunica la aprobación del proyecto “Estacionamientos Subterráneos Plaza de la Justicia de Santiago”, en la zona típica Plaza de Armas, Congreso Nacional y su entorno, en la comuna de Santiago.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar a los señores Roberto Guerrero Valenzuela, Hernán Viguera Figueroa y Rodolfo Andrés Baier Esteban integrantes del Consejo Nacional de Televisión, por el término de 8 años (boletín Nº S 1.509-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Véase en los Anexos, documento 4).


Segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (boletín Nº 7.898-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que enmienda la ley N° 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras (boletín N° 8.366-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento conmemorativo de las víctimas del tsunami que afectó la playa de Llolleo el 27 de febrero de 2010 (boletín N° 8.581-04) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Del Senador señor Navarro, con la que da inicio a un proyecto que modifica la ley Nº 18.700, en materia de publicidad electoral, con el objeto de explicitar el partido político al que pertenece el candidato (boletín N° 8.583-06) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, con la que inician un proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado” (boletín N° 8.576-11) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Salud.



Del Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional que establece como deber del Estado la protección y conservación del patrimonio nacional y, asimismo, el derecho al acceso público a los bienes que lo conforman (boletín N° 8.582-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Senadores señores Girardi, Chahuán, Letelier, Quintana y Uriarte, con la que inician un proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señora Alvear y señor Chahuán, con la que proponen un proyecto que modifica el artículo 116 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el fin de proporcionar locomoción colectiva gratuita para los electores en el día en que se celebre un acto electoral.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo disponen el inciso tercero y el número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Bianchi, señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Letelier, Muñoz Aburto y Walker, don Ignacio, con el que piden a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa de ley que otorgue el derecho a cuota mortuoria a las mujeres perceptoras del bono por hijo nacido vivo que se encuentran en las situaciones que indica (boletín Nº S 1.514-12) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitudes de permiso constitucional



De los señores Senadores individualizados a continuación, para ausentarse del territorio de la República a contar de la fecha que en cada caso se señala:



Del Senador señor García, desde el 9 del mes en curso.



Del Senador señor Zaldívar, desde el 10 del presente mes.



Del Senador señor Patricio Walker, a contar del 11 del mes en curso.



--Se accede a lo solicitado.

Comunicaciones



De la Honorable Cámara de Diputados de la Nación Argentina:



Remite copia de la Declaración de Ushuaia, referida a la cuestión Malvinas, aprobada el 21 de marzo pasado por esa Corporación Legislativa.



--Se toma conocimiento.



Del señor Presidente del Parlamento Andino:



Adjunta ejemplares de la recomendación N° 113, sobre Lineamientos Estratégicos de Convivencia, Seguridad y Participación Ciudadana, y de la decisión N° 1.103, sobre el Parlamento Suramericano y la Integración de América del Sur, aprobadas en su XLI Período de Sesiones, realizado los días 27, 28 y 29 de agosto pasado, en las ciudades de Quito y Guayaquil, República del Ecuador.



--Se toma conocimiento.



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones:



Informa, para los efectos del artículo 132 del Reglamento de la Corporación, el retiro por el Senador señor Chahuán del proyecto que modifica la Ley de Tránsito con el objeto de prohibir la instalación de dispositivos que alteren la potencia original de los vehículos (boletín N° 8.444-15).



--Se tiene por retirado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE VÍCTIMAS DE VIOLENCIA POLÍTICA EN CHILE

El señor ESCALONA (Presidente).- Señoras Senadoras y señores Senadores, por acuerdo unánime de Comités, se rendirá un minuto de silencio en memoria de todas las víctimas de la violencia política en Chile.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Gracias.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Incorporar en el primer lugar de la tabla de la sesión ordinaria de hoy el proyecto que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley Nº 20.027 (boletín Nº 7.898-04).



2.- Citar a sesión especial para mañana, de 13 a 14, a fin de tratar la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República mediante la cual pide el acuerdo del Senado para nombrar tres integrantes del Consejo Nacional de Televisión (boletín Nº S 1.509-05).



3.- Rendir homenaje, al inicio de la sesión ordinaria del miércoles 3 de octubre, a los señores Jorge Pinto, Premio Nacional de Historia 2012, y Ricardo Uauy, Premio Nacional de Ciencias Aplicadas y Tecnológicas 2012; y al comienzo de la sesión ordinaria del miércoles 10 de octubre, al señor Mario Kreutzberger.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, sé que hubo un acuerdo de Comités en orden a rendir un minuto de silencio por las víctimas de la violencia política. Del mismo modo, creo que sería un bonito gesto hacer lo propio por el reciente fallecimiento de Raquel Correa y de Sergio Livingstone.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE RAQUEL CORREA PRATS Y SERGIO LIVINGSTONE POHLHAMMER

El señor ESCALONA (Presidente).- Pido a la Sala guardar un minuto de silencio en memoria de Raquel Correa y de Sergio Livingstone.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, sobre la Cuenta, la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, pido que se oficie al Ejecutivo para que otorgue su patrocinio a la moción que presenté junto con el Senador señor Chahuán, declarada inadmisible, la cual busca modificar el artículo 116 de la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el fin de proporcionar locomoción colectiva gratuita para los electores el día en que se celebre un acto electoral.

El señor BIANCHI.- Está muy bien.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio requerido.



--Así se acuerda.
)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, pido autorización para que la Comisión de Salud sesione en paralelo con la Sala a partir de las 17, a fin de tratar el proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Se autoriza.

V. ORDEN DEL DÍA

OTORGAMIENTO DE BENEFICIOS A DEUDORES DE CRÉDITO CON GARANTÍA ESTATAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a los acuerdos de Comités, corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027, con segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7898-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 92ª, en 31 de enero de 2012.



Informes de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 37ª, en 31 de julio de 2012.



Hacienda: sesión 37ª, en 31 de julio de 2012.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (segundo): sesión 48ª, en 11 de septiembre de 2012.



Hacienda (segundo): sesión 48ª, en 11 de septiembre de 2012.



Discusión:



Sesión 38ª, en 1 de agosto de 2012 (se aprueba en general).
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 1 de agosto de 2012.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 1º y los numerales 2), 3), 4) y 5) del artículo 2º no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. En consecuencia, estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite la discusión y votación de una o más de ellas.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Educación, además, efectuó una serie de enmiendas al texto aprobado en general, las que acordó por unanimidad, con excepción de dos de ellas, que serán puestas en discusión y votación oportunamente.



Por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó en los mismos términos el texto despachado por la de Educación.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Educación, y el texto final resultante, de aprobarse dichas modificaciones.



Por consiguiente, correspondería efectuar tres votaciones: la de las enmiendas aprobadas por unanimidad en la Comisión de Educación y las de las dos modificaciones acogidas por mayoría, por registrar una abstención.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, deseo resaltar la importancia del proyecto que se somete a la consideración de la Sala.



Teniendo presente que este es un tema muy sustantivo desde el punto de vista de la discusión habida el último año y medio, dejo constancia de que Gobierno y Oposición hemos concordado separar el tratamiento del futuro sistema de financiamiento de la educación superior en Chile -respecto de ello existe una iniciativa específica que requiere más debate, y nos parece muy pertinente debatirla en su propio mérito, sin apuros, en una perspectiva de futuro- del proyecto en análisis, sobre crédito con aval del Estado, propuesta que busca exclusivamente aliviar la mochila financiera que pesa sobre estudiantes y familias -sobre todo, de clase media-, debido al uso del crédito con aval del Estado, instaurado, como sabemos, el 2006, y que permitió a 480 mil jóvenes acceder a la educación superior. 



Recordemos que, en ese ámbito, hoy día, del millón 100 mil alumnos, 480 mil pudieron ingresar en su momento a través del crédito con garantía estatal, del 2006, al igual que otros 106 mil, con el crédito CORFO, el primero en su tipo, creado el año 1997. Es decir, sumando ambos, estamos hablando de cerca de 600 mil jóvenes que tuvieron posibilidad de financiamiento y, en consecuencia, acceder a la educación superior universitaria y a la no universitaria. 



Esa es la buena noticia, el lado luminoso de la luna. Sin embargo, el lado oscuro de ella significó un sobreendeudamiento de esos jóvenes y sus familias, en especial de clase media, sobre la cual pesa fuertemente tal mochila financiera. 



Como se sabe, en los créditos CORFO la tasa de interés oscilaba entre 8 y 9 por ciento. Pero, ¡ojo!, porque el Estado prestaba a los bancos -los que realizaban la operación- a una tasa de 3,5 por ciento, y estos daban créditos al 8 o 9 por ciento, no obstante que el del aval del Estado  llegaba a 5 o 6 por ciento.



Por lo tanto, lo que hace este proyecto -aparte de resolver problemas pretéritos, separados de la discusión que hacia delante deberemos sostener sobre el nuevo sistema de financiamiento de la educación superior- es rebajar la tasa de interés del crédito con aval del Estado a 2 por ciento -lo que parece del todo razonable-, y permitir que el pago sea contingente al ingreso; es decir, una vez que el egresado obtenga su título técnico o profesional y acceda a un trabajo remunerado, pague entre 5 y 10 por ciento, como máximo, del sueldo que perciba, lo que obviamente no solo aliviará esa mochila financiera, sino que posibilitará servir de manera razonable lo prestado. 



En consecuencia, como integrante de la Comisión de Educación, me parece que estamos adoptando medidas adecuadas que beneficiarán a 365 mil alumnos. Al respecto, debo dejar constancia de que el representante de la Agrupación de Endeudados del Crédito con Aval del Estado, cuando fue a dicho órgano de estudio, manifestó que celebraba y aplaudía la aprobación prácticamente unánime respecto de la sustancia del proyecto, que, sin duda alguna, implicaba un alivio para los deudores. 



Queda pendiente lo relativo a las condiciones del crédito CORFO. Pero entiendo y elogio que la Comisión de Hacienda haya conseguido del Gobierno que, antes del 5 de octubre próximo, proponga una solución al respecto, ya sea en el proyecto de Ley de Presupuestos o en otra iniciativa, para los 106 mil alumnos endeudados que pagan  una tasa de interés muy elevada. 



Por lo tanto, ahora nos encontramos discutiendo el crédito con aval del Estado (CAE). El problema generado en el pasado se intenta solucionarlo  bajando el interés a 2 por ciento y permitiendo el pago de manera contingente al ingreso, todo lo cual debiera apuntar a futuro al sistema de financiamiento único e integrado de becas y créditos, lo que, por lo demás, fue lo que propusimos los cuatro partidos políticos de la Concertación el 2 de agosto del año pasado. 



Pero esto es harina de otro costal -insisto-, por cuanto discutiremos en su propio mérito tal materia cuando veamos el proyecto de ley respectivo, uno de cuyos aspectos centrales será el de los aranceles, historia por todos conocida a raíz de las diferencias entre el arancel real y el de referencia. 



En consecuencia, esperamos que haya espacio y tranquilidad para debatir de manera inteligente, técnicamente fundada y financieramente sustentable, lo que ha de ser el sistema de financiamiento de la educación superior. 



Beca, crédito, arancel y acreditación son las cuatro patas de esta mesa que debemos estibar para lograr un buen resultado para el país. 



Por tales razones, me alegro mucho, y reconozco que en el Gobierno -especialmente en el Ministro señor Harald Beyer- haya la disposición a buscar un acuerdo en esta iniciativa, que en la Oposición hemos concurrido a acoger. 



Por eso, votaré a favor. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, deseo plantear dos cosas. 



La primera es que, en lo formal, estimo que debe votarse el informe de la Comisión de Hacienda, el último emitido, el cual abarca no solo materias específicas de Hacienda, sino todos los aspectos de la iniciativa, por ser de su competencia. La ventaja de lo anterior es que las cuatro enmiendas introducidas al proyecto fueron aprobadas por unanimidad, por lo cual podrían votarse en conjunto y sin discusión. Pero como se trata de algo muy simple, me da lo mismo como sea el pronunciamiento.



La segunda se refiere a que, como señaló el Senador señor Ignacio Walker, en la Comisión de Hacienda, a través del Ministro de Educación, el Gobierno tomó el compromiso de proponer antes del 5 de octubre una fórmula de solución para los deudores del crédito CORFO. 



Eso no estaba incluido en la iniciativa que nos ocupa, relacionada con la renegociación y beneficios para los deudores del crédito con aval del Estado, pero despertaba interés en todos los miembros de la Comisión que quienes suscribieron el crédito CORFO pudieran ver resuelto el problema de su endeudamiento. 



Eso es cuanto puedo informar respecto de la tramitación que dio la Comisión de Hacienda al proyecto. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, la había pedido solo para señalar lo que acaba de explicitar el Senador señor Novoa, en el sentido de que el Gobierno asumió el compromiso de enviar una propuesta, a más tardar el 5 de octubre, para los deudores del crédito CORFO, alrededor de 106 mil estudiantes. 



Pero el punto ya fue aclarado. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer. 

La señora VON BAER.- Señor Presidente, creo que con la aprobación de este proyecto de ley vamos a dar una muy buena noticia a esos 365 mil estudiantes -casi 400 mil ya a estas alturas- y sus familias, de clase media, que están esperando un alivio en el gasto en que debieron incurrir para acceder a la educación superior. 



Hasta este momento hemos contado -lo señaló el Senador señor Ignacio Walker- con un sistema que, si bien por un lado ha permitido el ingreso a muchos alumnos a la educación superior, por el  otro generó una carga de deudas muy importante y pesada para gran cantidad de familias de clase media, conforme a un procedimiento que se ha caracterizado por ser profundamente discriminatorio. 



En efecto, en el sistema vigente, algunos estudiantes pertenecientes a familias de esfuerzo, de clase media o de pocos recursos, deben pagar montos distintos para acceder a la educación superior. 



De un lado, quienes postulan hoy día al Fondo Solidario obtienen una tasa de interés del 2 por ciento, y el pago del préstamo es contingente al ingreso; y del otro, los que cancelan un crédito con garantía estatal, una tasa del 6 por ciento -o sea, bastante más alta-, sin contingencia al ingreso. 



Pero, además, está el mecanismo de los créditos CORFO, donde se aplica una tasa de 9 por ciento, que incluso ha provocado embargos por falta de pago. 



Por lo tanto, actualmente nos encontramos ante un régimen altamente discriminatorio. Por eso me alegro de que, paso a paso, el Gobierno del Presidente Piñera esté logrando dar solución concreta a esas miles de familias que cargan con una mochila en extremo pesada. 



El proyecto que nos ocupa -aprobado con  apoyo transversal en las Comisiones de Educación y de Hacienda en forma unánime- permite una verdadera reprogramación o solución directa a los deudores del crédito con aval del Estado, lo que mi juicio, es de toda justicia, porque en enero de este año aprobamos en el Congreso una reprogramación para los del Fondo Solidario. Por lo tanto, también merecen  igual solución -así fue considerado por los Senadores de los distintos partidos políticos, en forma transversal- los estudiantes que accedieron a la educación superior con crédito con aval del Estado. 



La iniciativa en debate genera una situación de mayor igualdad al bajar la tasa de interés del crédito con garantía estatal al 2 por ciento y al aplicar al pago la contingencia al ingreso; es decir, solo pagarán ese préstamo -como ocurre hoy día con el Fondo Solidario- los egresados de educación superior con trabajo, lo cual resulta sumamente importante, porque muchas veces el monto de la cuota del crédito es superior a sus ingresos. 



Lo anterior va a significar para esos 365 mil estudiantes, que al momento de pagar la cuota mensual de su crédito va a disminuir al 40 por ciento.



Esta es una muy buena noticia que estamos dando a esos miles de jóvenes y una nueva muestra de que, cuando logramos conversar y ponernos de acuerdo, sacamos adelante leyes importantes, sumamente concretas y que llevan alivio a los chilenos.



Esta es una parte de la solución y viene a resolver el problema de profunda discriminación que hay en el sistema de financiamiento de la educación superior, pero solo hacia atrás, por lo cual tenemos el desafío de resolverlo hacia  el futuro.




Por lo tanto, espero que igualmente avancemos, en forma rápida y contundente, en la aprobación del nuevo sistema de financiamiento de la educación superior, a fin de que demos una buena noticia y también certeza -¡sobre todo, certeza!- a esas miles de familias que deben adoptar la decisión de si sus hijos ingresan o no a la educación superior.



Espero que en un par de meses sea factible dar esa buena noticia a todo Chile.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, sin duda, el despacho del proyecto en debate es una noticia muy esperada por varios cientos de miles de estudiantes y sus familias; por esos 365 mil jóvenes que accedieron a un crédito con aval del Estado. En su momento se consideró una buena herramienta para posibilitar el ingreso a la educación superior de los hijos de familias vulnerables conceder  un crédito otorgado en unidades de fomento y con una tasa de interés de 6 por ciento anual.



Quiero llamar la atención respecto a lo que ocurrió con ese crédito, en el que, en definitiva, por no haberse podido pagar, las cuotas y los intereses se acumularon, resultando imposible de cumplir. 



Es decir, los bancos hicieron un buen negocio y las familias quedaron sobreendeudadas.



¡Qué bueno que el Gobierno haya acogido la idea de una reducción sustantiva, a 2 por ciento, de la tasa de interés anual! Pero el monto de la deuda se mantiene siempre en unidades de fomento. ¡Y qué bueno que igualmente se vaya a considerar el nivel de ingreso de los deudores, de modo que si la nueva cuota es superior al 10 por ciento de aquel, puedan acogerse al beneficio de pagar solo hasta dicho porcentaje y cumplir así con la obligación!



Lo anterior implicará que, una vez aprobada la futura ley, una cuota del orden de los 30 mil pesos va a bajar a 12 mil. Se trata de una rebaja significativa. 



No obstante, deseo llamar la atención hacia el hecho de que el proyecto no resuelve por completo el problema del endeudamiento estudiantil. 



El texto propuesto ha venido madurando desde hace varios meses, tiempo durante el cual se tuvo conocimiento de que los deudores CORFO enfrentan igual situación. Por eso, no veo motivo para que no se haya fijado un procedimiento y condiciones similares con relación a las 106 mil familias que lo están sirviendo también con altos intereses. Tales familias no ameritan que se les dé un trato distinto. Ante una misma situación, debe haber la misma disposición. 



Hemos incurrido en una discriminación odiosa entre los deudores de crédito con aval del Estado y los de crédito CORFO, dado que ambos fueron concedidos  con platas fiscales.



Esperamos que la corrección de estos últimos llegue pronto, porque también merecen que se les apliquen menores tasas de interés.



Deseo hacer la siguiente reflexión: en la Comisión de Economía, hemos estado debatiendo por largo tiempo -espero que mañana se despache definitivamente- un proyecto para bajar el techo de tolerancia de las tasas de interés.



En Chile, la tasa de interés máximo convencional es excesiva. Me refiero a la tasa máxima de 56 por ciento que se aplica a muchos créditos. 



¡Si las familias deudoras de créditos educacionales no han podido pagar por habérseles aplicado tasas del 9 por ciento, las que, por estar expresadas en unidades de fomento, llegan a 15 por ciento, con mayor razón muchísimas personas que en la actualidad se hallan endeudadas no podrán solventar intereses del orden de 56 por ciento!



Por eso, saludo la decisión de presentar la iniciativa en debate e igualmente saludo el consenso logrado en la Comisión de Economía en cuanto a establecer un techo más justo y decente respecto de los créditos generales en el país. Pienso que, de esta manera, estaremos haciendo justicia a quienes se encuentran sobreendeudados.



Espero que el nuevo sistema de financiamiento universitario que se creará no condene a las familias a tener que sobreendeudarse para mantener a sus hijos en la educación superior. 



De eso se trataba el ajuste tributario. Ojalá que el desafío de efectuar una reforma real nos permita contar con políticas públicas que faciliten el acceso a cualquier carrera de la educación superior o a la universidad tanto a los alumnos de mayores recursos como a los que tienen menos y que poseen gran capacidad.



Por lo tanto, votaré a favor, con el desafío al Gobierno de que envíe pronto al Congreso el proyecto que posibilite hacer justicia con los deudores CORFO.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, valoro que el movimiento estudiantil, producto de una demanda que fue creciendo, fuera capaz de emplazar al país a cambiar los mecanismos de financiamiento de la educación para resolver las situaciones de sobreendeudamiento. Le expreso mis felicitaciones por tal logro. 



Soy uno de los convencidos de que se procede bien cuando las instituciones escuchan a la gente.



Este asunto no se encontraba en la agenda. Se incluyó en ella gracias al maravilloso movimiento estudiantil de jóvenes que están planteando una profunda reforma al modelo educacional chileno.



Sin perjuicio de que hay otros asuntos pendientes, deseo señalar lo siguiente: no entiendo por qué a 106 mil jóvenes que se sienten estafados por las condiciones del crédito CORFO -muchos de ellos están siendo objeto de remates o de embargos- el Gobierno  no les ha dado una respuesta, a fin de dejarlos en situación de igualdad, como se solicitó en el proyecto de acuerdo que el Senado de la República votó y aprobó en forma unánime.



No comprendo por qué esperar hasta el 5 de octubre. Lo único que eso significa es que habrá 106 mil familias tremendamente afectadas, porque es evidente que, con el transcurso del tiempo, ellas deberán incorporarse al mismo sistema.



Los dueños de los créditos son los bancos. Estos se han aprovechado de la sociedad, en buena parte, y han cobrado tasas altas por esos créditos. Así como el Estado tendrá que pagar el diferencial por los créditos CAE, lo mismo deberá hacer por los créditos CORFO. ¡Lo mismo! Entonces, cabe preguntar por qué no se aborda el problema de una vez. No entiendo el porqué de ello. 



Y creo que habría sido una buena señal el que estuviera presente en la Sala el Ministro de Hacienda o el de Educación u otro personero en representación del Gobierno. 



Si consideran que esto es tan importante, estoy seguro de que van a hacer otra cadena nacional, porque les gusta florearse a cada rato con cosas que se hacen en conjunto y que se atribuyen haberlas realizado solos.



Lo cierto es que ahora no se encuentra presente ningún Secretario de Estado que sea capaz de decir “esta boca es mía” y que ratifique que  lo manifestado en la Comisión de Hacienda tiene valor. Lo lamento, porque se supone que esta materia es sumamente relevante para el país y también para el Gobierno. ¡Pero no veo ni siquiera a un Subsecretario que nos acompañe en la discusión de la iniciativa!

El señor SABAG.- ¡Está el Ministro Longueira!

El señor LETELIER.- Aquí está el Ministro Longueira -se encuentra hablando con el Senador Ruiz-Esquide sobre otros temas-; pero este no es su proyecto, por tanto, entiendo que no se hace responsable de él. De lo relativo a los créditos CORFO, en algún momento se hará cargo.



Señor Presidente, quiero manifestar mi inquietud, primero, porque en la Sala no hay nadie del Gobierno que asuma la situación relacionada con los deudores CORFO. Tendremos que pensar, de buena fe, que algo dirán. No lo sé. ¡Hasta el momento no los he escuchado! Y hay muchos deudores CORFO en mi Región y en todas las Regiones del país que se sienten estafados y que esperan alguna respuesta.



Por otra parte, deseo formular tres consultas sobre la iniciativa a los integrantes de las Comisiones de Educación y de Hacienda.



Primero ¿qué pasa con los jóvenes endeudados que se hallan morosos? ¿Cuál es el alcance del concepto “encontrarse al día”? Porque aquí se habla de ello y, a mi juicio, no de forma precisa.



Segundo ¿qué significa que los beneficios “comenzarán a regir a partir del 1° de enero de 2012 y no se aplicarán mientras los deudores se encuentren en mora”? ¿Qué se entiende por “mora”?



Estimo que sería muy útil que se puntualizara lo anterior, porque, si no, después podría surgir la acusación de que hay “letra chica”. Es necesario saber qué significa “encontrarse al día” y estar “en mora”, para efectos de acogerse a los beneficios del proyecto. Pienso que ello no está claro.



Y, por último, ¿qué pasa con los jóvenes que no pudieron seguir sus estudios? ¿Van a poder pagar su deuda a partir de ahora? ¿Podrán repactarla? Eso no se incluye en lo más mínimo.



Me gustaría que alguien nos pudiese informar al respecto, porque el concepto “repactación” no figura en el texto. Quizás fue planteado en la Comisión de Hacienda. Y no sé si el Ejecutivo se hará cargo de esta inquietud. Pero entiendo que el espíritu del Senado es que las deudas se puedan repactar.



Dejo hasta ahí mis consultas, señor Presidente.



De otro lado, la disminución de la tasa de interés a 2 por ciento, la incorporación del crédito contingente al ingreso y la existencia de un sistema nacional que entregue los préstamos es bueno para el país, y por eso anuncio que vamos a votar a favor del proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, valoro la iniciativa del Ejecutivo, en la medida que resuelve un problema originado hace algunos años, cuando, para promover el acceso de muchos estudiantes a la educación superior, se creó un crédito con una alta tasa de interés, que ha significado un endeudamiento excesivo para sus beneficiarios.



Eso ha formado parte de las inquietudes de los estudiantes que se han movilizado: el alto nivel de endeudamiento y la grave situación económica que los afecta.



Por tal razón, más allá de cualquier otra consideración, lo primero que se debe hacer es reconocer que aquí hay un avance significativo, porque se favorece a alumnos que ya están con ese crédito en su cuerpo mediante la disminución de su interés de manera considerable, lo cual les permitirá pagar cuotas más cercanas al bolsillo de cualquier ciudadano.



A mi juicio, eso es lo sustantivo: ¡365 mil beneficiarios tendrán una tasa de interés de 2 por ciento, en lugar de 6 por ciento!



Adicionalmente, se agrega el concepto de “contingencia al ingreso”, que posibilitará que, si la cuota mensual supera al 10 por ciento de los ingresos que se perciben y, por lo tanto, estos no alcanzan para pagarla, solo se deberá cancelar una cuota equivalente al 10 por ciento de la renta. Y después de transcurrida determinada cantidad de años, se terminará la deuda.



Es decir, se aplican conceptos utilizados en otros créditos, que, lamentablemente, no se consideraron cuando se creó el actual sistema. Con ello se pone fin a tal acto discriminatorio, y eso es positivo.



En segundo lugar, en cierto sentido se trata de una norma transitoria, porque resuelve el problema de quienes están en esa situación, reduciendo el stock de la deuda -en términos económicos o bancarios-, al disminuir su pago. Pero los estudiantes que se sumen a nuevos créditos se incorporarán a un sistema distinto que no va a ser manejado por la banca, sino por organismos del Estado, lo cual permitirá evitar cualquier manipulación o uso indebido de esos recursos o beneficios que pudiera ser considerado negativo por alguien.



En tercer término, aquí se ha planteado que los Ministros han señalado en las Comisiones que sobre el tema pendiente de los deudores CORFO, a quienes se les cobra en forma excesiva y quizás son los más afectados del sistema, el 5 de octubre va a entrar al Congreso un proyecto de ley.



Por lo tanto, también se va a considerar al tercer grupo de endeudados.



En consecuencia, habiéndose resuelto el problema de los estudiantes del Fondo Solidario y abordándose ahora el del CAE, y luego el del crédito CORFO, se terminará de sanear una situación de arrastre que perjudica en forma bastante agresiva a muchos alumnos que por primera vez ingresan a la educación superior.



Se han mencionado, también, algunos aspectos que no me parecen de la mayor relevancia, porque los conceptos de “mora” y “pactación” están definidos en nuestra legislación hace tiempo. Así, no es necesario incorporarlos en el proyecto, pues ya existe una normativa y una práctica que precisan exactamente los alcances de cada uno de ellos.



Señor Presidente, debo manifestar que, pese a que nos encontramos en el debate en particular, se está repitiendo la discusión en general.



Por tanto, solicito que entremos al estudio de las disposiciones que no han sido aprobadas. Porque entiendo que el grueso de ellas fue acogido por unanimidad en la Comisión, y respecto a las que no lo fueron, será necesario zanjar las diferencias a fin de despachar esta iniciativa con rapidez y poder transmitirles una buena noticia a los 365 mil estudiantes chilenos que serán favorecidos en forma significativa con la reducción de sus créditos.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Sostengo el mismo criterio que Su Señoría en cuanto a que nos hallamos en la discusión particular. Sin embargo, no tengo atribuciones para negarles a los señores Senadores el derecho a hacer uso de la palabra.



Corresponde que intervenga ahora la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, es cierto que estamos en el debate en particular, pero este tema tiene tal relevancia que no podemos referirnos solamente a lo específico, sino que resulta natural analizar también lo global.



Por lo tanto, deseo reiterar algo que sostuve la vez pasada y que no puedo dejar de mencionar ahora.



Yo pertenezco a una generación que estudió gratuitamente. Por eso, me duele pensar en que nuestro país tiene los aranceles universitarios más caros del mundo, si consideramos el per cápita, y observar el sobrendeudamiento que registran las familias.



Es cierto que nos sentimos orgullosos de poder decir que pasamos del 39 al 52 por ciento de estudiantes que entran a la educación superior. Es decir, tenemos sobre un millón 68 mil alumnos universitarios. Pero, ¿a qué costo? ¿A qué precio? ¡Eso es lo doloroso!



Reitero que vamos a aprobar el proyecto, porque evidentemente queremos beneficiar a esos 365 mil estudiantes. Pero cabe preguntarse, ¿cuánto tiempo -desde 2006 en adelante- han debido pagar sus familias estas altas tasas de interés?



También es verdad que no se entiende qué justificación hubo para fijar intereses tan elevados. Ello terminó transformando el bien que se perseguía, el facilitarles a los jóvenes el llegar a la educación superior, en un sobrendeudamiento o en una mochila muy pesada para ellos y sus familias.



Tampoco se comprende que se hayan fijado tres sistemas de endeudamiento distintos: el Fondo Solidario, con 2 por ciento de interés; el crédito con aval del Estado, prácticamente, con 6 por ciento, y el crédito CORFO, contraído por 105 mil estudiantes.



Aprovecho la oportunidad de que se encuentra en la Sala el señor Ministro de Educación para saludarlo y para decirle que no entendemos que, pese a que le hemos hecho presente esta situación desde hace mucho tiempo, en todos los tonos, y a que hemos aprobado proyectos de acuerdo sobre el particular y expresado lo mismo en la Sala una y otra vez, no hayamos incorporado en esta iniciativa a los estudiantes deudores del crédito CORFO.



¿Por qué debemos esperar hasta el 5 de octubre para que ingrese la iniciativa pertinente? ¡Qué razón justifica posponerlo!



No me quedo satisfecha con la explicación o con las palabras del Ministro de Educación publicadas en la prensa, en cuanto a que esta materia le corresponde a la Cartera de Economía.



¡No, señor!



A mi juicio, el Gobierno tiene que asumir su responsabilidad en este asunto, en la medida que efectivamente quiera enmendar errores, injusticias y diferencias injustificables.



Estamos dispuestos a aprobar el proyecto, porque concordamos en que el Ejecutivo quiera enmendar esos errores que carecen de justificación. Pero cuesta creer que no se legisle ahora en favor de los estudiantes CORFO. Y es dificultoso asumir que deberemos seguir esperando para abordar su situación.



Deseo referirme a otro tema, señor Presidente.



Espero que cuando podamos ver el financiamiento de la educación superior con una mirada más integral, nos sea posible terminar con algunas cosas difíciles de entender.



La diferencia entre el arancel real y el referencial es muy brutal, como ha sido reconocido por el propio Subsecretario de Educación, quien manifestó -cito la parte pertinente del primer informe de la Comisión de Hacienda- que “no existen estadísticas acabadas sobre el particular, que constituye una dificultad real que afecta a muchos estudiantes, cual es la diferencia, no siempre justificada, entre el arancel real y el arancel de referencia de las carreras, que ha propiciado, incluso, la existencia de casos en que los alumnos toman créditos de consumo para financiar la brecha, que en promedio alcanza al 20% en las universidades del CRUCH. Dicho porcentaje ha ascendido en algunos casos a la suma de $400.000 anuales por alumno”.



Entonces, señor Presidente, es muy importante que en el futuro nos hagamos cargo de los problemas que venimos arrastrando: los déficits, las diferencias inexplicables, las ganancias -a mi juicio, desmedidas- que aquello ha representado para los bancos. Estos han tenido casi cautivas a las familias, a las cuales recién vamos a lograr reducirles casi en 40 por ciento su deuda.



No hay ninguna duda de que vamos a aprobar este proyecto. Pero deseo que quede constancia del malestar existente por dilatar inmerecidamente, sin justificación -en mi opinión-, la solución del problema derivado de los créditos CORFO.



Y aunque sé que el Ministro de Educación y muchos otros colegas probablemente tienen un pensamiento distinto, vuelvo a reiterar: ¡Eso es posible! 



Miremos lo que pasa en la región.



Como señalaba, Chile tiene los aranceles más caros en relación con su per cápita -con esto termino, señor Presidente-, en circunstancias de que en Argentina, en Brasil la educación superior es gratuita. Y nosotros nos damos el lujo de cobrar tasas que van del 6 al 9 por ciento.



Ojalá alguna vez asumamos que la educación es un bien en el cual realmente hay que invertir, lo que debe ser prioritario, y que no tiene mucha justificación lo realizado como país en ese sentido.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, veo que estamos tratando este proyecto en general.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- En particular.

El señor KUSCHEL.- Sí, pero los discursos han sido todos en general, no obstante que debiéramos discutir en particular los puntos que analizó la Comisión de Hacienda esta mañana.



Quiero expresar mi satisfacción por los seis proyectos que el Gobierno tiene en trámite en el Parlamento, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, relativos a demandas, a preocupaciones, a necesidades existentes en los distintos niveles de la educación chilena.



Deseo informar también a la Sala que esta mañana el señor Ministro de Educación, don Harald Beyer, nos comunicó que el 5 de octubre el Gobierno entregaría las propuestas concernientes al crédito CORFO, como aquí se ha planteado, ya que en este momento se analizan tres opciones y se evalúa cuál es la mejor y la más conveniente, especialmente desde el punto de vista de los estudiantes.



En cuanto a la presente iniciativa, que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal, ella comprende dos grandes áreas de ayuda, que recién se pueden considerar. La primera se refiere a una reducción de la tasa de interés, que va del 6 al 2 por ciento anual, para 365 mil alumnos. Y la segunda se relaciona con la incorporación de la contingencia al ingreso; esto es, que una persona, sin importar cuánto reciba, pague hasta el 10 por ciento de su renta.



Esos dos beneficios, como vimos en la Comisión de Hacienda, involucran recursos: la rebaja de la tasa de interés, en régimen, significa un desembolso fiscal de aproximadamente 94 mil 564 millones de pesos anuales; y la contingencia al ingreso, que implica pagar la diferencia cuando el 10 por ciento de la renta, como máximo, no alcance a cubrir la cuota correspondiente, tendrá un costo, en régimen, de 10 mil 514 millones de pesos.



Por las razones expuestas, señor Presidente, expreso mi satisfacción por el avance logrado con los proyectos de educación que se han presentado, y anuncio mi voto favorable.

El señor TUMA.- Señor Presidente, un asunto de Reglamento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor TUMA.- Deseo solicitar que se abra la votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, hay varias disposiciones que se deben votar. De modo que no es posible acceder a su petición.

El señor TUMA.- Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, varios señores Senadores se han referido a los aspectos positivos de este proyecto:



El que se beneficie a estudiantes que hayan accedido al crédito con aval del Estado antes del 31 de diciembre de 2011; el que se rebaje la tasa de interés de 6 a 2 por ciento real anual; el que se permita pagar de manera contingente al ingreso, lo cual, desde luego, es un aspecto muy importante; el que se modifiquen algunas facultades de la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores; el que se entreguen facultades a la Tesorería General de la República en materia de cobro; el que se establezca que el deudor comenzará a pagar 18 meses después de egresado de su carrera, son aspectos positivos, en cuyo detalle no voy a entrar pues ya lo vimos en la Comisión.



Y, simplemente, lo que corresponde es aprobar el informe de la Comisión de Hacienda, porque al de la Comisión de Educación ya nos referimos. 



Sin embargo, quisiera señalar, señor Presidente -tal como lo dijo la Senadora Isabel Allende-, que la discusión llevada a cabo durante el último tiempo no habría tenido lugar si en Chile existiera gratuidad en la educación.



Aquí, el asunto no es que se haya creado un sistema que contemplara un 6 por ciento de interés, sino que se estableciera que la única posibilidad de abordar la demanda exponencial de nuevos alumnos en los distintos niveles de la educación superior: universidades, centros de formación técnica, institutos profesionales, que ha crecido en la última década como lo hemos observado, radicaba en el endeudamiento.



Hoy día, con las últimas iniciativas, los bancos están saliendo del sistema, pero el régimen crediticio se mantiene tal cual. Por lo tanto, el endeudamiento va a continuar.



Hace poco rato, la Senadora Von Baer señalaba que actualmente no existen solo 365 mil estudiantes endeudados bajo esta misma modalidad, sino muchos más.



Ciertamente, vamos a aprobar este proyecto. Pero quiero ser bien enfático en un punto, porque pareciera que estuviéramos discutiendo la solución al problema de la educación.



¡Llevamos dos años en que se nos dice “esta es la gran reforma”! Pero lo que estamos analizando no es ninguna reforma; es una solución paliativa para un número importante de estudiantes que contrajeron deudas -algunos todavía están en el sistema-, quienes, como señalé, se acogieron al beneficio del crédito con aval del Estado antes del 31 de diciembre del año pasado.



Debo decir que aquí no hay una modificación estructural. Bajar la tasa de interés no es ningún cambio de fondo en la educación, como tampoco lo es la iniciativa que aprobamos en enero pasado; concretamente, la ley N° 20.572. Y quiero aprovechar la presencia del Ministro de Educación -es muy importante que nos acompañe en estas discusiones, porque siempre surgen dudas- para formularle una consulta:



En el artículo 12 de la normativa antes señalada, publicada el 4 de febrero de 2012, se contempló una disposición que establecía que dentro del plazo de 90 días se dictaría un reglamento. Entonces, le pregunto al señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente- ¿qué pasó con ese reglamento?



Porque había 110 mil estudiantes deudores del Fondo Solidario -sería bueno que el Ministro pusiera atención para que pudiera responder-, y el Gobierno -no el actual titular de la Cartera, pues había otro en ese tiempo- majaderamente nos insistió en que había que aprobar el proyecto que dio origen a esa ley, que, a juicio de algunos, era también la “gran reforma”. Sin embargo, entiendo que, después de siete meses de que ella fuera publicada, ninguno de esos 110 mil estudiantes se han acogido al beneficio que ella contempla y las universidades del CRUCH no saben cómo cobrar los créditos.



Probablemente, el Ministro va a decir que la responsabilidad es solo de la Contraloría. Pero me gustaría saber dónde está el decreto pertinente. El reglamento no existe, y debió dictarse a los 90 días siguientes a la publicación de la ley, que, como dije, tuvo lugar el 4 de febrero del presente año.



Entonces, esto se suma a diversos problemas como el que nos manifestó públicamente la ANDIME  durante estos días, en orden a que en otra normativa importante que aprobamos en el Congreso -me refiero a la que creó la Superintendencia y la Agencia de Calidad de la Educación- se indicó expresamente -el Senador Ignacio Walker que presidía en ese momento la Comisión Mixta suscribió un acuerdo al respecto- que dicha modificación legal no implicaría un cambio en la calidad jurídica de los funcionarios que serían trasladados desde el Ministerio de Educación a la Agencia antes referida o a la Superintendencia del ramo.



Sin embargo, hoy día ocurre exactamente lo contrario: se están rebajando sueldos, se suplen remuneraciones con bonos especiales y no se cumple ni con la calidad jurídica ni con los grados de los funcionarios trasladados.



Entonces, al igual como el señor Ministro hace unos días nos emplazó a acelerar la tramitación de estos proyectos, yo pido un poquito de orden, pues -insisto- la reprogramación de los créditos del Fondo Solidario de Crédito Universitario no está cumpliendo sus objetivos, pese a ser ley, como tampoco la presente iniciativa ni la que creó el Sistema de Aseguramiento de Calidad de la Educación, que fue promulgada un año atrás, resolverán las dificultades que aquejan al sector educacional.



A ello, además, cabe agregar que los distintos proyectos relativos a carrera docente, desmunicipalización, Superintendencia de Educación Superior y financiamiento, que se encuentran en las Comisiones de Educación tanto de la Cámara de Diputados como del Senado -tal como dijo el propio Diputado de la UDI Romilio Gutiérrez, Presidente de la Comisión de Educación de la otra rama legislativa- necesitan muchos cambios, numerosas enmiendas y una gran voluntad del Gobierno para plantear un ejercicio distinto.



En consecuencia, yo no tengo el mismo optimismo que mostraron algunos señores Senadores en intervenciones anteriores frente a las diversas iniciativas que se han presentado en relación con esta llamada “reforma” a la educación.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, he escuchado atentamente a los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra y creo que ya se dicho casi todo, razón por la cual uno no puede más que alegrarse.



Sin embargo, me parece que, en justicia, lo que uno tendría que preguntar, en primer orden, es qué ocurrió con las familias que perdieron viviendas y todos los bienes que tenían al interior de su hogar; qué pasó con esas personas que perdieron el trabajo, que se quitaron la vida por hallarse sometidas a endeudamientos imposibles de abordar en virtud de haber intentado superar en su vida una situación académica, etcétera.



Entonces, uno debe alegrarse por este proyecto, pero sin dejar de hacer ver que cientos de miles de personas fueron objeto de un robo -un robo, con mayúsculas- a manos de la banca y de un perverso sistema que les quitó buena parte de sus bienes, de sus ingresos mientras ellas solo buscaban mejores horizontes y mejores futuros.



Hoy estamos corrigiendo ese abusivo robo del que fueron objeto miles de miles de mujeres y hombres en nuestro país. Y conocemos experiencias de muchas personas a quienes les resultaba absolutamente imposible, hicieran lo que hicieran, sacar adelante a sus hijos. 



Y en esta Sala un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra consultó qué va a ocurrir con aquellos estudiantes que se vieron obligados a congelar su carrera ante la imposibilidad de seguir pagándola; qué pasará con aquellos deudores que, hasta el día de hoy, no están en condiciones de colocarse al día porque les es muy difícil hacerlo, aun cuando no se les cobre interés alguno.



Sería bueno, entonces, que el señor Ministro pudiera respondernos qué acontecerá con aquellos estudiantes y familias que, aunque les digan que su crédito hoy día se sujetará a una tasa de 2 por ciento, se enfrentan y chocan con la realidad de que les resulta totalmente imposible ponerse al día con ese arrastre de deuda que traen de los últimos años. Y no es que no quieran; ¡simplemente no pueden!



¿Habrá alguna flexibilización especial para que esas personas puedan colocarse al día, no con la cancelación de la deuda sino con la repactación de ella bajo los nuevos intereses? Creo que esa sería una de las vías para dar solución al problema que afronta la gran mayoría de estos 365 mil jóvenes -mujeres y hombres- que adeudan un crédito con aval del Estado.



Asimismo, se ha preguntado en la Sala qué pasa con aquellas personas que deben el crédito CORFO. ¡Crédito otorgado por CORFO y que es usurario! ¡Así, con todas sus letras! ¡Esa es la verdad, señor Presidente! Porque esa gente está pagando un interés de nueve por ciento -¡nueve por ciento!- que les cobra el Estado. ¡Mire, usted! ¡Qué gran alivio! ¡Qué gran ayuda! ¡Qué gran soporte para aquellos chilenos que quedaron más arriba del cuello en lo económico y absolutamente colapsados!



Entonces, la banca y el sistema que lo permitió se hicieron un festín a costa del sacrificio de esas familias chilenas que, en el afán de que ese hijo o hija superara lo que una madre, un padre o el resto de sus integrantes no pudieron conseguir, intentaron todo lo humanamente posible para pagar sus deudas, en circunstancias de que la banca, despiadadamente, les remató, los ejecutó solo por el hecho de querer lograr una situación académica.



¡Esa es la verdad!



Por ello, hoy día les estamos diciendo: “Mire, ya no será una tasa de 6 por ciento, sino de 2”. Eso es mucho más justo, sin lugar a dudas y, sobre la base de esa justicia, uno concluye que eso es mejor que nada.



Y fíjese, señor Presidente, que por esas mismas razones yo me opuse a la reforma tributaria.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor BIANCHI.- Gracias, señor Presidente.



Le pregunté al Ministro de Hacienda: “Ministro, ¿dónde van a ir los 4 mil millones de dólares? ¿Impactarán directamente a la educación pública?”. Sin embargo, no obtuve respuesta.



Esos 4 mil millones de dólares, que ingresan el año 2014, no entran al sistema educacional; lo que ingresa son los intereses que se generan para ser distribuidos en toda la educación de nuestro país, no solo la pública.



Ahora tenemos algo más concreto, pero falta que -por su intermedio, señor Presidente- el Ministro de Educación nos aclare qué va a ocurrir con aquellas personas que, en su gran mayoría, no han podido ponerse al día con su deuda.



Sería bueno poder escuchar esas respuestas.



No obstante lo anterior, votaré favorablemente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve porque durante la discusión en general de esta iniciativa tuvimos la oportunidad de abordar esta materia desde un punto de vista  más de fondo y -como usted indicó- ahora nos hallamos en el debate en particular.



Solo quiero destacar que cuando asumió el Gobierno del Presidente Piñera se encontró con que el país contaba con una amplia cobertura en educación superior -universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, con alrededor de un millón de estudiantes- y un sistema de financiamiento heredado que, para ser franco, era extremadamente malo, por cuanto solo 122 mil estudiantes podían obtener becas que no cubren el valor íntegro de las carreras, sino solo una parte de ellas.



En vista de eso, la actual Administración aumentó de 122 mil a 400 mil las becas; disminuyó el puntaje de los alumnos que podían acceder a ellas, con lo cual no solo se logró que un alto porcentaje de estudiantes pudiera recibirlas, sino que se benefició a aquellos provenientes de establecimientos escolares con un nivel educativo inferior -cuestión que en muchas oportunidades no es responsabilidad de los jóvenes, sino de la calidad educacional que se les imparte- y, por tanto, al tener un puntaje menor, se les posibilitó acceder a becas que son objeto de un monto superior.



El sistema de créditos se distingue entre el Fondo Solidario de Crédito Universitario, dirigido a las universidades del CRUCH, y el crédito con aval del Estado que establece un sistema de financiamiento imposible de cumplir para los alumnos, que además se le entregaba a los bancos y que contemplaba intereses que iban entre el 5,6 y el 6 por ciento y que no tenían contingencia; es decir, que carecían de un límite de pago mensual.



El Gobierno del Presidente Piñera hizo una doble modificación. Por un lado, renegoció -es el proyecto que estamos viendo ahora- a todos los alumnos que tenían el crédito con aval del Estado, disminuyéndoles los intereses del 5,6 o 6 por ciento a 2 por ciento, y, por otro, les estableció una contingencia, a efectos de que ninguno pague más del 10 por ciento de lo que reciba como remuneración cuando empiece a trabajar.



Ese es un cambio gigantesco, enorme, impulsado por este Gobierno, porque los alumnos van a tener una rebaja considerable respecto de lo que venían pagando.



Adicionalmente, se dispuso que en el futuro habrá un sistema concentrado, donde van a salir los bancos a fin de que el Estado sea el que proporcione este crédito, el cual se otorgará en unidades de fomento, con una tasa de interés de 2 por ciento anual y con una contingencia de 10 por ciento.



Eso, para aquellos alumnos que no tengan acceso a la beca, la que les permite estudiar, en un alto porcentaje, en forma gratuita. Y, si entre el monto de la beca y lo que les cuesta la universidad existe una diferencia,  esta última debe establecer un sistema de financiamiento en las condiciones señaladas.



Por lo tanto, la actual Administración ha aumentado las becas de manera considerable, ha cambiado radicalmente la forma de financiamiento y la ha extendido, en el caso de los créditos, al 90 por ciento del total de los estudiantes, marginando solo al 10 por ciento que tiene más recursos.



Hago presente lo anterior  porque es bueno que se reconozcan los tremendos avances que el Gobierno del Presidente Piñera ha hecho en esta materia. Entre ellos se cuenta la Superintendencia de Educación Superior, que no existe y que va a permitir fiscalizar los recursos públicos y si se infringe la ley que prohíbe el lucro en las universidades o en los institutos profesionales y centros de formación técnica.



Y si a eso le agregamos que se crea la Agencia de Calidad de la Educación para velar por la calidad de la educación escolar y, adicionalmente, la Superintendencia de Educación Escolar, tenemos que admitir que este Gobierno está llevando a cabo un avance gigantesco respecto de lo que ocurría en el pasado. 



Por esa razón, señor Presidente, nosotros votaremos a favor de este proyecto, que es un enorme paso en beneficio de los estudiantes.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, sin lugar a dudas, con esta modificación estamos haciéndonos cargo de rectificar una situación que ha angustiado a las familias en nuestro país.



En la Comisión de Hacienda les hemos planteado a los Ministros de Educación y de Economía que no podemos descansar hasta no incorporar en este ámbito a los estudiantes con créditos CORFO, ya que 105 mil familias se encuentran aún muy agobiadas a raíz de esta causa.



El Gobierno, a través del Ministro de Educación, se ha comprometido hoy con nosotros a traer, antes del 5 de octubre, una propuesta para resolver ese problema.



Sin perjuicio de ello, señor Presidente, y alegrándonos obviamente del compromiso del Ejecutivo en esta materia, creo que es importante hacer memoria y recordar la historia de lo que estamos discutiendo.



Hoy enfrentamos la rectificación de una ley que se tramitó el año 2003. Me parece importante que quede constancia de eso aquí, porque muchos de los que han intervenido dicen que el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera está haciéndose cargo de una situación que se creó en administraciones pasadas. Eso es cierto, pero es bueno recordar también -y lo digo porque me he dedicado a observar la discusión legislativa de ese entonces- que esta ley se aprobó en forma unánime en el Parlamento.



Y cuando uno revisa cada uno de los artículos que se debatieron, tanto en el primero como en el segundo trámite constitucional, e incluso en la Comisión Mixta, advierte que en la mayoría de los casos se acogieron por unanimidad. 



Considero esencial no olvidar eso, pues nos pasa a menudo -y lo digo porque vamos a tener que enfrentar esta discusión mañana y probablemente después de las Fiestas Patrias- que nos vemos conminados por el Gobierno a discutir y aprobar con “discusión inmediata” iniciativas de ley que son trascendentes para nuestro país.



Esta normativa, la que hoy día estamos rectificando, se aprobó por unanimidad, señor Presidente.



Mañana vamos a tener que votar probablemente el proyecto sobre el SIPCO y de nuevo se nos pedirá que concurramos con nuestro voto a efectos de modificar una ley que, cuando se discutió en este Senado, al menos dos personas, el Senador Frei y quien habla, nos pronunciamos en contra. Y lo hicimos porque considerábamos que no iba a resolver adecuadamente el problema y que los precios iban a seguir subiendo.



Señor Presidente, solo quiero dejar constancia de que la ley que hoy se pretende modificar, que efectivamente permitió que muchos estudiantes pudieran acceder a la educación superior, ha significado un alto costo para las familias de nuestro país y fue aprobada en forma unánime por el Senado.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, en el proyecto en discusión hay cosas buenas que ponderar y celebrar y me parece que constituye una noticia positiva para el sistema completo.



Sin embargo, quisiera señalar, aunque más no sea para perpetua memoria en la Versión Oficial, que aquí se han formulado algunas expresiones que incluyen simplismos exagerados.



Por lo pronto, se ha dicho que el crédito debe ser manejado por la vía estatal. Está bien, ello puede asegurar una mayor accesibilidad -no lo niego-, pero el uso de fondos del Estado para esta finalidad, en lugar de los bancarios, supone distraer esos recursos, que podrían tener otro destino.



Así que no todo es unívocamente bueno en este sentido.



En seguida, también se ha mencionado que los bancos que administraban el crédito universitario poco menos que se hicieron la América en el proceso y que percibían márgenes absolutamente bombásticos. Es conveniente recordar que la tasa de mora, de incumplimiento de los créditos universitarios alcanzaba al 40 por ciento, con lo cual la tasa nominal de 5 a 6 por ciento expresada para el universo de los beneficiarios en los hechos se reducía a 2,5 o 3 por ciento.



En consecuencia, no es que haya habido aquí una especie de barraca de utilidades ilegítimas. Los créditos tienen un riesgo y es preciso incorporarlo en la tasa.



Creo que hay que tener estos dos factores en cuenta para que no se persista en la noción de que los bancos siempre ganan dinero de manera ilegítima. Efectivamente, de pronto hay intereses usurarios, pero esos casi siempre derivan de la exclusión del sistema bancario de los beneficiarios más frágiles.



Por consiguiente, el que estuvieran incluidos en el proceso de otorgamiento de créditos bancarios era una ayuda para los estudiantes y no una limitación.



Lo reitero: esto es simplemente para reivindicar, siquiera sea tímidamente, el rol de los bancos en esta esfera de acción. Primero, no se hicieron grandes utilidades; segundo, extendieron una facilidad crediticia a personas que de otro modo no la tendrían y, tercero, los intereses distaron de ser usurarios, que son los que muchas veces se aplican fuera del sistema bancario. La tasa de interés extrabancaria es normalmente muy elevada y es uno de los peligros de la fijación de las tasas máximas, por lo demás.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación. 



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo informar que el señor Presidente puso en votación todas las enmiendas, atendido que las dos abstenciones hechas presentes en la Comisión de Educación fueron retiradas. De consiguiente, la totalidad de las modificaciones aprobadas en el informe de la Comisión de Educación, y que también se acogieron en la de Hacienda, lo fueron por unanimidad.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas propuestas unánimemente por la Comisión de Educación (26 votos a favor y 2 pareos), y el proyecto queda aprobado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).



No votaron, por estar pareados, la señora Allende y el señor Novoa.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor García-Huidobro.

REGULACIÓN DE TRANSACCIONES COMERCIALES DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde discutir el proyecto, iniciado en mensaje y en segundo trámite constitucional, que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios, con informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7484-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 30ª, en 3 de julio de 2012.


Informe de Comisión:


Agricultura: sesión 47ª, en 5 de septiembre de 2012.
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de esta iniciativa es establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios.



La Comisión de Agricultura discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, Sabag y Uriarte.



Cabe consignar que los artículos 18 y 19 son orgánicos constitucionales, por lo que para su aprobación se requieren 19 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 50 a 56 del primer informe.

El señor ESCALONA (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, muy brevemente, quiero informar este proyecto.



Su propósito es establecer mecanismos e instrumentos que contribuyan a la transparencia en las transacciones de productos agropecuarios (así lo plantea el texto del Gobierno); en el fondo, busca resguardar a los pequeños y medianos agricultores transparentando las operaciones comerciales, toda vez que las partes no suelen concurrir a ellas en igualdad de condiciones, ya que algunos carecen de los elementos indispensables para fijar con claridad la naturaleza del producto vendido y, por tanto, lo que corresponde pagar por él.



En otras palabras, la finalidad es, en las transacciones de quienes se hallan en desigualdad frente a un comprador, buscar una fórmula que dé transparencia acerca del producto vendido y, por ende, del precio que se cancela.



Suele ocurrir -lo hemos visto; afortunadamente, menos en la agricultura- que a personas que van a vender un producto se les dice que su grado de impureza es mayor que el estimado o que el grado de humedad es superior al previsto, con lo cual la liquidación final llega a  una cifra menor que la calculada originalmente.



Aquí no hay normas vinculantes que garanticen la transparencia del mercado -lo estuvimos viendo-, sino solo información del Instituto Nacional de Normalización, que es voluntaria, para ciertos productos.



La esencia del proyecto es un poco generar un sistema que permita regular la medición de las características de los productos y la cantidad de estos; la certificación de los equipos de análisis; la toma de muestras y contramuestras.



¿Qué se busca al final, entonces? Que existan mecanismos que ayuden a la libre determinación de los precios según el volumen, el peso y otras características de los productos agropecuarios y de acuerdo a los informes certificados por los laboratorios independientes requeridos para emitirlos.



Además, se fija un sistema destinado a resolver las controversias entre el productor y el llamado “agro industrial”, como asimismo a regular la calidad y cantidad de los productos importados, permitiéndose su comparación con los nacionales, toda vez que a veces se dice que el proveniente del exterior tiene características distintas de las del nacional, con lo que en algunas oportunidades se castiga el precio pagado en definitiva.



¿Qué plantea, a la vista de tales elementos, el proyecto del Gobierno? Que en la primera transacción comercial de un producto agropecuario sea obligatorio para el agroindustrial o el intermediario tener y conservar una muestra y una contramuestra de él. La primera se envía a un laboratorio de ensayo, y la segunda, a un laboratorio arbitrador. Si una de las partes de la transacción no está conforme con el resultado de la muestra, la contramuestra sirve como elemento de comparación.



Los costos que aquello supondría fueron parte importante de la discusión, señor Presidente.



La Comisión de Agricultura invitó a distintos actores del mercado: Asociaciones de Molineros, FEDELECHE, Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile, APA, FENARE, IANSA, SAG.



Al final pudimos concluir que hay una cantidad muy grande de transacciones. Si se incluyen todos los productos agropecuarios, estamos hablando de más de 500 mil en un año. Y si cada una de ellas va a tener una muestra y una contramuestra, el precio, calculado en 15 mil a 17 mil pesos por cada cual, puede ser un tanto excesivo, considerando el objetivo perseguido.



En la Comisión se generó un debate relevante, luego del cual acordamos proponerle a la Sala -y el Ministro se comprometió al respecto-, primero, limitar la aplicación del sistema de muestra y contramuestra al trigo, el maíz y la avena, en que se registra la mayor sensibilidad.



En la tabla pertinente hay 17 productos agropecuarios, los cuales van desde el salmón a la leche, que tienen otro tipo de elementos.



Imaginen Sus Señorías lo burocrático que resultaría que cada vez que un lechero quisiera vender sus productos a los industriales -ello sucede a diario- debiera aplicarse el sistema de muestra y contramuestra.



A la Comisión, aquello no le pareció aconsejable.



Resolvimos, pues, proponer que se apruebe en general el proyecto y se posibilite la presentación de indicaciones para acotar a los tres cereales individualizados; establecer de mejor forma la figura del inspector delegado; más que generar tanto laboratorio adicional, certificar a través de mecanismos que den absoluta fe los laboratorios que hay en la actualidad.



En algunos lugares de Chile, afortunadamente, existen instrumentos certificados por terceros que les dan garantías a las partes. Y es factible establecer que el SAG sea el organismo certificador de los laboratorios de análisis y de los instrumentos que utilicen los agroindustriales.



No se busca, señor Presidente -y esta es una cuestión bien de fondo-, generar un conjunto de elementos que se transformen en cargas burocráticas para quienes actúan en el mundo agrícola, sino instaurar, respecto de algunos productos, sistemas que garanticen que lo que se pague corresponda a lo que ellos son y que, si se afirma que no cumplen determinadas exigencias, exista la posibilidad de contramuestrear, de contar con un mecanismo que permita decir: “Lo que yo le vendí fue esto, y así se lo demuestro”.



Por lo tanto, estamos pidiendo aprobar la idea de legislar en la lógica de esperar indicaciones en el sentido que expresé.



Debo hacer referencia, por otra parte, a la obligación del mundo de la agroindustria en cuanto a la existencia de un listado de precios de referencia, los que muchas veces no existen, pese a que son muy útiles para conocer lo que efectivamente se transa en los mercados.



Concluyo reiterando nuestra solicitud en el sentido de que se apruebe en general esta iniciativa, que, según manifesté, requiere adecuaciones para que sea realmente útil al mundo de la agroindustria y no se transforme en un problema, como lo sería la exigencia de varios trámites adicionales a los existentes hoy.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, según se ha señalado, este proyecto del Ejecutivo fue aprobado por unanimidad tanto en la Comisión de Agricultura del Senado cuanto en la Cámara de Diputados, donde se registraron 97 votos favorables.



Su propósito es consignar mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios. Para ello, regula y hace transparentes los procedimientos que establezcan la cantidad y calidad de los productos transados en el mercado agrícola interno, y perfecciona las condiciones bajo las cuales puedan fijarse precios que respondan a las características del producto.



Respecto a los productos importados, consagra un mecanismo de muestreo y de análisis que permitirá obtener una mejor información sobre sus características, el que se evaluará bajo las mismas normas de calidad vigentes para los nacionales.



Sin embargo, el alcance de este proyecto resulta mucho más amplio, a juzgar por las numerosas contribuciones hechas llegar a la Comisión de Agricultura. Según ellas, pareciera que, en opinión de algunos, él representa una oportunidad para regular de una vez por todas un mercado agropecuario que, en apariencia, se halla dominado por unos pocos: los poderes compradores; en tanto, para otros, el análisis de su articulado permitiría definir una coyuntura en la que se podría terminar de liberalizar al sector.



Evidentemente, no puede buscarse ni una cosa ni la otra, porque tales definiciones no forman parte del sentido de esta iniciativa de ley, que, como dice su título, busca regular las transacciones comerciales de los productos agropecuarios. Incluso, si nos circunscribiéramos a su propósito explícito, y atendida la gran cantidad de opiniones que llegaron a la Comisión, resultaría excesiva la urgencia “suma”, si quisiéramos legislar bien.



Ahora, si deseáramos responder como Senado a los desafíos que se nos colocan, este proyecto solamente debería ser parte de una iniciativa más amplia, que regulara el conjunto de las relaciones que se registran en la actividad agropecuaria, y no limitarse exclusivamente a las comerciales.



De la simple observación de los comentarios hechos llegar a la Comisión podemos determinar, remitiéndonos solo al proyecto, que ya la urgencia “suma” impediría analizar o resolver dichas proposiciones. 



Por ejemplo, entre los gremios que enviaron sus opiniones no existe acuerdo sobre la obligatoriedad de cumplir con las normas relativas a calidad de los productos o a metodología e instrumentos de medición; ello, sin considerar las apreciaciones divergentes acerca de la calidad de los equipos y la posibilidad de que estén al alcance de todos los productores agropecuarios, tomando en cuenta especialmente a los pequeños productores y a los productores familiares, dados el precio de aquellos y el volumen de la producción de estos sectores.



Otra gran discrepancia se refiere a la certificación de las balanzas y de los laboratorios y al rol del Servicio Agrícola y Ganadero como árbitro en las disputas que pueda haber en relación con los resultados de los análisis efectuados por aquellos.



A eso se agregan las diferencias en torno al manejo de las muestras y contramuestras, dentro de lo cual deben considerarse el volumen de los productos que se requieren para tales procesos, el costo de los análisis y quién paga todos los servicios.



Desde otro punto de vista, algunos cuestionan la constitucionalidad del sistema propuesto para analizar las muestras y determinar la calidad de los productos agropecuarios, ya que el proyecto no contempla instancias de apelación, además de establecer una calificación de calidad que no se basa en una tipificación previa de los distintos grados de calidad.



El impacto de la iniciativa en discusión es muy variado, dependiendo del tipo de producto. Para algunos, como el sector lácteo, se trata casi de una ratificación de procedimientos que se han ido definiendo de manera autónoma en el tiempo. Para otros, sin embargo, el proyecto implica un aumento importante de los costos y una mayor complejidad en los procesos de venta, sin beneficios visibles.



De esta forma queda comprobada la virtual imposibilidad de instaurar procedimientos similares para todos los productos agropecuarios, pues cada uno tiene características específicas que obligan a adoptar procedimientos adecuados para cada caso.



Por lo demás -y así lo han hecho ver los abogados consultados por la Comisión de Agricultura-, el proyecto reserva amplias áreas de decisión a las entidades que habrán de definir los reglamentos para la aplicación de la nueva legislación.



Eso tampoco debería ser aceptado tan fácilmente por este Congreso, que tiene la responsabilidad de determinar con suficiente exactitud el alcance y sentido de las normas legales, de modo que no se altere su orientación por la vía reglamentaria.



A veces, en parte de este proyecto pareciera que el propósito fuera establecer regulaciones claras y firmes, para luego dejar el manejo de cualquier controversia en manos del mercado.



Creo que antes de legislar sobre las transacciones comerciales de los productos agropecuarios habría que alcanzar acuerdos mínimos a partir de los cuales pudiéramos avanzar en materias puntuales.



Personalmente, estimo que el proyecto tiene muchas virtudes. Ello, sin desconocer que numerosos aspectos deberán discutirse en profundidad durante su estudio en particular.



En tal sentido, me parece necesario apoyar la idea de legislar y asumir el compromiso de trabajar en conjunto con las organizaciones gremiales en la etapa de revisión en detalle.



Por su parte, el Gobierno tendría que asumir el compromiso de contribuir a una legislación con las debidas prudencia y paciencia, sin tratar de imponer un texto que genere reacciones adversas en gremios específicos y provoque más dificultades que soluciones.



Voy a votar favorablemente la idea de legislar, señor Presidente. Y espero que se dé un tiempo prudencial para presentar indicaciones, dado que estamos ante un problema complejo de resolver.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para abrir la votación.



Estamos en la discusión general.



¿Habría acuerdo?

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Respetando los tiempos, naturalmente.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este proyecto responde a un largo anhelo del mundo agrícola.



Durante muchos años ha habido inquietud en agricultores de distintos rubros que han planteado la necesidad de que las muestras se verifiquen de manera más objetiva. 



Como probablemente todos saben, cada vez que se entregan productos, fundamentalmente granos (trigo, arroz, maíz), pero también otros de ámbitos distintos (leche, uva), el valor de compra tiene que ver con características específicas de ellos: humedad, dulzor, gluten, en fin. Según el producto son las exigencias que se hacen. Y, por lo tanto, es preciso que las decisiones del poder comprador con relación a esas características obedezcan a la mayor objetividad, porque en ello va, muchas veces, la utilidad o ganancia que puede obtener un productor que les vende a algunos de los poderes compradores, a los molinos.



Eso es lo que se reclamó por bastante tiempo, ya que no había cómo definir el mecanismo correspondiente. En algunos rubros, la cuestión se fue superando precisamente por la necesidad, como fue el caso de la remolacha. Después de muchas batallas de los dirigentes de la Federación Nacional de Remolacheros, los apoyamos para lograr que se estableciera con IANSA una relación de objetividad, de confianza, que ha permitido resolver el problema.



Por eso, cuando Sebastián Piñera, entonces candidato, incorporó en su programa de Gobierno para el mundo agrícola, dentro de las 25 medidas, la idea de contar con una ley de muestras y contramuestras, ello fue muy bien recibido en ese ámbito. Y la presentación del proyecto de ley en debate ha sido objeto de igual aceptación.



Con todo, y como ya lo mencionó el Senador señor Coloma, Presidente de la Comisión, algunos de los aspectos de la iniciativa eran complejos, por ir demasiado lejos, por introducir mecanismos engorrosos para la venta e incluso importación de productos agrícolas, por encarecer el proceso -y para los pequeños agricultores no es menor la incorporación de este tipo de gastos adicionales en la venta de su producción- y por ser probablemente innecesario establecer una red de laboratorio paralela.



En consecuencia, en la discusión pudimos ir viendo que, con la experiencia que se había obtenido en la remolacha, por ejemplo, era posible llegar a otros mecanismos que pudieran garantizar el mismo objetivo, pero que asegurasen que quienes entregan sus productos van a tener confianza en las decisiones que se adopten.



La certificación de las romanas y de los laboratorios que toman las muestras, así como la comprobación por un tercero cuando medie una reclamación, permitirán, a mi juicio, mejorar el articulado y darle, al final, su sentido.



Por eso, señor Presidente, en el ánimo de avanzar, vamos a apoyar el proyecto. Y esperamos las indicaciones que ha anunciado el Ejecutivo para perfeccionarlo; para circunscribirlo, como ya se ha expuesto, y para conseguir, por esta vía, que los productores agrícolas puedan tener confianza en que las muestras de sus productos van a ser consideradas como corresponde, dentro de las normas que rigen en la materia, sin un perjuicio ni un beneficio adicionales que no sean los de carácter objetivo que arrojen los resultados de la medición.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, para quienes representamos zonas agrícolas donde la agroindustria cumple una función de transformación, la iniciativa que nos ocupa es importante.



Como lo puntualizó el señor Senador que acaba de intervenir, esta fue una de las propuestas programáticas que anunció para la agricultura el entonces candidato Piñera.



Lo cierto es que hoy en día -y voy a referirme en particular al maíz, uno de los rubros que pueden beneficiarse o, más bien, dejar de verse afectados por la falta de transparencia en el mercado- el proyecto puede ayudar.



La Región de O’Higgins es donde se registra entre el 67 y el 70 por ciento de la producción nacional de maíz. Chile genera el 30 por ciento del que consume el mercado de la industria de transformación, o sea, es un país que importa buena parte de estos insumos, dedicados sobre todo a aquella correspondiente a las carnes blancas.



Es fundamental constatar que el precio del producto sufre una tremenda distorsión fruto de los subsidios en países vecinos y del norte. Competimos en condiciones totalmente desiguales. Y a ello obedece la presión de agrupaciones de agricultores y de los productores de las Regiones de O’Higgins y del Maule, en particular, y de parte de la Región Metropolitana.



Hace mucho tiempo que existe una Mesa Nacional del Maíz. Se logró cuando fue Ministro el señor Álvaro Rojas. En ese momento se establecieron acuerdos, estudios sobre el producto y el mercado, y políticas por implementar hasta que se lograra transparentar este último y evitar las deformaciones.



Es fundamental consignar que el precio de internación, el cual es el de referencia que se utilizaba en nuestro país y que debe emplearse como un parámetro, es distorsionado de por sí. Y deseo subrayar el punto, por cuanto el proyecto de ley se conoce como “de muestras y contramuestras”, para transparentar la relación entre el productor y la agroindustria. El poder comprador se encuentra altamente concentrado en pocas manos y Agrosuper y Ariztía, probablemente los compradores de más del 80 por ciento del maíz en el mercado interno y también los grandes importadores, siempre han mantenido una relación conflictiva con los productores por aspectos como los mencionados por el señor Senador informante: humedad e integridad del grano, o sea, si este se halla partido o no. ¡Para qué decir que después lo parten igual, diferencia que nunca devuelven al productor!



Pero aquí se plantea el objetivo de transparentar -repito- la primera transacción, señor Presidente. Es preciso establecer un procedimiento adecuado para tal efecto.



Sin embargo, el proyecto insinúa ir más allá, para considerar no solo la relación entre el productor nacional y la agroindustria, sino también la situación de los bienes importados.



Y ahí hay un concepto que habrá que precisar en el debate en particular, que dice relación con lo que expresa el artículo 2°: “Esta ley regula con carácter obligatorio el procedimiento de análisis de muestras y contramuestras, y medición, según corresponda, de los productos agropecuarios que se transan en el mercado nacional”.



Cuando se importa maíz, ¿cuál es el lugar de transacción? Si los precios de referencia que se usan en nuestro país son los de importación, que ya se encuentran distorsionados, ¿las muestras y contramuestras nacionales pueden ser comparadas con lo que se trae desde el exterior?



Este es un punto determinante, no para proteger a nuestros productores, sino para evitar que tengan que competir en situaciones tan desiguales como las registradas hasta ahora. ¿Por qué es tan importante subrayarlo? Porque en el año en curso, y en el recién pasado, y en el antepasado, el Gobierno del Presidente Piñera los dejó por completo en el abandono al eliminar los instrumentos de compensación por la distorsión de precios existente. Y la iniciativa en estudio, si bien es importante y permite transparentar el mercado, no logra asumir -y no creo que ello se consiga en la discusión particular- que tenemos un mercado con altas deformaciones, no por la relación poco transparente de la agroindustria y del productor, sino por aquellas que tienen lugar en el mercado internacional.



INDAP, históricamente, intervino con bonos compensatorios. En la provincia de Cachapoal, los rindes por hectárea superan, no los 120 quintales, sino hasta los 140 quintales. Es decir, somos un país con los rendimientos más altos del planeta en producción de maíz. Es la única razón por la que logramos una situación relativamente “competitiva” -voy a usar ese concepto- a pesar de la deformación de los precios.



Con nuestros vecinos argentinos tenemos que competir mediando el factor de que les dan subsidios por exportar, por plantar, por no plantar. Nos enfrentamos al mercado estadounidense con los mismos subsidios distorsionados, ya que se paga por cuánto se siembra, por cuánto no se siembra, y se plantea el elemento adicional de toda la política de la industria del bioalcohol que se ha ido generando, pues también se usa el maíz para algunos de los combustibles.



Creo que el proyecto es importante; que ayuda a transparentar. Corresponde a una de las 25 medidas anunciadas durante la campaña presidencial. Es relevante la existencia de un mecanismo de muestras y contramuestras, de metodologías claras, de sistemas regulados nítidamente.



Espero, eso sí, que el Estado no les traspase los costos de las muestras y contramuestras a los productores. Debería ser una obligación de la industria que adquiere, para demostrar su transparencia.



Observo que se ha escuchado a algunos actores que han podido participar. Entiendo que se contempla a todos los productos agropecuarios. Se incluye también la leche, industria transformadora. Debería comprenderse asimismo a otras del sector. Por mi parte, me he referido al maíz, que es uno de los tantos productos en ese ámbito.



Ojalá que siga registrándose un desarrollo de la agricultura familiar campesina, el cual resulta esencial para garantizar, no solo un medioambiente sano y sustentable, no solo una ocupación territorial en la que el cultivo de la tierra es fundamental, no solo el sector de la economía que da más empleo, sino también, sobre todo, que los alimentos mantengan precios al alcance de muchos. Es la actividad que permite el sustento de los chilenos a un valor razonable. La industria, muchas veces, distorsiona este último, de lo cual nos inquietamos.



Por último, extiendo mi reconocimiento a dirigentes campesinos y agrícolas por la batalla que han dado. Quiero mencionar en particular a una de ellos, de la comuna de Palmilla, Región de O´Higgins: Gloria Paredes, quien ha sido la vocera, la que ha encabezado la lucha para que exista la Mesa del Maíz. Es de las personas que llevan a que estos proyectos, finalmente, vayan avanzando.



Voy a votar a favor de la idea de legislar.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Le corresponde el uso de la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, le agradezco a toda mi bancada su asistencia al debate de la iniciativa y por preferirlo al fútbol.



No obstante, estamos bien informados respecto de lo que está ocurriendo en la cancha. Dicen que vamos dos por cero.

El señor LAGOS.- Empatamos a uno.

El señor TUMA.- No. Dos por cero: un gol en contra y un expulsado... ¡Porque a este último es preciso sumarlo también...!



Desde ese punto de vista, me parece importante que el Senado dé muestras de madurez en el cumplimiento de su labor legislativa, como lo estamos haciendo.



En cuanto al proyecto, abrigo bastantes dudas de que sea aceptado por la inmensa mayoría de los pequeños productores, incluidos los de la zona que represento, de origen indígena, quienes trabajan fundamentalmente para la autosubsistencia, para el autoconsumo, y venden muy poco en el mercado. Entonces, si uno de estos últimos o un productor que tiene una, dos, tres hectáreas van a ofrecer cuatro o cinco sacos de trigo y tienen que financiar la muestra y la contramuestra, se encontrarán con que ello les costará más que lo que van a recibir.



Creo que la medida tampoco es aplicable a la leche, porque la producción de cada día es distinta de la del siguiente. Y, por tanto, tampoco se podrá obligar a sacar diariamente una muestra y una contramuestra.



El sistema tiene que ser bastante más abierto, más flexible, más voluntario. No debería ser obligatorio. Si es tan importante para los productores y el mercado, debería comenzar con un período de voluntariedad y, en especial, con algunos productos susceptibles de cubrir los análisis mencionados.



Sin duda, una certificación va a dar más transparencia al mercado. Va a permitir que se sepa si los productos que se están comparando en la venta son efectivamente homologables y que se midan calidad y cantidad. En consecuencia, constituye un avance. Pero, respecto del costo en el caso de obligatoriedad, que tiene que estar vinculado con los volúmenes de producción, me surgen dudas de que, eventualmente, podamos obligar, a través de una legislación, a que quienes pongan cualquier cantidad en el mercado -ella no importa- estén sometidos al financiamiento de la muestra y la contramuestra. Creo que eso hay que debatirlo bastante más.



Voy a votar a favor en general, señor Presidente, con el objeto de que se formulen indicaciones.



Me pronunciaré en contra de la obligatoriedad, porque ello no puede ser. Espero que se reduzcan bastante el impacto que se provocará y los productos a los cuales se va a afectar.



Si bien se registró en el estudio la participación del Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile (MUCECh), que reúne a pequeños agricultores, quiero prevenir el que estos últimos u otros que no integran la entidad puedan aceptar una legislación que los obligue a financiar un costo que, seguramente, va a exceder su capacidad de enfrentarlo.



En definitiva, pienso que la Cámara de Diputados, la cual aprobó por unanimidad el proyecto, se apresuró en acoger una norma obligatoria para todos los productos y todos los productores, y que deberíamos corregir ese aspecto al objeto de no afectar a miles de estos últimos que son pequeños con una disposición imposible de cumplir.



Tengo muchos reparos en relación con la forma como vamos a despachar en particular una normativa que garantice, por una parte, transparencia, y, por la otra, más competencia.



Me parece bien lo de la certificación, pero esta no se encuentra en la ley. Deberíamos establecerla respecto de los instrumentos de medición. Las romanas en ferias y molinos deberían ser objeto de ella, pero no es así. Hay molinos que tienen unas para comprar y otras para vender. A mi juicio, debería haber una certificación regulada por el Estado y fiscalizada para asegurar la confiabilidad de los aparatos que pesan la harina o el trigo que llevan o adquieren los productores. Sobre esa base, juzgo que es preciso incorporar en el proyecto la certificación de los instrumentos de medición, más que todos los productos.



Es preciso consultar a los pequeños agricultores a fin de saber si se hallan disponibles para una norma de la dimensión que se expone, obligatoria para todos.



Estimo que deberíamos comenzar con una disposición selectiva, relacionada con algunos productos, y con un sistema voluntario, así como también con una certificación de instrumentos.



Sería deseable que en el resto de la economía lográramos asimismo transparencia. ¿Quién garantiza que en un servicentro se vende el litro de combustible que se quiere comprar o que el octanaje es aquel por el cual se está pagando? Debería existir una certificación de carácter voluntario, con algún sello determinado, para que las instalaciones que contaran con ella compitieran con aquellas que no la tuviesen. Lo señalo a modo de ejemplo.



En muchas otras actividades se requiere igualmente una certificación, para que no se vulnere la fe pública.



En la búsqueda de asegurar este último aspecto, creo que el proyecto es un avance.



Repito que me pronunciaré a favor, con las aprensiones que he consignado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero valorar el trabajo de la Comisión de Agricultura respecto del articulado en discusión, que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios. Lo anterior, fundamentalmente con relación a aquellos en que se registran hoy las mayores dificultades: el trigo y el maíz.



La Cámara de Diputados aprobó unánimemente la iniciativa, incluida en el Programa de Gobierno del Presidente Piñera, la cual sigue el camino de la transparencia. Los mayores problemas para los pequeños y medianos agricultores, sobre todo, dicen relación justamente con la eventualidad de que ese factor no se encuentre presente en la romana ni, muchas veces, en el análisis de la calidad del producto.



Por lo tanto, me parece muy importante que el proyecto sea acogido de la misma forma y que se formulen las indicaciones tendientes a que, como bien lo decía el señor Senador que intervino con anterioridad, todos los instrumentos cuenten con la respectiva certificación.



También hay que entregarle mejores oportunidades al pequeño agricultor, quien no vende su producto directamente al organismo comprador por el temor al análisis que se efectuará. Y, como por lo general tiene pocas alternativas de llegar con fuerza al molino o al poder comprador de maíz, prefiere venderle a un intermediario. Ahí radica el gran problema: no posee los recursos suficientes para seguir desarrollándose como pequeño agricultor.



En el caso del maíz, debemos valorar -es muy importante- la sobretasa arancelaria de 10,8 por ciento que se estableció como salvaguardia a las importaciones del maíz partido argentino. Creo que tal medida ayudó al sector, pero en forma un poco tardía. Y lo digo claramente. Porque el año agrícola que recién termina se adelantó por los calores que se registraron.



Esta salvaguardia estabilizó definitivamente el precio que se estaba pagando en Chile por el maíz. Pero ella expira el 28 de septiembre. En mi opinión, mientras se mantengan las condiciones de exportación de ese producto en la hermana República Argentina, debiera seguir aplicándose la salvaguardia, por cuanto la situación no ha cambiado. 



En consecuencia, tenemos que anticiparnos a lo que será la próxima cosecha, tanto de trigo como de maíz.



Argentina hoy día tiene un impuesto a la exportación de los granos y de muchos productos. Pero se exportaba maíz partido con el fin de saltarse ese gravamen.



Por consiguiente, lo importante hoy es pedirle formalmente al Ejecutivo que la salvaguardia de 10,8 por ciento no desaparezca el 28 de septiembre. Si lo hace, nuestro maíz quedará desprotegido nuevamente siendo objeto de competencia desleal por parte de nuestra hermana República Argentina.



Bien decía el Senador Letelier al referirse a la situación de otros países productores, especialmente del mercado americano: en ellos hay incentivos a la producción y a la no producción. Tal situación no existe en Chile, pese a que, en el caso del maíz, hoy disponemos de las mejores tecnologías y de los mayores rendimientos del mundo. Se siembra maíz desde la Región Metropolitana hasta Los Ángeles. Este mercado se ha ampliado, lo que resulta fundamental para el desarrollo de nuestra agricultura.



Valoro el trabajo realizado por la Comisión de Agricultura. 



Se deberán introducir las indicaciones pertinentes para asegurar una transparencia que permita que a cualquier agricultor se le pague por su producto lo que corresponde según su estado de humedad, peso y calidad. 



Respecto del maíz o trigo importado, la idea es que se apliquen los mismos parámetros y se informe realmente qué producto se le está entregando al consumidor. Porque muchas veces se compra maíz tipo 3, tipo 2, y a quien compite en Chile con el tipo 1 (de mejor calidad) se le impone el precio internacional de segunda y tercera calidad.



En tal sentido, me parece que la iniciativa va en el camino correcto, pues da tranquilidad y transparencia a nuestros pequeños y medianos agricultores para que puedan seguir desarrollándose en el rubro de los granos.



Sus Señorías han podido apreciar el alza que en la actualidad están experimentando los granos en el mundo, fundamentalmente a causa de la sequía americana. Muchas veces, al subir los precios, se pone una especie de velo que tapa la situación existente. Pero, cuando los precios están bajos, justamente nos preocupamos de esto. 



En mi opinión, debe existir una política permanente de transparencia en el sector agrícola, como en todo sector económico.



Por lo expuesto, aprobaré la idea de legislar con todas mis fuerzas. Y aplaudo al Gobierno por presentar esta iniciativa, que fue anunciada por el Presidente Piñera durante su campaña. Hoy está cumpliendo su promesa.



Ojalá esta iniciativa sea mejorada en la Comisión de Agricultura y que podamos despacharla a la brevedad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en general (23 votos a favor, 2 abstenciones y 1 pareo), y se fija plazo para formular indicaciones hasta el lunes 8 de octubre, a las 12.



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).



Se abstuvieron los señores Kuschel y Lagos.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Salud recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, que sanciona la comercialización del hilo “curado” (boletín Nº 8.576-11) (Véase en los Anexos, documento 14).
El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el asentimiento unánime de la Sala para incorporar este proyecto a la tabla de la presente sesión y tratarlo inmediatamente después del relativo a Televisión Nacional.



--Así se acuerda.
AMPLIACIÓN DE GIRO DE EMPRESA TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile, para ampliar el giro de la empresa.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8273-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 39ª, en 7 de agosto de 2012.



Discusión:



Sesión 44ª, en 29 de agosto de 2012 (queda para segunda discusión).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera discusión se efectuó en la sesión del 29 de agosto recién pasado.



Cabe recordar que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto en general y en particular por ser de artículo único, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Girardi y Pizarro.



El texto que se propone aprobar se transcribe en la página pertinente del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Hago presente que el Comité Partido Radical Social Demócrata ha solicitado que se fije plazo para formular indicaciones.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, este proyecto procura subsanar lo básico que requiere el canal público -nuestra Televisión Nacional-, por la vía de la ampliación de su giro, para competir en igualdad de condiciones con el resto de los actores de la industria. 



La propuesta es tan simple que se le ha denominado la “Ley corta de TVN”, pues se busca replantear ese modelo de negocios de una manera expedita, rápida, ágil.



La digitalización de la televisión -en la actualidad se está discutiendo una iniciativa sobre televisión digital terrestre- va a representar nuevas oportunidades y desafíos, de los cuales Televisión Nacional no puede quedar excluida debido a su estrechez legal -por llamarlo de alguna forma-, plasmada en la ley Nº 19.132, de 1992.



En ese momento se concibió determinado modelo de negocio: TVN como un canal público que debía autofinanciarse. Pero en esa época claramente no estaban contempladas las nuevas tecnologías que hoy permiten la difusión de contenidos digitales de muchas maneras y por muchos medios.



Por lo anterior, es importante que Televisión Nacional pueda cumplir con su misión y quede en igualdad de condiciones -por decir lo menos- con las otras estaciones televisivas. Ello, particularmente si consideramos que es el único canal público que tenemos y que su deber esencial es mantener en contacto a todos los chilenos en todo momento.



En consecuencia, debemos permitir que TVN tenga las mismas oportunidades de las otras concesionarias. Y para ello, hay que ampliar el giro de dicha empresa.



En el contexto del proyecto que introduce la televisión digital terrestre, espero que se concrete la intención de que TVN sea un transportador público para los canales locales, comunales, comunitarios, regionales. ¡Ojalá esto se dé! Es una idea que hemos estado impulsando a través de indicaciones a la referida iniciativa, la cual se encuentra radicada en la respectiva Comisión. 



Hoy día Televisión Nacional se halla impedida de incorporarse al desarrollo de las plataformas multimediales de transmisión, lo que, por cierto, la deja en una condición de desigualdad y de menor progreso. Ello reviste importancia, por cuanto cada día somos testigos de las emisiones en Internet y del empleo de las nuevas plataformas (teléfonos celulares, por ejemplo), las que deben ampliarse al ámbito de la televisión pública. 



Por eso, me parece necesario aprobar el proyecto que nos ocupa.



Sin embargo, no puedo dejar de mencionar que en un país como el nuestro, de acuerdo a lo que muestran los datos, la televisión cumple un papel de extraordinaria relevancia por la alta cantidad de televidentes que tiene y por su uso como medio de información, de entretención o de distracción. Por eso, debemos ser capaces de reactivar el debate sobre el proyecto que enmienda la Ley de TVN, que se halla congelado desde hace más de tres años y que aborda temas de fondo respecto de la gestión de una televisión pública competitiva, plural, eficiente y conectada con la sociedad chilena.



Sobre el particular uno se pregunta cuáles son los roles que debiera jugar la televisión pública. Nosotros le hacemos diversas exigencias, pero, tal como está concebida por ley, debe autofinanciarse, lo que significa que muchas veces le pedimos que cumpla una serie de atribuciones y no le damos los medios suficientes para llevarlas a cabo. Así, TVN suele competir con otras estaciones televisivas dejando de lado el papel que debiera cumplir como televisión pública, respecto de lo cual uno exige calidad. En efecto, además de la diversidad y de la pluralidad, ¡se exige calidad! 



A mi juicio, a veces atentamos un poco contra ese concepto. 



Por otro lado, no puedo dejar de señalar la importancia de que exista una mirada más amplia acerca de la televisión. 



En ocasiones me asombro un poco, señor Presidente, cuando veo noticiarios de hora y media -muchas veces de dudoso gusto-, que dedican casi 40 minutos en denunciar crímenes, asaltos, robos, hurtos. 



En general, se manifiestan muchos cuestionamientos respecto de la calidad de la información que se transmite o de la poca educación que se entrega. Echamos de menos un contenido cultural más profundo; echamos de menos programas simples e inolvidables. Todavía recuerdo el espacio televisivo “Ojo con el arte”, de Nemesio Antúnez, quien en dos minutos era capaz de describirnos una obra de arte de manera pedagógica y maravillosa; o el programa de Cristián Warnken, donde hablaba de literatura. 



Nuestra televisión ha ido bajando mucho su nivel. Creo que los “realities” distan mucho de entregar contenidos que uno podría llamar “educativos”; más bien, son de uso bastante dudoso. 



En resumen, nos hace falta una discusión más profunda acerca del rol de la televisión pública, el que, a mi entender, debe estar altamente ligado con la libertad de expresión, con la integración social, con los valores culturales, con la generación de contenidos de calidad. 



Sin embargo, independientemente de que se encuentre  congelado ese debate, estimamos que la iniciativa que nos ocupa debe ser aprobada. Sería impensable que amarrásemos de manos a la única televisión pública que tenemos y le impidiéramos, en igualdad de condiciones con las otras concesiones televisivas, ponerse al día en materia de tecnologías, que cada día son más usadas por la televisión para difundir sus contenidos. 



En ese sentido, tal como expresó el Presidente del Directorio de Televisión Nacional, señor Zepeda, con el presente proyecto se está subsanando lo básico que requiere el canal público: competir en igualdad de condiciones.



Por ello, señor Presidente, anuncio mi voto favorable. 



Pero reitero: como país, como sociedad, nos hace falta una discusión mucho más a fondo acerca de lo que debe ser una televisión pública. Ojalá pudiéramos sacudir un poco la iniciativa que lleva durmiendo tres años y medio. No basta con el debate que actualmente se lleva a cabo para introducir la televisión digital terrestre. Esa propuesta legislativa tiene otro enfoque y no mira en profundidad lo que realmente significa una televisión pública. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, en la misma línea de lo que acaba de señalar la Senadora señora Allende, cabe agregar que debemos adecuar la televisión a la profunda revolución tecnológica que estamos viviendo, llamada “convergencia tecnológica”, la cual será cada vez más acelerada. 



En ella, la televisión irá generando mayor competencia con otras plataformas (Internet, transmisión de datos, teléfonos móviles). Tal vez a futuro las personas vean televisión no en el chasis actual, sino en un aparato celular o en un tablet.



Además, la televisión será cada vez más interactiva. Permitirá también transmitir datos o desarrollar otros servicios. 



Luego vendrá la televisión por Internet. En mi opinión, en algunos años más esta superará a la televisión digital tal cual la conocemos. 



A propósito del debate sobre el proyecto que introduce la televisión digital terrestre, se ha producido una discusión relativa a la duración de las concesiones. Algunos querían que fuera de por vida. Sin embargo, por principio, establecimos que se trata de un bien nacional de uso público, por lo cual no pueden ser otorgadas para siempre. En todo caso, tal debate carece de sentido, pues en diez años más no dominará la televisión digital, sino la que se trasmite vía Internet. Por tanto, quedará obsoleto el formato digital, igual como está pasando con el analógico. 



No obstante, usando las plataformas multimediales y la convergencia tecnológica, debemos tratar de fortalecer la televisión pública. Creemos que ella debiera seguir siendo un ente rector desde el punto de vista del pluralismo, de la diversidad, de la promoción de valores fundamentales, de la estimulación de la cultura, de la generación de contenidos entretenidos, para que también pueda ser parte de los beneficios que trae consigo el desarrollo tecnológico. 



Al mismo tiempo, hemos estado discutiendo sobre la importancia de contar con un transportador público. Algunos pensamos que este será un eje en el proceso democratizador de la televisión en cuanto a diversidad y pluralismo, dado que la nueva ley de televisión establecerá la posibilidad de crear muchos canales comunales, regionales, comunitarios, aunque no van a poder tener la capacidad para poner su señal en el aire.



A varios Senadores nos parece que el transportador público debiera ser Televisión Nacional y no radicar en entes privados. La idea es que sea como una carretera pública al servicio de la diversificación, con el fin de posibilitar la puesta de contenidos en el aire, lo cual resulta muy relevante. 



Por otro lado, debo señalar -lo digo con mucha claridad- que el compromiso que adoptó el Ejecutivo con nosotros es que, luego de aprobar esta “Ley corta de Televisión Nacional”, inmediatamente se discutirá en la Comisión la “Ley larga”. 



Se trata justamente de profundizar en la materia y de dar garantías del fortalecimiento de la televisión pública, donde se privilegien los contenidos de calidad, los programas entretenidos e inteligentes, como señalamos, con el objeto de colaborar a generar mejores ciudadanos y ciudadanas, de perfeccionar la democracia, de diversificar el país, de dar cuenta de que Chile es mucho más amplio y profundo de lo que hoy día aparece en televisión, que refleja más bien una realidad metropolitana.



Otro aspecto que considero fundamental se refiere a la adecuación de la televisión pública a los desafíos tecnológicos, que avanzan de manera muy rápida.



La Ley de Moore expresa que la capacidad de memoria se duplica cada 18 meses. Y eso es lo que hemos venido presenciando. Hoy día un terabyte se puede poner en la punta de un alfiler y hace 10 años ocupaba una sala como en la que ahora nos encontramos. 



Tales procesos, con la nanotecnología, se desarrollarán a velocidad logarítmica. Por lo tanto, la televisión, tal cual la conocemos, sufrirá mutaciones cada vez más complejas y jugará un rol más preponderante en la vida de las personas. 



En definitiva, el proyecto que nos ocupa, que parece muy simple, permitirá a Televisión Nacional, en una primera etapa -luego discutiremos la “Ley larga” a fin de dar cumplimiento a toda su función social-, competir para llevar adelante su cometido, otorgándole las facilidades en el aspecto instrumental y anatómico. Al analizar la “Ley larga de TVN” debatiremos ya no sobre su infraestructura, sino respecto de la parte funcional, la fisiología de este proceso, para tener una televisión pública de calidad, como Chile merece.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, pido abrir la votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se solicita abrir la votación.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en primer término, voy a hacer una observación personal. Y doy excusas por ello.



Para mí ha constituido algo muy especial recibir el aprecio de todos los colegas, de los Comités, de los funcionarios de la Corporación, con motivo de mi ausencia por una enfermedad bastante complicada.



Tan solo me resta agregar: gracias, porque me hicieron sentir que soy parte del Senado.



En segundo lugar, en lo que respecta a la iniciativa de ley que estamos votando, debo manifestar que en verdad me genera una duda existencial.



A través de todo el tiempo que llevo como parlamentario, tanto en la diputación como en la senaduría, desde el inicio de la masificación de la televisión en Chile, en 1962, siempre he manifestado lo siguiente.



Primero, la televisión nos ha hecho, en parte muy importante, el país que somos. Más influencia que la de nosotros mismos o que la de hechos políticos, ha sido la suya, por su capacidad de penetración en la mente humana que ha llevado adelante y por haber otorgado relevancia a determinados lineamientos.



Segundo, yo no comparto la idea -creo que tampoco ninguno de los presentes- de que la televisión esté cumpliendo realmente con el sentido profundo de lo que se quiso lograr cuando en 1962 se entregó a las universidades la posibilidad de que fueran las únicas encargadas de las transmisiones.



Hay un grado de deformación muy grande en los programas que hoy se emiten.



Eso ocurre, entre otras cosas, porque en Chile hay dos tipos de televisión: la privada, que se rige por las leyes del mercado, y Televisión Nacional, que compite con aquella en las mismas áreas, porque eso es lo que marca la demanda, el marketing, el mercado, etcétera, y para lo que no cuenta con las condiciones ni la capacidad que se requieren.



Yo entiendo a quienes aquí sostienen que tenemos que soltar un poco las manos a Televisión Nacional para que, en definitiva, pueda competir con los otros canales. Pero, entonces, van a desaparecer las pocas diferencias que ella tiene actualmente y todos los canales terminarán siendo iguales. Es decir, pasará a ser parte del concierto privado, donde lo que importa es el mercado, el marketing y la falta de altura intelectual que hoy lo caracteriza.



No es necesario hacer eso. Reconozco que son válidas las razones que se dan para mejorarla y soltarle las manos hasta que se dicte la “Ley larga”. Sin embargo, mientras más ahondemos en ese camino, más se alejará la posibilidad de que aprobemos una ley como realmente debe ser, al igual que en otros países importantes, donde la televisión, sea o no estatal,  no se halla limitada a las necesidades económicas.



Frente a esa duda, prefiero abstenerme en la votación, porque, a mi modo de ver, se producirá un retraso en la toma de conciencia de que Televisión Nacional debe funcionar como un ente que permita desarrollar los valores esenciales que nosotros propiciamos, y llegar a ser un canal de televisión humanista, democrático, libertario, abierto a todos y sin presiones de ninguna especie. Porque hoy -querámoslo o no- recibe las presiones del mercado y también, naturalmente, las del Gobierno de turno.



Por eso, me abstengo. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, respecto de Televisión Nacional, tanto el Gobierno como el propio Parlamento optaron por el autofinanciamiento, que le exige competir en igualdad de condiciones con el resto de las empresas concesionarias de televisión, que son directamente privadas.



Pero, según se señala en el informe, esa competencia no se da “en igualdad de condiciones con los demás canales de televisión abierta”.



Por lo tanto, sin entrar en aspectos de fondo, lo único que hace esta iniciativa es otorgar a Televisión Nacional las posibilidades para que pueda utilizar todas las plataformas, incluso la de radiodifusión -que no se ha mencionado en el curso de este debate-, en la ampliación de su giro.



Al igual que muchos de quienes han intervenido ahora, soy especialmente crítico de lo ocurrido con la televisión. Y no olvidemos que el Senado aprobó un proyecto de ley, tremendamente importante, que exacerba el carácter comercial de ella: el people meter on line. Afortunadamente, se ha propuesto eliminarlo tanto en la normativa sobre televisión digital como en otra que aprobamos dos años atrás.



Eso no es materia del proyecto que nos ocupa. Lo único que este persigue es que la empresa Televisión Nacional de Chile, enfrentada a un autofinanciamiento, pueda competir en igualdad de condiciones con el resto de los canales de televisión del país. 



En ese sentido, creo que es una iniciativa correcta, bien orientada y que va más allá de nuestras críticas acerca de los contenidos de la televisión y del impacto que tienen en la población en general.



Creo que ese impacto no es neutro. Pero, al menos, debemos proporcionar a TVN las herramientas para que pueda competir en igualdad de condiciones en ese escenario.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, durante la discusión de este proyecto en la Comisión, escuchamos no solo a representantes de organizaciones de la sociedad civil que se interesan por la televisión, sino también al Ministro Chadwick y al Presidente del Directorio de TVN.



La normativa es importante, porque Televisión Nacional necesita contar con disposiciones legales que le permitan competir en igualdad de condiciones con los canales privados.



La idea es permitir a TVN operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio. Y, en general, darle las garantías para que pueda realizar todas las actividades propias de una concesionaria privada de servicios de televisión y de emisión de contenidos audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.



En ese orden de cosas, la Comisión se comprometió a que, una vez despachado este proyecto de “Ley corta”, que amplía el giro de la empresa TVN y le garantiza que podrá operar en igualdad de condiciones con los demás canales, iniciará el debate de la denominada “Ley larga”.



De hecho, la vamos a poner en tabla inmediatamente después de concluido el debate de la normativa sobre televisión digital -esperamos concluirlo mañana-, para los efectos de abocarnos a los aspectos más gruesos y de más larga data. Para ello, recibiremos a todos los interesados, partiendo por los propios sindicatos de TVN, a los que escuchamos ya en una oportunidad.



De ese modo pensamos activar, en definitiva, la discusión de la “Ley larga”. Mientras tanto, es preciso entregarle los instrumentos necesarios para que compita en igualdad de condiciones con el resto de los canales.



Por eso, pido a los señores Senadores aprobar el proyecto que amplía el giro de Televisión Nacional.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, me alegro de que el Senador señor Gómez haya pedido fijar plazo para presentar indicaciones y que ahora votemos solo en general. Porque, a esta altura, tengo dudas sobre si se va a aprobar o no la iniciativa de “Ley larga” y qué materias va a contener.



En el mismo espíritu de lo que aquí se está debatiendo, son muchos los aspectos que sería factible consignar en aquella.



Efectivamente, como señaló recién un Senador, tal vez la diferencia con el texto en análisis es que este permitirá que Televisión Nacional brinde un servicio de radiodifusión sonora que posea una radioemisora, porque en varias otras cosas hoy día está capacitada para competir sin necesidad de una ley especial: puede hacer merchandising; confeccionar poleras; realizar producciones audiovisuales y vender servicios; cobrar por el uso de la web en el extranjero, en fin, puede efectuar un sinnúmero de actividades. Pero es evidente también -como aquí se ha dicho- que  tiene fuertes limitaciones, que se mantendrán después del despacho de esta “Ley corta”, no puede recibir aportes del Estado ni contratar créditos en la banca, porque está inhabilitado por ley.



Entonces, con lo propuesto estamos haciendo aparecer como una apertura comercial el que este canal nacional pueda competir en igualdad de condiciones con otros, en circunstancias de que eso no es real. Aquí, a lo más, tendrá una radio y seguirá haciendo las cosas pequeñas que hoy día está en condiciones de realizar.



De modo que no sé si el debate habido -no en la Comisión de Educación- realmente se relaciona con algo que algunos señores Senadores han planteado: abrir y ampliar su giro. Incluir, por ejemplo, el término “telecomunicaciones”, para dejar las puertas abiertas a que en un futuro se puedan usar las no pocas instalaciones de Televisión Nacional en el país, como concesiones, terrenos, antenas. Entonces, además de irradiar televisión y radio, también puede iluminar con Internet y con telefonía. O sea, entregar muchos más servicios que los actuales, si realmente se hace una modificación de mayor alcance.



Lo que más me preocupa es que hoy día tengamos un debate en general que, a mi juicio, es ajeno al Congreso.



El Parlamento ahora se halla discutiendo esta “Ley corta” y se supone que pronto analizará la “Ley larga”, que incluye la televisión digital terrestre, de la cual poco o nada se conoce, pese a que ha participado en un encuentro con concesionarias españolas que incluso administran carreteras en Chile, y que están mucho más adelantadas que nuestra legislación e incluso que el Gobierno. Por ejemplo, están viendo cómo llevar adelante un teletransportador mediante la concentración de antenas.



Por lo tanto, uno se pregunta: ¿Y qué pasa con los terrenos que el Estado chileno ha entregado gratuitamente en concesión a Televisión Nacional en gran parte del territorio? En el Parque Metropolitano de Santiago, se sabe que no paga por usar dichas instalaciones, pero sí lo hacen los otros canales.



Entonces, uno se pregunta también si se podrán formar sociedades por acciones. Porque hay quienes van más allá y dicen que este es un debate para privatizar Televisión Nacional. Yo, de verdad, no advierto ese fantasma.



En el afán de competir en mejores condiciones con los otros canales, bien se podrían formar sociedades por acciones. Y frente a eso, ¿cuál es el activo de TVN?



El canal nacional dispone de casi 200 concesiones, dentro de las cuales hay unas 15 que son muy apetecidas en distintos cerros del país. Tienen un gran valor, bastante superior a los equipos utilizados. Por eso, las empresas españolas están muy interesadas en llegar a Chile y transformarse en el teletransportador a que el Estado ha renunciado. A pesar de que en la discusión sobre televisión digital se ofrecieron 12 megahertz adicionales para TVN, no hay interés en tomarlos, porque, al parecer, es mucho más atractivo asociarse con ABERTIS, con New Company o con todo ese ejercicio realizado, mientras nosotros debatimos un proyecto que permite a TVN tener una radio.



Considero que el Congreso no tiene en la mira, o no se le está haciendo parte de una discusión más grande y más lucrativa, en la que, eventualmente, el día de mañana, TVN tendría que despojarse de numerosos activos, como terrenos y otros bienes que le han sido traspasados a título gratuito.



Con todo, en mi opinión, hay que aprobar el proyecto en debate, pues no se puede dejar a Televisión Nacional en la situación que hoy día está. Si necesita competir, participar en el mercado y de una torta publicitaria en mejores condiciones, debe hacerlo.



Yo, por de pronto, sugeriría modificar el texto e incorporar algunas indicaciones.



Por otra parte, en la iniciativa se plantean inhabilidades, pero solo de consanguinidad. No se habla de ellas respecto de quienes están en la industria, en el mercado de los concesionarios, de los peticionarios, de los administradores de cables.



A mi juicio, señor Presidente, si bien el proyecto es un avance, sencillamente no deja a TVN compitiendo en igualdad de condiciones -como muchos aquí insinúan- con el resto de los canales de televisión.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma

El señor TUMA.- Señor Presidente, esta es una gran oportunidad para modificar la legislación actual y permitir que una empresa que ha estado prácticamente maniatada para competir con el resto de la industria, el cual puede aliarse, sacar ventajas significativas, obtener efectos multiplicadores con un mismo equipo y diseñar diferentes medios de comunicación para llegar a distinto público.



Que Televisión Nacional tenga la posibilidad de instalar una radio o cadenas de radios constituye una ventaja muy importante. Esto le posibilitará enfrentar de mejor manera a sus competidores. Ahora ella podrá bajar sus costos y ser más competitiva.



Podremos exigir más a Televisión Nacional en cuanto a cómo fortalecer a muchas Regiones que a veces se encuentran en el punto de equilibrio. También, desde ese punto de vista, el proyecto constituye un elemento conveniente y central, porque desde hace un tiempo a esta parte, aquellas se han ido quedando sin medios de comunicación locales.



Por muchas informaciones radiodifundidas sabemos lo que ocurre en Santiago, en la Alameda, en Ahumada, pero no lo que ocurre a la vuelta de la esquina, en los barrios y sectores regionales. De manera que, desde esa perspectiva, esta iniciativa es un mérito, porque va a permitir a Televisión Nacional fortalecer su trabajo en Regiones, ya sea con la señal televisiva o con transmisiones por radio.



De modo que, con entusiasmo, voy a votar favorablemente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos a favor, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer, y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).



Se abstuvo el señor Ruiz-Esquide.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 8 de octubre, a las 12.



--Así se acuerda.
SANCIONES A COMERCIALIZACIÓN DE HILO CURADO

El señor ESCALONA (Presidente).- De acuerdo a lo resuelto recientemente por la Sala, corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, en primer trámite constitucional, que sanciona la comercialización de hilo curado, con informe de la Comisión de Salud.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8576-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte):


En primer trámite, sesión 48ª, en 11 de septiembre de 2012.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 48ª, en 11 de septiembre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Salud discutió el proyecto en general y particular por ser de artículo único.



Su objetivo proyecto es sancionar penalmente y con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales al que produzca, comercialice o acopie hilo curado. Además, se sanciona al que use o facilite su utilización con multa de 2 a 10 unidades tributarias mensuales.



La Comisión aprobó en general y en particular el proyecto, por la unanimidad de los integrantes presentes, Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte.



El texto que propone aprobar figura en el informe.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, es normal asociar los volantines con las Fiestas Patrias, con la celebración de fechas importantes y con los feriados. Pero, lamentablemente, en el último tiempo, su práctica se relaciona con un elemento que nada tiene que ver con el hilo curado de hace 15, 20 o 40 años. Ahora se confecciona con polvo de aluminio o de cuarzo, lo que le da un tremendo poder destructivo.



En los últimos días, hemos visto cómo personas ajenas a la práctica o al uso del volantín han sufrido lesiones que más bien parecen mutilaciones, y que, fácilmente, pueden costarles la vida.



Por lo mismo, revisamos nuestra legislación y nos dimos cuenta de que en ella no había nada sustantivo en lo sanitario ni en lo penal.



Por otro lado, nos percatamos de que los juzgados de policía local se declaran incompetentes a propósito de estos ilícitos y que, por lo mismo, se hacía necesario legislar sobre la materia y prohibir el uso del hilo curado que -repito- no tiene nada que ver con el inocente implemento que se usó y fabricó durante muchos años.



Lo que hacemos en este proyecto de ley es distinguir dos hipótesis: una, el uso o la facilitación para la utilización del hilo curado, y otra, su producción, acopio o comercialización, porque de verdad se trata de una actividad lucrativa, industrializada, que tiene por objeto vender masivamente un arma blanca.



Eso es, en el fondo, lo que queremos prohibir. Para ello establecemos una fórmula simple, sencilla, fácil de aplicar por los jueces y, sobre todo, muy necesaria a fin de evitar lesiones o, incluso, la muerte de personas inocentes.



Por tal motivo, la Comisión de Salud tuvo a bien sesionar y aprobar por la unanimidad de sus miembros el proyecto en estudio, de autoría de los Senadores Girardi, Chahuán, Ruiz-Esquide y de quien habla, en el entendido de que, por cierto, constituye un aporte para la celebración sana, responsable y prudente de una práctica muy ejemplar y tradicional en nuestra historia, la cual, si no se introducen este tipo de correcciones, puede seguir generando efectos indeseados.



Por lo anterior, recomendamos una votación favorable para la presente iniciativa. Y ojalá la podamos despachar a segundo trámite en el día de hoy.

El señor ESCALONA (Presidente).- Comunico que hay un número significativo de señoras y señores Senadores interesados en hacer su aporte a este importante proyecto.

El señor BIANCHI.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor LAGOS.- “Si le parece”.

El señor WALKER (don Ignacio).- “Si le parece”.

El señor ESCALONA (Presidente).- En atención a lo que acabo de señalar, solicito la autorización de la Sala para abrir la votación.



Acordado.



En votación general la iniciativa.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, pienso que este proyecto es muy simple, pero que apunta al cumplimiento de una función social y de salud muy importante, porque en los últimos días hemos visto a lo menos dos personas lesionadas:



Una fue la niña Amanda Farías, campeona de patinaje, quien, mientras entrenaba en el Parque O’Higgins, recibió un corte de un hilo curado tensado y abandonado que la obligó a permanecer varios días hospitalizada. Por suerte, no le seccionó ningún nervio o arteria relevante, y, seguramente, el nivel de las secuelas que le quedarán será mínimo.



El otro fue un motonetista que iba por una autopista, cuando un hilo curado de un volantín que se había ido cortado quedó atravesado en la calzada y le ocasionó también lesiones importantes.



Y ha habido personas fallecidas, dado que el hilo curado -como dijo el Senador Uriarte- se transforma en una verdadera arma blanca: puede seccionar el cuello o la yugular sin ningún problema si alguien que va a determinada velocidad se enreda con él.



La situación se torna más grave aún particularmente en el caso de los niños, porque estos tienen partes blandas todavía mucho más lábiles.



El hilo curado es ingobernable y puede quedar abandonado en cualquier lugar. Además, es ilegal, pues está prohibido su uso. 



En el pasado se dictaron decretos, fundamentalmente por la autoridad sanitaria -a mí me tocó aplicarlos en la década de los noventa-, y a partir del año 2006 el Ministerio de Salud estableció una sanción consistente en la aplicación de una multa. Pero, evidentemente, ello no ha tenido éxito, en el sentido de que ha resultado insuficiente para desincentivar esta práctica.



La situación de ahora es muy parecida a la que se daba antes con los fuegos artificiales, cuando su utilización generaba que cerca de 90 personas al año quedaran quemadas, mutiladas o con sus miembros seccionados. Y lo que se hizo mediante una ley fue prohibir su uso doméstico e individual.



Evidentemente, el resultado es clarísimo: no hay más de diez casos de personas quemadas.



En consecuencia, hemos tenido un éxito, desde el punto de vista de la salud pública y del bien común, claro y categórico.



Ahora bien, con respecto a la iniciativa en debate, pensamos que establecer una prohibición con desincentivos proporcionales puede ser un instrumento muy eficaz. ¿Por qué proporcionales? Porque al que utilice hilo curado se le sancionará solo con multa, pero quien lo produzca, elabore o venda recibirá una pena de presidio menor en su grado mínimo.



Hoy día existen multas, pero no constituyen desincentivos suficientes para aquellos que ganan dinero o usufructúan de tal actividad ilegal.



Por consiguiente, como este es un problema molecular y capilar presente en todo Chile, particularmente durante las Fiestas Patrias, no queremos perjudicar de ninguna manera algo muy relevante que forma parte de nuestra tradición: el encumbrar volantines. Basta ir a determinado sector de Pudahuel para darse cuenta de que miles de personas desarrollan esta práctica. Pero creemos que esa competencia debe ser sana, sin riesgo para nadie, porque el hilo curado es ingobernable. 



Normalmente, el que lo usa no es quien se lesiona. Lo más frecuente es que los niños u otras personas inocentes sean los afectados por esa actividad indebida, que hoy día es ilegal, pero que no tiene un sistema de sanciones adecuado.



Por eso, señor Presidente, le pedimos al Senado la aprobación de este proyecto, porque, a nuestro juicio, va a ser un instrumento útil. Es proporcionado y muy simple. Pensamos que cuenta con el apoyo de todas las autoridades vinculadas particularmente a la protección de los niños y que ayudará a que no haya más situaciones como la ocurrida a Amanda Farías, a quien le rindo un pequeño homenaje porque es una chica meritoria, quien con mucho esfuerzo propio y de su familia ha logrado ser campeona de patinaje. 



Esa potencialidad, ese sueño, ese anhelo de poder competir a nivel internacional, estuvo a punto de coartarse y cercenarse producto de un hilo curado que quedó abandonado en el Parque O’Higgins hace pocos días.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, este proyecto de ley responde a una situación de hecho que debemos lamentar todos los años en las Fiestas Patrias: la gran cantidad de accidentados precisamente por la utilización de hilo curado.



Por ello, junto a los Senadores Girardi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Rossi, todos miembros de la Comisión de Salud, presentamos esta iniciativa.



Lo hacemos porque observamos dos dificultades: primero, que no hay una legislación específica destinada a controlar el uso de hilo curado, sino solo una normativa sanitaria, la Resolución N° 26.132, del año 2005, de la Secretaría Ministerial de Salud de la Región Metropolitana, que prohibió “su uso y venta fundada en la disposición contenida en el artículo 90 del Código Sanitario, que faculta a la autoridad para establecer las condiciones en que se podrá realizar la producción, importación, expendio, tenencia, transporte, distribución, utilización y eliminación de las sustancias tóxicas o productos peligrosos y demás sustancias que signifiquen un riesgo para la salud, la seguridad o el bienestar de los seres humanos”.



A lo anterior se agrega que los juzgados de policía local se han declarado incompetentes para conocer este tipo de ilícitos en todos aquellos casos en que se han pesquisado infracciones por el uso del mencionado producto, lo que deja de manifiesto que es necesario contemplar una regulación específica para este efecto.



Por lo tanto, las dos hipótesis en que se colocó la Comisión apuntan, por una parte, a que quien use y facilite la utilización de hilo curado sea sancionado con una multa de entre 2 y 10 unidades tributarias mensuales, y por otra, a que el que produzca, acopie o comercialice hilo curado sea castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, que va desde los 61 días hasta los 540 días de cárcel, y con una multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.



Y, además, en el texto legal se define qué se entiende por hilo curado: “cualquier hilo, ya sea de algodón, plástico, fibra sintética, lino o metal, recubierto por un pegamento unido a un abrasivo, como cristal, vidrio, elemento mineral o polvo metálico de cualquier naturaleza”.



Por tales razones, señor Presidente, solicitamos la unanimidad de la Sala para que este proyecto de artículo único sea votado en general y en particular.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, soy de aquellos chilenos a quienes, cuando escuchan noticias de niños que han sufrido accidentes con hilo curado, les da indignación y rabia.



Y mi primera reacción fue probablemente la misma que tuvieron los autores de este proyecto. 



Sin embargo, no estoy en condiciones de aprobarlo, por las razones que a continuación expondré. 



En primer lugar, a mí no me gustan las armas de fuego. Me parecen negativas, odiosas. Tampoco me agradan las armas blancas, que considero innecesarias, por cierto. Pero ocurre que aquí hay dos bienes en discusión, que a lo menos yo me comprometí a proteger cuando juré respetar la Constitución y las leyes.



Por una parte, está el derecho de las personas a producir hilo curado. Este puede venderse; no hay ninguna prohibición per se para ello. Lo que se requiere -y no se ha querido hacer- es regular esa actividad. A mí no me gusta el hilo curado -¡a mí!-, pero eso no significa que tenga derecho a prohibir lo que la Constitución autoriza.



Y en esa materia, señor Presidente, lo que hace falta es una ley que regule la producción, la tenencia y el uso del hilo curado.



No soy de aquellos que defienden a las federaciones que se dedican a la competencia de volantines con hilo curado, y no he participado jamás en estas. Pero me parece necesario regular dónde es posible utilizar estos implementos y quiénes pueden hacerlo (en mi opinión solo deberían ser mayores de edad). Asimismo, pienso que tendrían que existir sanciones gravísimas tanto para los que dejen abandonados estos productos como para los que causen lesiones con ellos y, también, que habría que clasificar a sus productores en un registro público.



En tal sentido, como Parlamento deberíamos reaccionar frente a casos como el que relataba el Senador Girardi, que a algunos nos violentan, referido a una niña -podría haber sido cualquier niño, incluso uno de nuestros hijos- que resultó involucrada en un accidente absolutamente injustificable, condenable.



Al respecto, señor Presidente, siento que se requiere normar la producción, el acopio, la comercialización del hilo curado, así como establecer una regulación acerca de quiénes pueden usarlo, dónde y en qué condiciones, por ejemplo, previo aviso a las autoridades respectivas y, por supuesto, no en lugares de acceso al público en general. 



Lo digo porque, aun cuando soy contrario al uso de las armas de fuego, entiendo que algunas personas disfrutan con ellas y las necesitan para su desarrollo personal -o así lo piensan-. Y tienen el derecho a entretenerse mediante su adquisición y su descarga en lugares autorizados, ya sea al aire libre o en ambientes controlados.



Esa debería ser la lógica que nos guiara en esta materia. Porque no por estar una persona en contra de determinada práctica le asiste el derecho constitucional a prohibirla, a sancionarla per se.



Por otra parte, alguien aquí asimiló el hilo curado a las armas blancas. Sí, es probable. ¿Pero tenemos la facultad legal de prohibir las armas blancas? ¡No! Lo que podemos hacer es regular su producción, comercialización, porte y uso, y este debería ser, en última instancia, el encauzamiento del asunto que nos ocupa. 



Porque, de lo contrario, el establecimiento de leyes para prohibir una práctica de esta naturaleza solo nos llevará al mercado negro, al tráfico del hilo curado, a la irresponsabilidad.



A raíz de esta iniciativa legal, he descubierto que en diferentes puntos del país hay familias que se dedican a la tradición de producir hilo curado. Reitero: no es algo que a mí me agrade en lo más mínimo, pero me parece que ellas tienen derecho constitucional a elaborar ese implemento y a usarlo en forma regulada, acotada.



Soy de aquellos que estiman, aun cuando soy contrario al hilo curado, que lo que corresponde en este caso, de acuerdo al juramento que hicimos en orden a respetar la Constitución y las leyes, es regular su uso; dificultar el acceso a él; prohibir su utilización por menores de edad y en espacios públicos; establecer la existencia de registros legales y no, simplemente, sacar un proyecto de ley antes del 18 de septiembre pensando en que con ello se resuelve el problema.



Por eso consulté a la Mesa si la votación era solo en general -así se me confirmó- para poder formular las indicaciones necesarias con el objeto de solucionar el problema de fondo.



Considero conveniente escuchar la experiencia concreta de las federaciones que organizan competencias de volantines con hilo curado. Yo no sabía, señor Presidente, hasta la presentación de esta iniciativa, que se han celebrado torneos internacionales donde Chile ha competido con países vecinos.



Por ende, sería útil que se realizara un abordaje integral de esta materia.



No me voy a cansar de decir que me violenta cuando leo noticias de personas que terminan heridas por hilo curado. Pero me parece que establecer sanciones desproporcionadas con relación a la escala contemplada en el Código respectivo, sin una tipificación apropiada y sin una aproximación más completa, no es el camino más adecuado para evitar la existencia de heridos inocentes por la irresponsabilidad de aquellos que utilizan este producto, el cual tiene el potencial de provocar un daño tremendo a los seres humanos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, este proyecto es muy loable y  habla muy bien de sus autores, quienes han recogido el sentir de muchos chilenos y chilenas que se impactan al ver en las noticias los accidentes que produce la utilización del hilo curado para encumbrar volantines.



Sin embargo, concuerdo con lo manifestado por el Senador Letelier en el sentido de que debiéramos elaborar una normativa legal que regulara su producción, su comercialización y su utilización.



La presente iniciativa, además de sancionar con multas la utilización del hilo curado, establece una figura penal para sancionar a quien acopie, produzca o comercialice este implemento. Y si uno lee detenidamente su texto, se da cuenta de que lo hace más grave que el uso y el porte de arma blanca. Porque para esto último existen excepciones. Las personas no pueden andar por las calles con armas blancas, pero si lo hace un artesano, un zapatero o un mueblista, la ley contempla la excepción que lo exculpa de cualquier sanción, al considerar que en ese caso no se comete delito alguno.



Pero este proyecto no contiene ningún tipo de excepción. Y, por eso, concuerdo en que debe haber un reglamento, una regulación sobre el particular.



En la Sala se ha señalado -así lo escuché- que existen federaciones que se dedican a elevar volantines con hilo curado. Estas tienen que ser oídas, pues no nos es posible prohibir actividades que, siendo lícitas, a lo mejor podrían desarrollarse en lugares donde no ocasionen peligro.



Por otra parte, me parece conveniente que esta iniciativa sea analizada por la Comisión de Constitución. ¿Y por qué lo digo? Porque crea una figura penal, establece sanciones, lo cual es propio de un órgano especializado como esa Comisión.



Pienso que la intención de los colegas que firmaron esta moción -como ya lo señalaba- fue recoger el sentir de muchos chilenos que estamos en contra de la utilización de hilo curado, por los daños y accidentes que ocasiona.



Sin embargo, nosotros tenemos que legislar con la cabeza más que con el corazón. Y eso significa que debemos elaborar buenas leyes. 



Por lo anterior, me parece conveniente que la Comisión de Constitución escuche a las diferentes personas involucradas en esta actividad y evacue su informe, al objeto de poder aprobar un buen estatuto legal.



No estoy de acuerdo en que reaccionemos tan visceralmente, a pocos días de nuestras festividades patrias. De manera que dejo lanzada la propuesta. 



En todo caso, yo no voy a votar en contra de este proyecto. Pero estimo adecuado introducirle los mejoramientos pertinentes, para que las personas que en forma inocente desarrollan esta actividad no se vean perjudicadas.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Está inscrito a continuación el Senador señor Tuma, para hacer uso nuevamente de la palabra.

El señor TUMA.- Señor Presidente, es primera vez que intervengo respecto de este proyecto.



Quiero expresar que comprendo a los cinco parlamentarios         -coincidentemente, son todos de la Comisión de Salud- que han reaccionado de manera espontánea, visceral, en la idea de que nunca más tengamos una víctima producto de heridas con hilo curado. Y, claro, si nosotros legisláramos en función de una reacción de ese tipo, tendríamos que prohibir muchas cosas. También hay accidentes vehiculares; entonces, deberíamos prohibir la circulación de autos, bicicletas, motos, micros. 



¡Si accidentes va a haber en todas partes! Pero ¿cómo hemos resuelto, con sentido común, los riesgos de accidentes en otros ámbitos? A través de la regulación.



Por eso, me parecen muy sensatas las intervenciones de los Senadores que han señalado que el proyecto en discusión hay que aprobarlo, pero para regular. Aquí no existe regulación respecto al hilo curado y considero absolutamente necesario corregir tal situación.



Yo solía acoger las iniciativas de los miembros de la Comisión de Salud -se lo digo al Senador Chahuán-, que normalmente tenían sentido común. No obstante, esos mismos Senadores de repente pierden la brújula, porque, por ejemplo, aprobaron un proyecto que prohibía exhibir películas donde los actores usaran el cigarrillo o el puro. Pero ¿iban a prohibir ver una película del Che Guevara o de Winston Churchill? ¿Les iban a poner un “Koyac” en la boca en vez de un puro? ¡Si eso es desnaturalizar lo que ha ocurrido en la historia! Cambiar la historia no es lógico, no es de sentido común.



Entonces, después de que estos cinco Senadores firmaron esa iniciativa, fuera de todo sentido común, yo miro con bastante más cuidado las que impulsan por unanimidad en esa Comisión, que reacciona en forma desproporcionada frente a la exigencia de ir en respuesta de fenómenos que ocurren en la sociedad. Esto último es necesario, pero debe hacerse de manera prudente, ponderada, con sentido común. Y el sentido común a mí me dice que la materia en debate lo que amerita es regulación y no prohibición. Porque es muy fácil prohibir todas las actividades.



En consecuencia, me pronunciaré a favor del proyecto, con la preocupación de formular las indicaciones correspondientes y de que puedan ser invitados quienes participan en esta actividad, que conozco poco -no tengo mucha experiencia con el hilo curado y hasta me cuesta elevar volantines-, pero que está garantizada por la Constitución. ¿Y por qué la vamos a prohibir? ¿Porque se le ocurrió a esta Comisión de sentido fuera de lo común reaccionar desproporcionadamente? 

El señor QUINTANA.- ¡Qué están fumando...!

El señor TUMA.- ¡Yo creo que tenemos que ver qué estaban fumando cuando plantearon esta iniciativa...!



En definitiva, con mucho entusiasmo voy a votar favorablemente el proyecto, pero solo para regular esta actividad, para que nunca más un niño sufra un accidente por esta causa. Porque, si se norma bien esta materia, se puede mantener este deporte y establecer lugares especiales donde practicarlo, dado que constituye una tradición en Chile y en el mundo. He leído libros donde aparecen competencias de este tipo en muchos otros países. Lo que debemos hacer es regularlo. Veamos qué legislación comparada hay. Pero ¿prohibir porque hay accidentes? En ese caso, como dije al comienzo de mi intervención, el sentido de desproporción nos aconsejaría prohibir todas las actividades nacionales.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (18 votos afirmativos).



Votaron las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Ignacio).

El señor QUINTANA.- Le ruego que agregue mi voto, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de que el Senador señor Quintana concurre también con su voto favorable a la aprobación del proyecto.


Corresponde fijar plazo para la presentación de indicaciones.


Señor Secretario, ¿tenemos quórum?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien. ¿Qué plazo se propone?

El señor CHAHUÁN.- Un día.

El señor LETELIER.- El 15 de octubre.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala el 1 de octubre, a las 12?



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- En seguida, se ha solicitado que el proyecto pase a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor LETELIER.- Sí.

El señor CHAHUÁN.- No hay acuerdo, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- No existiendo acuerdo, se debe votar. 

El señor GIRARDI.- No hay quórum.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Efectivamente, no lo hay. 

El señor ESCALONA (Presidente).- En ese caso, no habiendo quórum para adoptar acuerdos, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



A los señores Ministro de Energía y Gerente General de la Empresa Nacional de Petróleo, para que informe sobre REALIDAD DE RESERVAS DE GAS Y PETRÓLEO EN REGIÓN DE MAGALLANES. 



Del señor TUMA:



A la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, requiriéndole FISCALIZACIÓN A BANCOESTADO POR INFORMACIÓN A SUPERINTENDENCIA DE BANCOS E INSTITUCIONES FINANCIERAS DE DEUDORES DE CRÉDITO CON AVAL DEL ESTADO.

)---------------(



--Se levantó la sesión a las 19:22.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción

A N E X O S

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE FORTALECE EL CARÁCTER VARIABLE DEL IMPUESTO ESPECÍFICO SOBRE LOS COMBUSTIBLES DE USO VEHICULAR A OBJETO DE REDUCIR EL IMPACTO DE ALZAS EN LOS PRECIOS DE DICHOS COMBUSTIBLES 

(8302-05)


  Oficio Nº 10372


  VALPARAÍSO, 11 de septiembre de 2012


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley,  correspondiente al boletín N° 8302-05.         

                                  PROYECTO DE LEY:       

 “Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.493, que crea un  nuevo sistema de protección al contribuyente ante las variaciones en los precios internacionales de los combustibles:

1)  Reemplázase en el artículo 2°, en el inciso final, la palabra “lunes” por “martes”.

2)  Sustitúyese en el artículo 3° la oración  final del último inciso por la siguiente: 

“Asimismo, el abono previsto en el número 3) de este artículo deberá adicionarse al precio de venta para efectos del cálculo del Impuesto al Valor Agregado.”.

 3) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

 a)  Agréganse las siguientes oraciones al final del inciso tercero: 

 “Los precios aquí mencionados podrán estar expresados en moneda chilena y en monedas de general aceptación de los mercados internacionales de cambios a la fecha del contrato, siempre que en un mismo contrato se use la misma moneda para definir el precio de ejercicio y el precio  promedio que se compara con el precio de ejercicio para determinar la indemnización. La indemnización y las primas podrán estar definidas en una tercera moneda, siempre que ésta sea la chilena o una de general aceptación en los mercados internacionales de cambios a la fecha del contrato.”.

b) Sustitúyese la oración final del inciso cuarto por la siguiente: 

“Además, ninguno de los precios de ejercicio de una misma opción “put” que venda el Ministerio de Hacienda, sea  simple o combinada, podrá ser superior al promedio referido rebajado en diez por ciento, y ninguno de los precios de ejercicio de una misma opción “call” que compre el Ministerio de Hacienda, sea simple o combinada, podrá ser inferior al promedio referido aumentado en diez por ciento.”.

c) Sustitúyese, en el inciso octavo, la frase “por el 25% del precio promedio, durante las ocho semanas contiguas inmediatamente anteriores a la respectiva fecha de ejercicio,” por la siguiente: 

“por el 15% del precio promedio, durante un número de semanas que podrá ser elegido entre ocho y veintiséis, sin que la semana final de ese período pueda ser anterior a la octava semana previa a la respectiva fecha de ejercicio,”.

d) Intercálase el siguiente inciso undécimo, alterándose correlativamente la numeración de los incisos siguientes, sin perjuicio de lo señalado en la letra f): 

“Transcurrido un mes desde que la suspensión de la cobertura continua se haya materializado, el componente  variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecido en la ley N° 18.502, volverá a ser determinado según establece el artículo 3° del Título II de esta ley. Del mismo modo, la segunda etapa prevista en esta ley se reiniciará nuevamente en la siguiente fecha en que por primera vez corresponda al Ministerio de Hacienda elegir entre ejercer o no una cobertura del mecanismo del Título III contratada previamente. A partir del jueves de la semana subsiguiente a dicha fecha, aquel componente variable establecido por el artículo 3° tendrá valor igual a cero y tendrá aplicación el componente variable establecido en el artículo 5° del Título III de esta ley.”.

e)Reemplázase, en el número 2) del actual inciso undécimo, que ha pasado a ser duodécimo, la expresión “de ejercicio o liquidación”, por “de ejercicio, liquidación y pago de primas”.

f) Elimínase el actual inciso decimosegundo.

g) Agrégase el siguiente inciso final:

“Si existiere un saldo de primas impagas por opciones “call” contratadas con anterioridad, cuyos plazos de ejercicio están expirando, y si dicho saldo pendiente excediere el tope máximo establecido en el inciso noveno del artículo 4° para la suma neta del conjunto de todas las primas que corresponda pagar y recibir en una misma semana por un mismo combustible, se restará el 100% del saldo pendiente de la suma de las indemnizaciones netas aún no transferidas a los consumidores, si las hubiere, y de las primas recibidas en esa misma semana por la venta de opciones “put”, si las hubiere. El saldo restante será cubierto por el Fisco.”.

4) Sustitúyese en el artículo 5° la última oración del inciso final, por la siguiente: 

“Asimismo, el abono previsto en el número 3) de este artículo deberá adicionarse al precio de venta para  efectos del cálculo del Impuesto al Valor Agregado.”.

5) Agréganse, en las Disposiciones Transitorias, los siguientes artículos cuarto a sexto:

“Artículo cuarto.- Hasta el 30 de junio de 2014, inclusive, los valores máximos de los parámetros "n" y "s" a que se refiere el inciso quinto del artículo 2° de esta ley,  corresponderán a cincuenta y dos semanas, y los valores mínimos de ambos parámetros corresponderán a cuatro semanas.

Artículo quinto.- Hasta el 30 de junio de 2014, inclusive, el porcentaje a que se refiere el inciso séptimo del artículo 2°, será de diez por ciento.

Artículo sexto.- Hasta el 30 de junio de 2014, inclusive, el decreto a que se refiere la segunda oración del inciso octavo del artículo 2°, deberá tener una vigencia mínima de cuatro semanas.”.

Artículo 2°.- Intercálanse en el artículo 1° de la ley N° 18.502, que establece impuestos a los combustibles que señala, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, pasando los actuales incisos quinto a noveno a ser octavo a duodécimo:

“Con todo, cuando el distribuidor venda gas   natural del señalado en el inciso primero, mezclado con gas de origen no fósil que posea propiedades fisicoquímicas equivalentes a las del gas natural de origen fósil, cualquiera sea la fuente de éste, el impuesto que establece el presente artículo al gas de uso vehicular se aplicará sólo respecto de aquella parte vendida que proporcionalmente corresponda al gas natural de origen fósil.

Dicha proporción será determinada, para cada distribuidor y para cada semana, sobre la base de las proporciones observadas en una o más semanas anteriores, según determine un decreto de los Ministerios de Hacienda y Energía dictado bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”. Las primeras semanas en que se determine dicha proporción para un mismo distribuidor, se atribuirán proporciones de 100% a la o las semanas previas al inicio de las entregas de biogases a ese distribuidor. Con todo, la determinación de dichas proporciones no podrá dar origen en caso alguno a un remanente de gas natural de origen fósil, con derecho a ser considerado en el cálculo de la proporción de los períodos siguientes, ni a devolución de los impuestos establecidos en esta ley.

El decreto referido en el inciso anterior establecerá las fechas en que el Servicio de Impuestos Internos determinará dichas proporciones y las fechas en que las comunicará a cada distribuidor y vendedor de gas destinado al consumo vehicular acogido a este artículo. Para este efecto tanto los productores como los distribuidores deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que este   determine, los datos que establezca el Reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles deberá, a petición del Servicio de Impuestos Internos y con la periodicidad, plazos y métodos que determine el decreto, certificar la exactitud de los volúmenes de producción y ventas señalados en este inciso y la equivalencia fisicoquímica de los gases.”.

Artículo 3°.-
Agrégase en el artículo 5° de la ley  N° 19.030, que  crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, el siguiente inciso final:

"Facúltase al Ministro de Hacienda para incrementar, mediante decreto expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", el Fondo en hasta 3 millones de dólares de los Estados Unidos de América, mediante una o más transferencias de recursos disponibles en activos financieros del Tesoro Público.”.

Artículo 4°.-  La Comisión Nacional de Energía deberá elaborar un nuevo informe con los precios de referencia a que se refiere el artículo 2° de la ley N°20.493, que sustituya aquellos que hubiese enviado el lunes anterior a la vigencia de esta ley. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Durante la primera semana desde la publicación de esta ley, se darán por cumplidas las vigencias mínimas exigidas por los incisos quinto y octavo del artículo 2° de la ley N° 20.493.

Artículo segundo.- El artículo 2° de esta ley entrará en vigencia sesenta días después de publicado el decreto a que se refiere el nuevo inciso sexto, que intercala dicho artículo en el artículo 1° de la ley N° 18.502, el cual deberá dictarse dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de esta ley.”. 

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz

Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL ESTATUTO DEL PERSONAL DE CARABINEROS DE CHILE, A FIN DE CREAR UNA NUEVA INSTANCIA PARA LA CALIFICACIÓN Y CLASIFICACIÓN DE SU PERSONAL DE NOMBRAMIENTO INSTITUCIONAL

(8501-25)


Oficio Nº 10369  


VALPARAÍSO, 6 de septiembre de 2012


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8501-25.                                                                                                                                            

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 20°, letra B), del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, contenido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, y cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Sustitúyese en el numeral 1) la conjunción “y” junto a la coma (,) que la precede, por un punto y coma (;);

2) Reemplázase en el numeral 2) el punto aparte (.) por una coma (,), seguida de la conjunción “y”, y

3) Agrégase el siguiente numeral 3): 

“3) Honorable Junta Superior de Apelaciones.”.

Artículo transitorio.- Dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación de la presente ley, deberán efectuarse las adecuaciones que se deriven de la aplicación de este cuerpo legal en los textos reglamentarios de Carabineros de Chile.”.


                   Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Carlos Recondo Lavanderos, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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 PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE INCENTIVA LA INCLUSIÓN DE DISCAPACITADOS AL MUNDO LABORAL Y MODIFICA LA LEY N° 20.422, PARA ESTABLECER LA RESERVA LEGAL DE EMPLEOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

(7025-31 Y 7855-13, REFUNDIDOS)


Oficio Nº 10368    


VALPARAÍSO, 6 de septiembre de 2012


Con motivo de las Mociones refundidas, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente a los boletines N°7025-31 y 7855-13. 

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios:


1) En el inciso primero del artículo 4°, intercálase entre la coma (,) que sigue a la palabra "trabajador" y la preposición "dentro", la frase "o por discriminación por causa de discapacidad, sea en sede judicial o administrativa, conforme a lo establecido en la ley Nº 20.422 e instrumentos internacionales ratificados por Chile,". 


2) En el artículo 6º, intercálase el siguiente inciso tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto: 


"La Administración deberá preferir a los postulantes que sean empleadores de personas con discapacidad y, entre ellos, a los que otorguen mejores condiciones de empleo y remuneración a sus trabajadores con discapacidad. Asimismo, la Administración, al contratar, deberá contemplar en sus licitaciones la preferencia en la adjudicación de sus contratos a favor de empresas, públicas o privadas, que tengan en su plantilla de trabajadores un número de personas con discapacidad igual o superior al 2%, siempre que dichas propuestas igualen en sus términos a las más ventajosas desde el punto de vista de los criterios objetivos que sirvan de base para la adjudicación, lo que se determinará en un reglamento, que deberá ser dictado por los Ministerios de Hacienda y de Desarrollo Social.".


3) En el artículo 10, intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:


"Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los criterios de evaluación, la Administración deberá calificar la contratación de personas con discapacidad, condición que se acreditará mediante inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidad.”.


Artículo 2°.- Incorpórase el siguiente artículo 44 bis en la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad:


"Artículo 44 bis.- Toda unidad laboral, ya sea del sector público o privado, deberá reservar al menos el 2% de sus puestos de trabajo para trabajadores que, siendo idóneos para la función, posean alguna discapacidad de acuerdo al artículo 5° de la presente ley. La infracción a esta norma acarreará las sanciones y multas señaladas en el artículo 506 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Carlos Recondo Lavanderos, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR A LOS SEÑORES ROBERTO GUERRERO VALENZUELA, HERNÁN VIGUERA FIGUEROA Y RODOLFO ANDRÉS BAIER ESTEBAN, COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN, POR EL TÉRMINO DE 8 AÑOS 

(S 1509-05)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de informar el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 28 de agosto de 2012, mediante el cual solicita el acuerdo de esta Cámara para nombrar a los señores Roberto Guerrero Valenzuela, Hernán Viguera Figueroa y Rodolfo Andrés Baier Esteban como integrantes del Consejo Nacional de Televisión, por el término de ocho años.

A la sesión en que se analizó esta proposición, concurrieron, especialmente invitados, los señores Roberto Guerrero Valenzuela, Hernán Viguera Figueroa y Rodolfo Andrés Baier Esteban.

Asimismo, concurrieron:

- De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN, la Asesora, señora Macarena Lobos. 

- De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer, la Asesora, señora Constanza Hube. 

- De la oficina del Honorable Senador señor Escalona, el Asesor, señor Felipe Barnachea.

- - -

Cabe señalar que Su Excelencia el Presidente de la República, en el mencionado oficio, hizo presente la urgencia para el despacho de la solicitud en análisis, en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

- - -

Es necesario puntualizar que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 18.838, cuerpo legal que crea el Consejo Nacional de Televisión, para la aprobación de los nombres de los señores Guerrero, Viguera y Baier como integrantes del referido Consejo, se requiere el voto favorable de la mayoría de los Senadores en ejercicio.
Asimismo, debe tenerse en cuenta que la referida disposición establece que el Senado deberá pronunciarse sobre el conjunto de las proposiciones hechas por Su Excelencia el Presidente de la República en sesión secreta especialmente convocada al efecto.


- - -

ANTECEDENTES

1.-Numeral 12° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

El inciso sexto del precepto aludido señala que habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación y que una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo.

2.-Ley N° 18.838, de 1989, que crea el Consejo Nacional de Televisión.
Su artículo 1° establece que el Consejo Nacional de Televisión es un servicio público autónomo, funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno. Agrega el aludido precepto legal que a este Consejo le corresponderá velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, para lo cual tendrá su supervigilancia y fiscalización, en cuanto al contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen. 

Complementando la misión anterior, el inciso tercero define lo que debe entenderse por correcto funcionamiento de los referidos servicios, sosteniendo que éste se traduce en el permanente respeto, a través de su programación, a los valores morales y culturales propios de la Nación, a la dignidad de las personas, a la protección de la familia, al pluralismo, a la democracia, a la paz, a la protección del medio ambiente, y a la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud dentro de dicho marco valórico.

Asimismo, el Consejo Nacional de Televisión tendrá las funciones y atribuciones que, específicamente, se le han encomendado en el artículo 12 del mencionado cuerpo legal. Finalmente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley que crea el Consejo Nacional de Televisión, deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo.

En lo que respecta a la organización del referido Consejo, el artículo 2° de la ley N° 18.838, dispone que se estructura sobre la base de 11 miembros, uno de los cuales es de libre designación del Presidente de la República, quien se desempeñará como Presidente del Consejo, mientras que los diez consejeros restantes son designados por el Jefe de Estado, con acuerdo del Senado. Para este último caso, el Presidente de la República hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Consejo quede integrado en forma pluralista. Además, el inciso octavo del artículo 2° hace presente que los consejeros deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, tales como haber sido agraciado como Premio Nacional en cualquiera de sus menciones; ser miembro de alguna de las Academias del Instituto de Chile; haber sido Parlamentario o Ministro de Corte; ser o haber sido Profesor Universitario; ser o haber sido Director o Rector de establecimientos de Educación Media o Superior de reconocido prestigio nacional; haber sido Oficial General de alguna de las Instituciones de las Fuerzas Armadas o de Carabineros de Chile. Dichos consejeros duran ocho años en sus cargos, podrán ser designados por nuevos períodos, y se renovarán por mitades, cada cuatro años.
Es necesario tener presente que el artículo 8° del texto vigente ha establecido de manera clara ciertas inhabilidades para desempeñar el cargo de consejero, entre las que se encuentran, en primer lugar, las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes legítimos hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o a través de personas naturales o de personas jurídicas, en que tengan control de su administración, posean o adquieran -a cualquier título- interés en concesiones de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión o en empresas publicitarias de producción de programas audiovisuales o de prestación de servicios televisivos que estén directamente vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción. En segundo lugar, quienes desempeñen los cargos de Presidente, Vicepresidente, Secretario General y Tesorero en las directivas centrales de los partidos políticos o en directivas nacionales de organizaciones gremiales o sindicales, y, por último, los que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 80 de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.

3.- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República.
El instrumento en estudio hace referencia, en primer término, a la integración del Consejo Nacional de Televisión, la cual ha sido reseñada precedentemente.
Seguidamente, el oficio hace mención de que a través del Decreto Supremo N° 85, de 2009, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se designó a don Roberto Pliscoff Vásquez
 como miembro del Consejo Nacional de Televisión, por un período que concluyó el 10 de julio del año en curso. A través del Decreto Supremo N° 10, de 2011, del mismo Ministerio, en tanto, se designó a don Hernán Viguera Figueroa como Consejero, por un período que concluyó en la misma fecha anteriormente señalada, y finalmente, indica que, a través el Decreto Supremo N° 134, se designó a don Roberto Guerrero Valenzuela, por un período que concluyó el día 9 de julio de 2012.

En mérito de lo anterior, precisa el oficio, corresponde efectuar la designación de tres integrantes del Consejo, para lo cual Su Excelencia el Presidente de la República propone a los señores Guerrero, Viguera y Baier, por un período de ocho años, para ocupar las vacantes de los Consejeros que completaron su periodo. 

En los antecedentes que se acompañan al oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, se destaca que el señor Roberto Guerrero Valenzuela es abogado de la Pontificia Universidad Católica de Chile y Master of Laws, de la Universidad de Nueva York. Es socio de Guerrero, Olivos, Novoa y Errázuriz, estudio jurídico al que se integró el año 2001 y del cual es, en la actualidad, socio administrador. Además, el señor Guerrero es profesor de Derecho Comercial en la Facultad de Derecho de la Universidad en la que se formó. En dicha casa de estudios, además, fue Director del programa de Magister en Derecho de la Empresa, entre los años 1997 y 2000, Vicedecano, entre los años 2003 y 2010, y Decano a partir del año 2010, por un periodo de cuatro años.

Asimismo, se hace mención de que el señor Guerrero ha sido reconocido como uno de los abogados líderes en Chile en las áreas de Derecho Bancario, Financiero y de Derecho Corporativo por la publicación inglesa “Chambers and Partners” entre los años 2001 y 2012. Asimismo, fue mencionado como uno de los abogados líderes en Chile menores de cuarenta años por la publicación inglesa “Latin Lawyer”en 2003. En enero de 2012, en tanto, fue elegido por la prestigiosa publicación norteamericana Best Lawyer como “Abogado del Año” en Chile en materias de derecho bancario y financiero.

Finalmente, destaca su participación, entre los años 2008 y 2010, como miembro del Consejo para la Transparencia de Chile y su calidad de miembro del Consejo Nacional de Televisión, desde el año 2011 hasta julio de 2012.

En relación con el señor Hernán Viguera Figueroa, se destaca que es abogado de la Universidad Autónoma de Chile, Master en Estudios Políticos Aplicados por la Fundación Internacional de Administración y Políticas Públicas. Posee un Postgrado en Altos Estudios Internacionales y es Doctor en Derecho de la Universidad de los Andes. El señor Viguera es, desde el año 2011 hasta la fecha, profesor de Derecho Constitucional de la Universidad Autónoma de Chile. Entre los años 2006 y 2008 se desempeñó como Director de la Escuela de Derecho de dicha casa de estudios y, desde el año 2008 a la fecha, es Director del programa de Magíster en Derecho de dicha institución de educación superior. Además, a partir del año 2008, es Vicerrector de Extensión.

En otro orden de consideraciones, se detalla el haber sido designado como “Joven Investigador” por el Instituto de Estudios Europeos de la Universidad de San Pablo-CEU de Madrid para el proyecto de la Comisión Europea: “Un nuevo Diálogo Trasatlántico: Europa-América Latina” 2003-2004.

Finalmente, resalta su participación como miembro del Consejo Nacional de Televisión desde el año 2011 hasta julio del año en curso.

Por último, el señor Rodolfo Baier Esteban es periodista de la Universidad de Arte y Ciencias Sociales y se ha desempeñado en medios televisivos, radiales, escritos, en administración pública y en universidades, destacando su experiencia como editor, docente y jefe de comunicaciones en la administración pública y privada.

Dentro de la vida profesional del señor Baier, sobresale su desempeño como conductor de programas de prensa y deportes en Chilevisión, entre los años 1990 y 2003, estación televisiva en donde durante siete años tuvo a su cargo la conducción del noticiario “Chilevisión Noticias al Cierre”. Asimismo, destaca su participación en Radio Cooperativa, entre el año 1995 y el 2004. Desde allí, desarrolló una extensa trayectoria como Periodista y conductor del programa “Por la Mañana en Cooperativa”, recibiendo en dos oportunidades el premio Apes. Desde esa emisora realizó el programa “Conversando con el Presidente” junto al ex Mandatario, señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle, logrando un amplio reconocimiento por los resultados conseguidos en materia de comunicación de políticas públicas. Más tarde, entre los años 2003 y 2005, se desempeñó como profesor titular en la Carrera de Periodismo de la Universidad Las Américas en las cátedras de Periodismo Radial y Periodismo de Investigación. Entre los años 2004 y 2006, trabajó como periodista en el programa “Senado en ORBE” de la Red de Televisión de esta Cámara. Los años 2006 y 2007, condujo el programa “Capital Humano” de Canal 13 Cable y, desde el año 2008 al 2010, se ocupó como Director de Comunicaciones y Asuntos Públicos del Ministerio de Minería, en donde tuvo a su cargo la dirección de la Unidad de Comunicaciones y Prensa de dicha Secretaría de Estado. En igual periodo, fue miembro del Comité Editorial del Diario La Nación. 

Finalmente, a partir de 2012, se ha desempeñado como gerente general de Consulnorth Comunicaciones, empresa de comunicaciones dedicada a la consultoría en el ámbito de la minería, relaciones comunitarias y manejo de crisis. 

- - -

Cabe hacer presente que de acuerdo al artículo 205 del Reglamento de la Corporación, los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”

- - -

ANALISIS DE LA PROPOSICIÓN

Al comenzar el análisis de la propuesta formulada por Su Excelencia el Presidente de la República, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, ofreció el uso de la palabra a los postulantes al Consejo Nacional de Televisión con el objeto que expresaran sus juicios de opinión respecto al rol que debe cumplir dicho órgano en el funcionamiento de la televisión chilena.

Sobre el particular, y antes de escuchar las exposiciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó a los señores Guerrero y Viguera que, en atención a haber sido consejeros de este organismo hasta el mes de julio recién pasado, dieran cuenta de su experiencia al interior del mismo en lo que dice relación con el cumplimiento de sus funciones legales.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer pidió a los candidatos manifestar sus opiniones en relación con el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, iniciativa de ley cuya tramitación legislativa se inició el año 2008 y que cumple en esta Cámara su segundo trámite constitucional.

En primer término, el señor Roberto Guerrero, quien como se ha señalado ocupó el cargo de consejero hasta el mes de julio de 2012, expresó que el trabajo del Consejo Nacional de Televisión, más que técnico, dice relación con la programación y, concretamente, con el cumplimiento de la obligación legal de velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión a la luz de los valores que establece el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 18.838, cuerpo legal que crea el Consejo aludido, ya reseñado. Agregó que los consejeros, para poder desarrollar su labor, debieran ser personas prudentes cuyos conocimientos no sólo se limiten al ámbito de lo técnico, sino que se extiendan al de la sociedad, su funcionamiento y expectativas respecto de un medio de comunicación masivo como es la televisión. 

En lo referente a la interrogante formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aseguró estar satisfecho de trabajar en el Consejo Nacional de Televisión y aseveró que quienes lo integran constituyen un equipo que cumple su rol de manera seria y cohesionada, permitiendo, al mismo tiempo, intercambios de opinión entre sus miembros en relación con lo que se espera de la televisión en nuestro país y, especialmente, en lo que respecta a su programación.

Asimismo, sostuvo que la contribución del Consejo Nacional de Televisión es de carácter reguladora, al velar por el cumplimiento de las normas que rigen a los sistemas de televisión y porque este medio de comunicación sea un verdadero aporte a la cultura de nuestro país, permitiendo, al mismo tiempo, que estén representados en ella los valores institucionales y patrios. 

En cuanto a su experiencia en este organismo, luego de un año como consejero, enfatizó la trascendencia de la labor que éste desempeña en la protección de bienes jurídicos y de bienes superiores, como son la dignidad de las personas y la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud.

Sobre esos valores mencionados, informó que el CNTV ha conocido muchos reclamos de la ciudadanía referidos a algunos programas en los que la forma de tratar temas como el de la violencia es puesto en tela de juicio. Similar situación, aseguró, ocurre respecto de películas que son exhibidas en un horario fuera del que les corresponde en razón de su contenido. Sobre este último punto, destacó que al interior del Consejo existe una doctrina bastante clara, ya que sus integrantes están conscientes de que el discernimiento de las personas no empieza antes de una determina edad, cuestión por la cual se debe velar.

Otro punto importante, comentó, ha sido el relativo a la dignidad de las personas, y, especialmente, el tratamiento que se ha dado a ella en los programas de conversación. Consignó que el Consejo ha podido advertir que temas como el de la farándula y el de la banalización institucional, constituyen tópicos que si bien televisivamente venden mucho, son rechazados por la ciudadanía, cuestión que se manifiesta en la gran cantidad de reclamos que se reciben en el CNTV, en las encuestas y en cartas a los medios de comunicación. Hizo presente que el Consejo ha tratado de establecer ciertos criterios respecto del tratamiento de las personas, evitando insultos, tratos peyorativos y burlescos, con el objeto de contribuir a estructurar un país en que imperen valores como la paz y la convivencia.

Por otro lado, respondiendo la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, apuntó que en materia de introducción de la televisión digital terrestre resulta complejo dar una opinión desde el punto de vista técnico, ya que el proyecto, a lo largo de su tramitación legislativa, ha experimentado muchos cambios. Añadió que lo único cierto es que la tecnología ha avanzado más rápido que lo que lo ha hecho la propuesta de ley. En efecto, puntualizó que basta ir a las tiendas comerciales para notar que los televisores, actualmente, admiten cualquier tipo de información. En consecuencia, en lo que al tema técnico respecta, comentó, existen dificultades. Añadió que, en ese escenario, lo que debiera hacer la futura ley, más que abocarse a temas técnicos, es a resolver asuntos jurídicos que existen respecto de las actuales señales y de los derechos que tienen y debieran tener los concesionarios de las mismas. 

Otro tema interesante dentro del proyecto de ley mencionado, subrayó, es el relativo al rol del Consejo y de su institucionalización como entidad autónoma constitucional. Sobre el particular, juzgó necesario posibilitar para él un tratamiento similar al que existe respecto del Banco Central, órgano que tiene autonomía en sus decisiones y en la revisión de las mismas. Precisó que, en el caso del Consejo Nacional de Televisión, la ley vigente establece una revisión judicial de sus decisiones, pero da espacio, al mismo tiempo, para que organismos que fiscalizan la administración pública, como la Contraloría General de la República, intervengan en ellas. Puso de relieve que en su calidad de organismo autónomo constitucional, el CNTV debiera tener un reconocimiento legal en esa materia, de manera que las sentencias que dicte no queden sujetas al control de una instancia que, en la práctica, disminuye la dignidad y la jerarquía constitucional que tiene el organismo.

Por último, se refirió al fomento de la cultura. Sobre el particular, recordó que el si bien el fondo destinado a ello, consagrado en la Ley de Presupuestos para el Sector Público, pareciera contemplar una gran suma de dineros, en la práctica ellos resultan insuficientes para dar cumplimiento a los fines para los cuales fue pensado. Hizo ver que el apoyo a los productores audiovisuales chilenos para que se transmitan en nuestras pantallas programas de índole cultural, relacionados con la realidad de las regiones del país y trasmisiones de mejor calidad educativa para los niños, produce, en definitiva, un bien para Chile. Sentenció que los montos y distribución de los fondos que se consultan anualmente es una materia de preocupación para el Consejo, ya que permite a los telespectadores tener, a partir de un trabajo financiado por el Estado, una mayor diversidad de opciones en la programación.

Por su parte, el señor Hernán Viguera Figueroa, desde su perspectiva como ex integrante del CNTV, afirmó que éste ha quintuplicado su nivel de trabajo, respecto de los niveles históricos conocidos, pasando de 100 ó 200 ingresos al año, a 400 ingresos mensuales, lo que da cuenta de la explosión ciudadana en cuanto a las denuncias respecto de la programación. Comentó que lo anterior ha ido acompañado del cambio en las causales invocadas por las personas para reclamar. En efecto, señaló, los temas de pornografía y de lenguaje soez han sido sustituidos por denuncias sobre vulneración a la dignidad de las personas, al pluralismo, discriminación y falta de cobertura periodística. Ello, advirtió, da cuenta de que la mirada crítica de la ciudadanía ha evolucionado respecto a lo que hace la televisión y respecto del rol de fiscalización que realiza el Consejo Nacional de Televisión.

En otro orden de consideraciones, refiriéndose a la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó plasmar en la ley, de manera adecuada, el rol fiscalizador que tiene el Consejo Nacional de Televisión sobre el correcto funcionamiento de la televisión, puesto que existen impresiones en este punto que debieran ser resueltas. Lo anterior, añadió, ha llevado a la Corte de Apelaciones, en muchas oportunidades, a resolver estos asuntos, como ocurre cuando los operadores por cable aducen que las facultades del Consejo no operan en determinados casos. 

En relación con el citado proyecto de ley y coincidiendo con el expositor anterior, aseguró que la tecnología ha avanzado de manera más rápida que la tramitación de la iniciativa de ley, cuestión que hará que temas técnicos importante no queden contemplados en la legislación y sobre los cuales el Consejo no podrá tener el control. 

Además, agregó que el riesgo presente en la introducción de la televisión digital es que el aumento de la parrilla programática traiga aparejado una disminución en la calidad de los programas. El desafío, entonces, afirmó, será cómo hacer que esas señales tengan la misma calidad que se exigen hoy en la televisión tradicional. 

Deteniéndose en el Fondo de Fomento a la Calidad, que cada año entrega recursos a la producción de programas televisivos tanto de productores independientes como de canales de televisión, indicó que son muy pocas las postulaciones que provienen de regiones y muchas de las que lo hacen, no logran llegar a materializarse por problemas en la forma de hacer la postulación. En este sentido, aseveró que el Consejo tiene el deber de salir a regiones y de no concentrarse en Santiago, de manera de incentivar una cultura de buena utilización en ellas. Recordó que este año el aludido fondo asciende a la suma de $ 4.500 millones, asunto en el cual el Consejo trabaja para definir cómo se asignarán. 

Por otra parte, destacó que el Consejo, compuesto por un gran número de funcionarios que entregan su dedicación para realizar un buen trabajo, ha concentrado sus fuerzas en la protección de la dignidad de las personas y en la formación espiritual e intelectual de la niñez y de la juventud. Estas materias, añadió, se han plasmado en fallos del Consejo y confirmados más tarde por la Corte de Apelaciones de Santiago.

Finalmente, el tercer candidato al Consejo Nacional de Televisión, señor Rodolfo Baier, enfatizó que integrar este órgano autónomo, que fija las líneas de la televisión chilena actual, es un desafío y un honor.

En relación con el actual funcionamiento de la televisión, destacó que se trata de una industria altamente competitiva y con un gran nivel de profesionalización. En relación con esta última característica, relató que quienes llegan a trabajar en ella para desempeñarse en las áreas técnicas provienen de institutos profesionales y centros de formación técnica, cuestión que hace que el recurso humano al interior de ella sea interesante. A las características anteriormente mencionadas, destacó, se suma el que tecnológicamente ha avanzado muy rápido. Pese a estos avances, sostuvo, existe una sensación de molestia respecto de algunos de los contenidos de la televisión abierta. En efecto, la gran cantidad de programas de farándula y el enfoque de algunos noticiarios son temas que molestan a la ciudadanía. Por lo demás, subrayó, estos dos últimos aspectos han banalizado el ejercicio del periodismo y han incremento las propagandas comerciales.

En sintonía con lo anterior, hizo presente que en el propósito de lograr que la programación sea de buena calidad, en primer lugar, se debe educar al telespectador en la idea de que él asuma la función de castigar a los malos programas y no los vea. En segundo lugar, indicó que en este anhelo es fundamental el rol del Estado como regulador y como potenciador de fondos de producción audiovisual, ya que existe un mundo paralelo a la industria televisiva en donde la creatividad es enorme, el cual debe tener cabida en la labor de alcanzar mayores estándares de calidad. En tercer lugar, sentenció, es fundamental la auto regulación de la televisión. Por último, manifestó que es trascendental el rol del CNTV para lograr que la sociedad civil, las universidades y las diferentes instituciones puedan abrir la reflexión acerca de la calidad de la televisión abierta en nuestro país.

Deteniéndose en la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, enfatizó que la introducción de la televisión digital en nuestro país transformará la televisión abierta para las próximas décadas. Recalcó que la discusión que se está dando al interior del Senado es fundamental, pues abre la posibilidad que otros actores puedan ser generadores de contenidos en la televisión chilenas. Además, precisó, permite que las regiones tengan capacidad de crear contenidos propios y tener medios locales. Con ello, comentó, nuevos canales podrán contribuir a mejorar la calidad de la televisión. Con todo, puntualizó que será fundamental el financiamiento o la presencia de fondos concursales para que quienes actualmente están fuera de la industria televisiva puedan acceder a aportar nuevos contenidos.

Por último, estimó fundamental reflexionar respecto del rol que debe cumplir la televisión pública. Sobre el particular, destacó que a TVN se le ofrece la oportunidad de poder contar con otras señales televisivas que tengan características temáticas diferentes y que puedan aportar al desarrollo social y regional y justificar la presencia de la televisión pública. Sin embargo, remarcó que la estación estatal debe competir con otros canales y, al mismo tiempo, debe autofinanciarse. En consecuencia, sostuvo que su condición debiera ser revisada y estructurar un nuevo modelo legislativo para ella.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, luego de escuchar a los candidatos al Consejo Nacional de Televisión, apuntó que éste debiera concentrar sus esfuerzos, en primer lugar, en controlar la banalización de los programas para los niños. En segundo lugar, fomentar los programas con contenido de cultura y que logren atraer a la población. En tercer lugar, concentrar sus fuerzas en velar por su pluralismo y, finalmente, en potenciar la participación de las regiones.

Asimismo, hizo ver que debiera analizarse si la ley N° 18.838, cuerpo legal que crea y regula al Consejo Nacional de Televisión, está funcionando de manera adecuada para permitir la labor de fiscalización que debe asumir este organismo.

Por último, refiriéndose al fondo concursal de este servicio público, consultó acerca del número de proyectos y las características de ellos, los que, recordó, son financiados con los $ 4.500 millones que fueron asignados en el presupuesto de este año.

Por su lado, el Honorable Senador señor Quintana aseguró no tener la certeza de que la iniciativa de ley que introduce la televisión digital terrestre logre provocar mayor oferta de contenidos en la programación televisiva. A mayor abundamiento, estimó que ello acabará por hacer que las grandes cadenas televisivas agrupadas en ANATEL logren aún más participación de la que tienen actualmente. Además, hizo ver que los futuros acontecimientos deportivos generarán una enorme competencia y, a la luz de ellos, la pregunta es si el país está o no preparado para los desafíos de alto consumo que se esperan.

En el mismo orden de consideraciones, sostuvo que si bien en materia tecnológica la futura ley irá, inevitablemente, un paso atrás, en materia de contenidos y de correcto funcionamiento de los servicios de televisión debe aún profundizarse.

Tras manifestar sus apreciaciones, preguntó a los candidatos al CNTV sus opiniones y aprensiones en relación con el proyecto de ley en estudio, habida consideración de que en él están contenidos aspectos ideológicos y que tienen que ver con la diversidad y el pluralismo que debe reinar en la televisión chilena. Agregó que este pluralismo, que va más allá de los aspectos meramente políticos, debe verse reflejado en la integración del CNTV, órgano encargado de fiscalizar los contenidos de la programación.

Concluyó señalando que en su calidad de miembros del CNTV deberán velar por que el pluralismo, en sus diversas manifestaciones, quede reflejado en la programación televisiva.

Por su lado, el Honorable Senador señor Cantero hizo notar, en primer término, que ha emergido un metalenguaje, que está vinculado a la comunicación multimedia, y que tiene gran importancia para nuestro país. Añadió que si Chile se adentra pronto en esa cultura se logrará saltos cualitativos en muchas áreas, entre ellas, en educación y en la generación de contenidos. Estimó que el aludido marco teórico no ha sido lo suficientemente tratado, ya que no existe conciencia al respecto de los beneficios que trae aparejado.

En segundo término, señaló que un gran anhelo es que nuestro país logre transformarse en un gran generador de contenidos. Afirmó que Chile tiene un gran potencial y muchas oportunidades pero, lamentablemente, carece de escuelas destinadas a ello.

En tercer término, advirtió el nuevo enfoque del pluralismo, el que debiera expresarse con mucha fuerza en la televisión chilena.

Por último, hizo presente que el Consejo Nacional de Televisión debiera, en todo momento, atender con urgencia y contar con un marco teórico respecto del manejo de las emociones de las personas. Estimó que no existe preocupación en nuestro país respecto de este tema y aseguró que el CNTV puede efectuar un gran aporte en esta materia.

En seguida, la Honorable Senadora señora Von Baer sostuvo que en la discusión del proyecto de ley que introduce la televisión digital ha habido una gran discusión en torno a lo que debiera hacer el CNTV. Sobre el particular, consideró adecuado que el Estado tenga la posibilidad de tener un organismo que vele por que la televisión no transgreda los parámetros establecidos en la ley N° 18.838, y, en especial, aquellos que buscan proteger a los niños. Con todo, manifestó que debe existir cierto equilibrio en la labor desarrollada, ya que no puede ocurrir que éste se transforme en un censor que defina qué contenidos pueden ser emitidos y cuáles no. 

Adicionalmente, sostuvo que la labor de control es prácticamente imposible de hacer dada la gran cantidad de programación existente. 

Finalmente, sentenció que el CNTV no debiera transformarse en el organismo encargado de asegurar que la televisión en nuestro país sea perfecta, ya que ello no es posible ni adecuado. A mayor abundamiento, hizo ver que debe existir necesariamente un equilibrio entre la libertad de expresión y el correcto funcionamiento de los servicios de televisión.

Refiriéndose a los planteamientos formulados por los integrantes presentes de la Comisión, el señor Viguera recordó que el Consejo Nacional de Televisión tiene a su cargo NOVASUR,
 programa de televisión educativa que, aseguró, constituye una gran herramienta y permite generar programación para niños con fondos privados. Destacó la calidad del trabajo audiovisual alcanzado en Chile gracias a este programa.

En otra línea argumental, refiriéndose a la iniciativa de ley que introduce la televisión digital terrestre, aseveró que una de las grandes fortalezas del proyecto es que aumenta de una a cuatro las horas de cultura en la programación. Informó que, actualmente, sólo TVN cumple con esa exigencia, mientras que las restantes estaciones televisivas sólo alcanzan como máximo 62 minutos de programación cultural. Puntualizó que el nuevo requerimiento generará una enorme repercusión en los canales de televisión abierta.

En el mismo sentido, dijo compartir la apreciación del Honorable Senador señor Quintana en orden a que las señales no sean tantas como se esperan. Precisó que un pronóstico de ello es lo que ocurre actualmente en TVN, en donde un spot publicitario de treinta segundos en el horario “prime” tiene un valor de $ 5 millones, mientras que en el canal 24 horas su valor alcanza sólo el 5% de lo señalado. Es decir, insistió, ni siquiera existe la certeza de que comercialmente exista la capacidad de generar programación de calidad que esté a la altura de lo que se espera alcanzar.

Por otra parte, refiriéndose al tema de la formación de la niñez, informó que el CNTV trabaja actualmente en una propuesta legislativa que será enviada a los parlamentarios y que apunta a establecer una protección especial para los menores. Aseveró que este punto debiera ser una de las mayores preocupaciones del Consejo.

A reglón seguido, deteniéndose en el pluralismo, apuntó que él está presente en la conformación del Consejo y se refleja en los planteamientos consignados en las resoluciones del mencionado servicio público. En efecto, comentó que la diversidad de opiniones respecto a los casos que se presentan es muy amplia. Añadió que es muy difícil alcanzar un criterio, puesto que el CNTV debe pronunciarse a la luz de valores como son la dignidad y la democracia. 

Con relación al punto anterior, aseveró que la ley N° 18.838, de 1989, proporciona muchas herramientas para que desarrolle su actuar, sin mayores precisiones al respecto, lo que hace difícil para los consejeros consensuar definiciones respecto a lo que debe entenderse, por ejemplo, por cultura. Agregó que para asegurar las mejores decisiones resulta fundamental que la diversidad de la sociedad se vea reflejada en la integración del Consejo, pero también que existan más precisiones respecto de los conceptos en ella contenidos, de manera que el actuar el Consejo sea lo más cercano a la ley y a la Constitución Política de la República.

Por último, refiriéndose al fondo concursal con el que cuenta el CNTV, afirmó que los dineros contemplados nunca serán suficientes. Asimismo, añadió que debieran incluirse ciertas exigencias, como, por ejemplo, el horario en el que el programa que obtiene los recursos es transmitido, para evitar, como ocurre en la actualidad, que muchos de ellos se transmitan en la madrugada. Enfatizó que la existencia de este Fondo ha permitido desarrollar excelentes programas, como es el caso de “Los 80”, serie que en sus tres temporadas ha sido financiada con estos recursos. Sobre el particular, afirmó que en razón de que el programa había sido vendido a otra productora, no estaba seguro que al CNTV le correspondiera el financiamiento de la cuarta temporada. 

Por su parte, el señor Guerrero, hizo presente que todos los temas planteados en la sesión constituyen la preocupación diaria del Consejo Nacional de Televisión. 

Luego de ello, sostuvo que una de las interrogantes que surgen es hasta dónde cabe la regulación en un tema que va mucho más allá de ello. A modo de ejemplificar la inquietud, puso de relieve que el tema cultural ha tenido una especial preocupación, y que se llegó a la conclusión que definir el concepto terminaría por amarrar al Consejo en el futuro. Con todo, sostuvo que en este escenario es trascendental que el Consejo quede muy bien formado en cuanto a la diversidad de miradas que deben estar en él, de manera de plasmarlas en la televisión.

A reglón seguido, sostuvo que su preocupación respecto del tema del pluralismo va mucho más allá de lo meramente político. En efecto, puntualizó, hoy en día el tema político si bien es lo primero en lo que se piensa cuando se habla de pluralismo, para la sociedad chilena ello no es así. Agregó que un reclamo de pluralismo ante el Consejo se fundó, por ejemplo, en la forma cómo se había abordado y presentado en una noticia el tema de las marchas estudiantiles de este año. En ello, dijo, no había un tema de tendencias políticas, sino de otra dimensión del pluralismo que exigía que las opiniones manifestadas por los distintos actores involucrados en la educación estuvieran representados, de manera que el asunto fuera abordado de una manera más global y diera cuenta de un periodismo más transversal.

En línea con lo anterior, apuntó que han existido reclamos respecto de reportajes en donde se estigmatiza a extranjeros con conductas delictivas, emisiones que afectan a las minorías sexuales y otras en donde se burlan del mundo evangélico. En consecuencia, remarcó que el tema del pluralismo va más allá del tema político sobre los cuales el CNTV debe decidir. Explicó que, frente a casos como los descritos, el Consejo analiza si el programa denunciado vulneró algunos de los principios definidos en la ley, trabajo complejo en el caso del pluralismo, a diferencia de lo que ocurre, por ejemplo, cuando se transgrede el principio de la protección de la niñez.

Por otro lado, hizo ver que el CNTV no puede regular ex ante la programación de los canales, porque ello supondría una censura.
 Enfatizó que el rol del Consejo consiste en revisar con posterioridad a su emisión si la programación cumplió con los valores que establece el artículo 1° de la ley que regula su funcionamiento.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, manifestó que una pregunta legítima que cabe hacerse es hasta qué punto el Consejo puede intervenir en la calidad de la programación que los canales exhiben. Al respecto, puso de relieve que en la práctica es poco lo que puede hacerse, salvo evitar que se transgredan ciertos valores que si bien son difíciles de definir, con sentido común resultan obvios de detectar frente a un caso específico.

A reglón seguido, deteniéndose en la inquietud acerca de si la introducción de la televisión digital terrestre permitirá o no mejorar la calidad de programación, reseñó que las alternativas se reducen a dos. Tener una mirada pesimista al respecto o bien una optimista. Desde el primer ángulo, aseguró, podría plantearse que el incremento de actores que tienen la posibilidad de montar un canal irá acompañado, necesariamente, de una disminución de la calidad de la programación. A mayor abundamiento, indicó que podría traducirse en que las empresas de retail se apoderaran de las pantallas para asegurar la venta de sus productos. Comentó que si bien la experiencia internacional advierte que ello podría ocurrir, es posible alcanzar resultados distintos. A la luz de una visión optimista, continuó, se podría adelantar que probablemente muchas Universidades, dados los menores costos que supone la televisión digital, estarán interesadas en tener sus canales con lo cual la programación cultural adquiriría más fuerzas. En efecto, recalcó, podrían dar a conocer al país las investigaciones que realizan en las distintas áreas o implementar programas de conversación acerca de temas relevantes en horas adecuadas, los que parece actualmente estar en extinción. En el mismo sentido, añadió que muchas Municipalidades y comunidades del país podrían verse interesadas en participar, abriendo espacios a las regiones.

En sintonía con lo anterior, dijo no temer que la implementación de la televisión digital pudiera afectar la calidad de la programación, e insistió que existen condiciones para mejorarla, cuestión que debe ser promovida. En este punto, señaló que la labor que pueda desarrollar el Consejo es fundamental, en la medida que cuente con los recursos para ello, ya que en Chile existe talento suficiente para promover.

Refiriéndose a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio respecto a los programas que postulan al fondo concursal, indicó que el número de proyectos que postulan superan los 400, alcanzando montos, cada uno de ellos, de aproximadamente $ 100 millones, en circunstancias que el referido fondo sólo posee $ 4.500 millones para distribuir, suma que, en consecuencia, estimó muy baja. Una miniserie, profundizó, supone entre $ 50 y $ 100 millones por capítulo, de manera que los fondos para ellas, por ejemplo, no alcanzan para costearla en su totalidad. Asimismo, enfatizó que resulta muy difícil desarrollar esta industria nacional porque, por un lado, los montos son exiguos y, por otro lado, se transmite un localismo que difícilmente es exportable, pero que se puede mejorar.

Finalmente, hizo hincapié en que nuestro país tiene un enorme potencial para llegar a ser influyente en materia de programación televisa a nivel continental y que se está desaprovechando por no contar con los recursos suficientes para promover la cultura. Esa materia, concluyó, podría incorporarse en el proyecto de ley en tramitación.

El señor Baier, por su lado, se detuvo, en primer término, en el principio de la formación espiritual e intelectual de la niñez y de la juventud y en los mensajes que actualmente proporciona la televisión abierta para ese mundo. Apuntó que la realidad advierte que los niños en nuestro país pasan cerca de tres horas diarias frente al televisor y que distintas son las alternativas de un niño en cuya casa existe la posibilidad de acceder a la televisión por cable de aquel que no tiene esa opción. Puntualizó que en Chile sólo entre el 30 y el 40% de la población logra acceder a la televisión por cable, generándose una desigualdad de contenidos a los que pueden acceder los menores, porque el menor que pertenece al 60 ó 70% restante de la población está condenado a ver programación que no está destina a él. En consecuencia, remarcó que este es un punto en el que se debe trabajar arduamente de manera de aportar conceptos distintos a los programas que se transmiten dentro del horario para todo espectador.

En lo que dice relación con los fondos concursales con los que cuenta el Consejo Nacional de Televisión, recordó que en la Ley de Presupuestos para el Sector Público, la propuesta original reducía en $1.500 millones los recursos destinados a él, dineros que finalmente fueron repuestos.

Finalmente, en relación con la programación cultural, manifestó que el problema que se presenta en este punto es que nuestro modelo de televisión está vinculado al financiamiento de auspiciadores lo que hace que si la emisión televisiva no atrae al público, ésta no es financiada y sale de pantalla. Además, hizo ver que otro de los inconvenientes que se presentan en este punto es que los programas culturales, generalmente, son transmitidos en horarios en los que la audiencia no es significativa. En consecuencia, estimó necesario hacer una revisión de los obstáculos que debe sortear este tipo de programación.

- - -

Luego del intercambio de ideas y juicios respecto del funcionamiento de la televisión, del rol del Consejo Nacional de Televisión y de los desafíos futuros que existen en la materia, que se han transcrito, la Comisión analizó la propuesta efectuada por Su Excelencia el Presidente de la República.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Quintana hizo ver su desacuerdo en relación con los planteamientos efectuados por algunas de las personas propuestas para integrar el Consejo Nacional de Televisión. Profundizando en sus dichos, aseguró no compartir la afirmación hecha por el señor Viguera en orden a si correspondía o no al referido Consejo financiar la cuarta versión de la serie de Canal 13 “Los 80.”.

En lo que se refiere al señor Guerrero, en tanto, expresó su desacuerdo con los juicios que emitió respecto del pluralismo. En efecto, puntualizó, de su segunda intervención puede concluirse que el candidato aludido relativizó el pluralismo político, al afirmar que esta dimensión del pluralismo no fuera relevante, hecho que calificó de preocupante. En razón de ello, anunció que, antes de efectuarse la votación de la proposición en la Sala, impugnaría su nominación.

En relación con los dichos del señor Viguera, la Honorable Senadora señora Von Baer, en cambio, sostuvo que él sólo afirmó que no estaba seguro de que al CNTV le correspondiera financiar la cuarta temporada de la referida serie, toda vez que ella había sido vendida a otra productora.

Respecto a las afirmaciones del señor Guerrero, en tanto, la Honorable señora Senadora enfatizó que él no relativizó el concepto de pluralismo político, sino que simplemente sostuvo que el pluralismo comprende también otras dimensiones distintas que la política, ya que, en su opinión es un concepto mucho más amplio.

- - -

Del examen de los antecedentes que le fueron proporcionados en relación con esta designación, la Comisión pudo apreciar que los señores Roberto Guerrero Valenzuela, Hernán Viguera Figueroa y Rodolfo Baier Esteban reúnen las condiciones que exige el artículo 2° de la ley N° 18.838 y que no pesan sobre ellos las inhabilidades que establece el artículo 8° del mismo cuerpo legal.

Por lo tanto, y en virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por mayoría de votos, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero y Walker, don Ignacio, tiene el honor de informar que, en la designación de los miembros del Consejo Nacional de Televisión, en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente, y propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento de los señores Roberto Guerrero Valenzuela, Hernán Viguera Figueroa y Rodolfo Baier Esteban por un período de ocho años.

Por su parte, y como se consignó con antelación, el Honorable Senador señor Quintana no concurrió al referido voto de mayoría, toda vez que, según lo establece el inciso tercero del artículo 2° la ley N° 18.838
, antes de efectuarse la votación de la proposición presidencial en la Sala, impugnará el nombre del señor Roberto Guerrero Valenzuela para integrar el Consejo del referido órgano.

- - -

Tratado y acordado en sesión celebrada el día 4 de septiembre de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 7 de septiembre de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.,

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA BENEFICIOS A LOS DEUDORES DEL CRÉDITO CON GARANTÍA ESTATAL Y MODIFICA LA LEY N° 20.027 

(7898-04)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron las siguientes personas:

- Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Harald Beyer; el Asesor, señor Raúl Figueroa; el Jefe de Gabinete, señor Pablo Eguiguren y el Asesor de Comunicaciones, señor Carlos Carrasco. 

- Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia: el Asesor, señor Omar Pinto.

- De la Dirección de Presupuesto DIPRES: el Abogado, señor Patricio Espinoza.

- De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Asesora, señora Macarena Lobos. 

- De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Luis Castro. 

- Del Instituto Igualdad: el Asesor Jurídico, señor Nicolás Guzmán. 

- De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: la Asesora, señora Constanza Hube. 

- De Fundación Jaime Guzmán: la Asesora, señorita Javiera Alzola. 

- Del Instituto Libertad y Desarrollo: la Abogado del Programa Legislativo, señora María Teresa Muñoz.

- De la oficina del Honorable Senador señor Escalona: el Asesor, señor Felipe Barnachea.

- - -

Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite dispuesto por la Sala del Senado.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente: 

1.-Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Artículo 1° y numerales 3, 4, 5 y 6 del artículo 2°.

2.-Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Todas ellas, es decir, las números 1 a 5 fueron aprobadas de esta manera.

3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hubo. 

4.-Indicaciones rechazadas: no hubo. 

5.-Indicaciones retiradas: no hubo.

6.-Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una transcripción o descripción, según el caso, de los artículos del proyecto aprobados en general por el Senado, de las indicaciones formuladas a dichos preceptos, de la discusión surgida con ocasión de ellas y de los acuerdos adoptados.


Cabe hacer presente que la totalidad de las indicaciones que se presentaron a esta iniciativa de ley fueron de autoría de Su Excelencia el Presidente de la República, y tienen por finalidad adecuar este proyecto de ley a la nueva estructura legislativa presentada por el Gobierno en materia de financiamiento de la educación superior. En efecto, y como fue planteado por el señor Ministro de Educación a esta Comisión durante la discusión en general de la propuesta de ley en informe,
 coetáneamente con su tramitación, ingresó el proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior, el cual busca establecer una nueva forma de ayuda estudiantil que implica un sistema único e integrado de becas y créditos. En materia de crédito, se propone una tasa de interés anual de un 2% y el pago de las cuotas contingente al ingreso, con un porcentaje que va desde un 5% a un 10% según las remuneraciones de las personas. En esa oportunidad, el Secretario de Estado recalcó que, en este nuevo sistema de financiamiento, los dineros para las becas y créditos provendrán del Estado y serán entregados por medio de la División de Educación Superior del Ministerio del que es titular. Añadió que el cobro de las cuotas, lo que ocurrirá una vez que la persona egrese de la educación superior y comience a trabajar, será efectuado por la Tesorería General de la República. Finalmente, en relación con esta nueva iniciativa de ley, subrayó que para ser institución beneficiaria de este crédito se requerirá estar acreditada por un período de a lo menos tres años.

En dicha oportunidad, el señor Ministro puntualizó que la iniciativa legal que ha reseñado es un proyecto separado del que es motivo de este informe y tiene por finalidad definir la forma de financiamiento que regirá en nuestro país a largo plazo. 

Sin embargo, hizo notar, durante la discusión en general de este proyecto de ley, la inquietud gubernamental por dar solución a aquellos estudiantes que accedieron al sistema del Crédito con Garantía Estatal con anterioridad al 31 de diciembre de 2011, y que recibieron un financiamiento con una tasa de interés cercana al 6% y con el pago de cuotas mensuales sin consideración a los ingresos que se reciben. El Secretario de Estado explicó que dicha inquietud se plasmó en la tramitación del proyecto en estudio, cuya finalidad principal era rebajar la tasa de interés anual a un 2%, y que el pago de las cuotas del crédito fuera contingente al ingreso de la persona.





En razón de lo anterior, solicitó a los integrantes de la Comisión aprobar en general la iniciativa de ley en debate, de forma tal de permitir la presentación de una indicación que eliminara los elementos permanentes de este sistema de créditos y se limitara a dar solución, en los términos referidos, a los estudiantes para quienes las condiciones resultan tan pesadas.





La indicación anunciada en ese momento por el señor Ministro de Educación, se plasmó en las indicaciones que la Comisión discutió con motivo de este segundo informe.

Artículo 2°

El artículo 2° del proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado se divide en ocho numerales los que buscan introducir modificaciones a la ley N° 20.027, de 2005, cuerpo legal que Establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior.

Número 1)

El numeral en estudio apunta a modificar el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 20.027, de manera de ampliar el número de instituciones facultadas para entregar financiamiento al sistema de créditos, permitiendo que Cajas de Compensación y Compañías de Seguro puedan participar. Ello superaría la realidad conocida hasta el momento en donde sólo los bancos pueden intervenir, permitiendo disminuir los costos de los créditos.

Respecto de este numeral, se presentó la indicación número 1, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminarlo.






Como se señaló con antelación, esta indicación tiene por finalidad adecuar este proyecto de ley a la nueva estructura legislativa que ha planteado el Ejecutivo en materia de financiamiento de la educación superior, contenida en la iniciativa de ley que crea un sistema para tal finalidad, correspondiente al Boletín N° 8.369-04, en tramitación en esta Cámara, y, por otra parte, normar la situación de aquellas personas que obtuvieron su crédito hasta el 31 de diciembre de 2011.






Cabe hacer presente, asimismo, que el fundamento explícito de suprimir el numeral es, como se señaló precedentemente,  que la propuesta del Ejecutivo en materia de financiamiento de la educación superior, no considera a las Cajas de Compensación ni a las Compañías de Seguro como instituciones que puedan otorgar créditos.





- Puesta en votación la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Muñoz y Walker, don Ignacio.

Número 2)

Este numeral incorporó un nuevo artículo 6° bis a la ley N° 20.027, del siguiente tenor: 

“Artículo 6° bis.- Para efectos de lo dispuesto en la letra f) del Nº 1 del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, Ley de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio, los créditos objeto de la garantía estatal regulada en esta ley, que otorguen las entidades aseguradoras, serán considerados inversión susceptible de ser representativa de reservas técnicas y patrimonio de riesgo.

Asimismo, para efectos de la ponderación por riesgo a que se refiere el artículo 67 del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, el monto de los créditos objeto de la garantía estatal establecida en esta ley se entenderá incluido en la Categoría 2 de dicho artículo y aquella porción del crédito que no cuente con garantía estatal, se entenderá incluida en la Categoría 5 de la referida norma.”

Sobre este numeral recayó la indicación número 2, de Su Excelencia el Presidente de la República, que propone reemplazar el citado artículo 6° bis, de manera de eliminar el inciso primero del precepto mencionado, dejando vigente sólo su inciso segundo, referido a la disminución de la ponderación por riesgo asociada al crédito respecto de aquella parte que cuenta con garantía estatal, en los términos que se han transcrito precedentemente.






La Comisión coincidió con el fundamento de la indicación anterior de eliminar del nuevo precepto que se agrega a la ley N° 20.027 la referencia a la calidad que tendría los créditos otorgados por las instituciones aseguradoras, toda vez que, al igual como se señaló con ocasión de la indicación anterior, dichas entidades no participarán del sistema de financiamiento de la educación superior.






- Sometida a votación la indicación número 2, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Muñoz y Walker, don Ignacio.

Número 7)

El numeral mencionado reemplaza el inciso segundo del artículo 23 de la ley N° 20.027 a fin de que el Director Ejecutivo de la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores no sólo actúe como ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos, sino que, además, ejecute los acuerdos que dicha Comisión adopte, pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, llevar a efecto y comunicar las decisiones y acuerdos adoptados por la Comisión.

En relación con este numeral, Su Excelencia el Presidente de la República presentó la indicación número 3 a fin de suprimirlo. De esta forma, el Director Ejecutivo de la referida Comisión mantiene las funciones que actualmente desempeña, esto es, actuar solamente como ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos.






Los representantes del Ejecutivo explicaron que esta indicación responde al hecho que el actual sistema de crédito con aval del Estado no seguirá existiendo en la futura normativa que regula el financiamiento de la educación superior, a la cual se ha hecho referencia en este informe, razón por la cual no resulta justificado enmendar las atribuciones que actualmente posee el Director Ejecutivo de la referida Comisión.

- Puesta en votación la indicación número 3, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Muñoz y Walker, don Ignacio.

Número 8)

El numeral en estudio sustituye el inciso segundo del artículo 25 de la ley que establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior con el objeto que los gastos de operación de la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores no solamente estén cubiertos íntegramente con los aportes que realizan las instituciones de educación superior participantes del sistema, sino que también se solventen con los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.

Sobre este numeral recayó la indicación número 4, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminarlo, de manera tal de dejar vigente la actual disposición, es decir, que los referidos gastos de operación sean cubiertos de manera integral con los aportes que realizan las instituciones de educación superior participantes del sistema.






Los representantes del Ejecutivo señalaron que esta indicación tiene idéntico fundamento que el señalado respecto de la indicación número 3, y se basa en el cambio que experimentará el sistema de crédito de la educación superior impulsado por el actual Gobierno.

-Puesta en votación la indicación número 4 fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Muñoz.

Artículo 3°

Este precepto incorpora la obligación para la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda de realizar un estudio económico financiero del sistema de crédito con garantía estatal el que deberá contener recomendaciones para corregir las falencias que, fruto de él, se detecten en el sistema. El tenor de la norma en comento es el siguiente:

“Artículo 3°.- Contados 2 años desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley, la Dirección de Presupuestos realizará un estudio económico financiero respecto del sistema de créditos con garantía estatal del que trata la presente ley. Dicho estudio deberá realizar, además, recomendaciones para corregir posibles falencias que, producto de él, se detecten en el sistema.”.

Respecto de este numeral, Su Excelencia el Presidente de la República presentó la indicación número 5 para suprimirlo. 






Los representantes del Ejecutivo fundamentaron esta indicación en las mismas razones que se expusieron con ocasión de las indicaciones número 3 y 4, esto es, en lo medular, que el actual sistema de crédito con garantía estatal, no continuará existiendo.

-Puesta en votación la indicación número 5, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Muñoz.

- - -






Una vez concluida la votación de las indicaciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio expresó su complacencia por la aprobación de esta iniciativa legal que, como lo señalara durante la discusión en general de la misma, responde a la solicitud formulada por la oposición en agosto del año 2011 como una de las medidas para hacer frente a las demandas estudiantiles. Aseguró que la propuesta de rebajar a un 2% la tasa de interés del Crédito con Garantía Estatal y que su pago sea contingente al ingreso permitirá alivianar la carga de más de 365 mil estudiantes y de sus respectivas familias.


Sin embargo, lamentó que no se hubiera podido, en el contexto de esta discusión y reconociendo las particularidades que ello representa, ofrecer alguna solución para la situación que aqueja a los deudores del crédito CORFO, que son más de 106.000 estudiantes que debieron recurrir a este fórmula de financiamiento para acceder a la educación superior y que hoy pagan una tasa de interés de un 8,9%.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, del mismo modo, celebró la aprobación de este proyecto y destacó que la iniciativa de ley significa una solución para los 365.000 estudiantes sometidos al financiamiento de sus estudios superiores bajo la modalidad del CAE, quienes en la actualidad pagan un crédito con una tasa de interés de un 6% sin importar, además, para los efectos del pago del mismo, el porcentaje que ese crédito representa de sus remuneraciones.

Asimismo, destacó que esta iniciativa permite entregar una solución justa para ese importante número de estudiantes, al establecer un crédito con las mismas características en cuanto a su tasa y forma de pago en relación con el que tienen los alumnos que están sujetos al fondo de crédito universitario, lo que implica terminar con una distinción que actualmente se sustenta en la institución de educación superior en la que se cursen los respectivos estudios.





Finalmente, hizo ver la necesidad de avanzar con celeridad en la aprobación del proyecto de ley que establece un sistema único de financiamiento de la educación superior, sustentado en la integración de becas y créditos.





A su turno, el señor Ministro de Educación destacó que este proyecto de ley pone término a una situación crediticia de la educación superior creada en el año 2005 y que resultaba injusta para los alumnos, ya que implicaba pagar cerca de un 18% de sus ingresos. En cambio, y como ya se ha señalado con antelación, la iniciativa de ley significa no sólo rebajar la tasa de interés de los créditos que fueron cursados hasta diciembre del año 2011 sino que, además, la disminución sustancial de las cuotas a pagar, ya que el pago no podrá exceder del 10% de los ingresos del deudor.





Asimismo, precisó que esta iniciativa de ley ratifica la decisión gubernamental contraria a la gratuidad en la educación superior, ya que, como lo ha señalado en distintas oportunidades, ello es un criterio regresivo. Sin embargo, puntualizó que esa decisión es absolutamente coincidente con proporcionar a los estudiantes la adecuada protección cuando ingresen a dicho nivel educativo.





Sin perjuicio de lo anterior, y a modo de conclusión, solicitó avanzar con celeridad en la tramitación del proyecto de ley referido al sistema de financiamiento de la educación superior, varias veces ya citado, uno de cuyos aspectos sustantivos es erradicar a las instituciones bancarias como entes encargados de otorgar el crédito, criterio que, afirmó, fue muy desafortunado cuando se estableció como forma de financiar este nivel educativo.

- - -

MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado.

Artículo 2º

Número 1)

Eliminarlo.

(Indicación número 1, unanimidad 4x0)
Número 2)

Pasa a ser número 1), reemplazando el artículo 6° bis propuesto, por el siguiente:

“Artículo 6° bis.- Para efectos de la ponderación por riesgo a que se refiere el artículo 67 del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, el monto de los créditos objeto de la garantía estatal establecida en esta ley se entenderá incluido en la Categoría 2 de dicho artículo y aquella porción del crédito que no cuente con garantía estatal, se entenderá incluida en la Categoría 5 de la referida norma.”

(Indicación número 2 y artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, unanimidad 4x0)

Números 3), 4), 5) y 6)

Pasan a ser números 2), 3), 4) y 5), respectivamente, sin enmiendas.

(Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, unanimidad 4x0)

Número 7)

Suprimirlo.

(Indicación número 3, unanimidad 4x0)

Número 8)

Eliminarlo.

(Indicación número 4, mayoría, 3x1 abstención)

Artículo 3º

Suprimirlo.

(Indicación número 5, mayoría, 3x1 abstención)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones aprobadas por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, precedentemente transcritas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Los deudores de créditos con garantía estatal otorgados en virtud de la ley N° 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior, que antes del 31 de diciembre de 2011 hayan accedido al sistema de crédito y obtenido la garantía estatal que esa ley establece, serán beneficiados con una reducción en la cuota mensual pactada de su crédito. 

Este beneficio se hará efectivo a través de un copago de las cuotas pactadas, de cargo fiscal. Dicho copago será equivalente a la diferencia que se produzca entre la cuota pactada en base a las tasas de los créditos pactados antes del 31 de diciembre del 2011 con la institución que otorgó el crédito y la que efectivamente deberá pagar el deudor al considerar una tasa de un 2,0% anual de interés real sobre el saldo adeudado. 

En caso que el valor de la cuota resultante, una vez aplicado lo establecido en el inciso anterior, sea mayor que el monto equivalente al 10% del promedio del total de la renta que hubieren obtenido durante los últimos doce meses, el deudor podrá optar por pagar este último monto. Este beneficio tendrá vigencia durante seis meses y podrá ser renovado, para lo cual deberá cumplir nuevamente con la obligación de información descrita en el inciso siguiente. En este caso, el Fisco pagará a las instituciones acreedoras la suma que falte para enterar el total de la cuota. Esta diferencia no deberá ser reembolsada por el deudor al Fisco y no será considerada renta para todos los efectos legales. 

Los deudores que opten por esta alternativa deberán acreditar a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores el monto de su renta mediante una declaración jurada, a la que acompañarán la respectiva declaración anual de impuesto a la renta y, cuando proceda, el correspondiente certificado de remuneración del o de sus empleadores, así como cualquier otro documento que al efecto se les requiera, en conformidad a lo dispuesto en el reglamento. La entrega de estos antecedentes a la Comisión facultará a ésta para informar a las instituciones acreedoras el monto que corresponderá pagar a cada deudor por concepto de cuota contingente al ingreso. 

La Comisión podrá contrastar con el Servicio de Impuestos Internos la veracidad de la información suministrada por los deudores. En caso de determinarse que el deudor faltó a la verdad en la información proporcionada, no podrá optar al beneficio establecido en el inciso segundo de este artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal que le correspondiere de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 210 del Código Penal.

La Tesorería General de la República requerirá a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores la entrega de los antecedentes necesarios para efectuar el copago que corresponda a las instituciones financieras acreedoras.

Con todo, respecto de los créditos adquiridos por el Fisco de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 20.027, la institución encargada de la cobranza deberá descontar el monto del copago de la cuota mensual respectiva, quedando la Tesorería General de la República facultada para efectuar el reflejo contable que corresponda.

Los beneficios contemplados en este artículo comenzarán a regir a partir del 1° de enero de 2012 y no se aplicarán mientras los deudores se encuentren en mora.

Los recursos necesarios para financiar el beneficio establecido en este artículo se contemplarán anualmente en la Ley de Presupuestos.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior:

1) Agrégase el siguiente artículo 6º bis:

“Artículo 6° bis.- Para efectos de la ponderación por riesgo a que se refiere el artículo 67 del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, el monto de los créditos objeto de la garantía estatal establecida en esta ley se entenderá incluido en la Categoría 2 de dicho artículo y aquella porción del crédito que no cuente con garantía estatal, se entenderá incluida en la Categoría 5 de la referida norma.”.

2) Reemplázase el inciso tercero del artículo 9° por el siguiente: 

“Para efectos de otorgar la garantía estatal a nuevos créditos de estudiantes que incurrieron en deserción o eliminación académica sólo una vez, los postulantes deberán encontrarse al día en el pago de las obligaciones correspondientes a los créditos otorgados con anterioridad, de conformidad con la presente ley. Asimismo, la renovación anual del nuevo financiamiento estará sujeta al cumplimiento de este requisito. La garantía estatal a que se refiere esta ley, no se otorgará a los estudiantes que hayan egresado de carreras conducentes a grado de licenciado utilizando el crédito con garantía estatal regulada en esta ley, o el crédito solidario universitario regulado en la ley N° 19.287.”.

3) Agrégase el siguiente artículo 11 bis:

“Artículo 11 bis.- Los titulares de créditos objeto de garantía estatal pagarán un interés anual real de un 2%. Para estos efectos, el Fisco podrá pagar a las instituciones a que hace referencia el artículo 3° de esta ley los intereses que excedan del mencionado porcentaje. 

En caso que el valor de la cuota resultante, una vez aplicado lo establecido en el inciso anterior, sea mayor que el monto equivalente al 10% del promedio del total de la renta que hubiere obtenido durante los últimos doce meses, el deudor podrá optar por pagar este último monto. Este beneficio tendrá vigencia durante seis meses y podrá ser renovado, para lo cual deberá cumplir nuevamente con la obligación de información descrita en el inciso siguiente. En este caso, el Fisco pagará a las instituciones acreedoras la suma que falte para enterar el total de la cuota pactada. Esta diferencia no deberá ser reembolsada por el deudor al Fisco y no será considerada renta para todos los efectos legales. El pago referido será realizado por el Fisco a las instituciones a que hace referencia el artículo 3° de esta ley, dentro de los plazos y en la forma que determine el reglamento. Respecto de los créditos adquiridos por el Fisco de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley, la institución encargada de la cobranza deberá descontar el monto del copago de la cuota mensual respectiva, quedando la Tesorería General de la República facultada para efectuar el reflejo contable que corresponda. 

Los deudores que opten por esta alternativa deberán acreditar a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores el monto de su renta mediante una declaración jurada, a la que acompañarán la respectiva declaración anual de impuesto a la renta y, cuando proceda, el correspondiente certificado de remuneración del o de sus empleadores, así como cualquier otro documento que al efecto se les requiera, en conformidad a lo dispuesto en el reglamento. La entrega de estos  antecedentes a la Comisión facultará a ésta para informar a las instituciones acreedoras el monto que corresponderá pagar a cada deudor por concepto de cuota contingente al ingreso. Asimismo, la Tesorería General de la República requerirá a la Comisión la entrega de los antecedentes necesarios para efectuar el copago que corresponda a las instituciones acreedoras.

La Comisión podrá contrastar con el Servicio de Impuestos Internos la veracidad de la información suministrada por los deudores. En caso de determinarse que el deudor faltó a la verdad en la información proporcionada, no podrá optar al beneficio establecido en el inciso segundo de este artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal que le correspondiere de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 210 del Código Penal.

Sólo tendrán derecho a acceder al beneficio establecido en el inciso segundo del presente artículo, los deudores que no se encuentren en mora. 

El reglamento de la ley definirá los plazos y forma en que el deudor deberá hacer su declaración de ingresos para acogerse al beneficio, así como la forma en que se determinará y pagará el exceso mencionado en los incisos primero y segundo precedentes.”.

4) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- Lo dispuesto en el artículo 35 inciso segundo del Código Tributario, no será aplicable a la información relativa a los deudores de los créditos otorgados en conformidad con esta ley. La información a que se refiere dicho artículo sólo podrá ser proporcionada a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, individualizando dicha Comisión a los contribuyentes y señalando el uso que, de acuerdo con esta ley, se dará a la información requerida.

La Comisión podrá solicitar a la institución de educación superior respectiva y a las instituciones que hayan otorgado el crédito a que se refiere esta ley, información de los respectivos deudores, para el cumplimiento de las funciones de la Comisión, y realizar el tratamiento de los mencionados datos. 

Además, cuando la Comisión lo solicite, las instituciones de previsión social y de salud previsional y el Fondo Nacional de Salud, estarán obligados a informarle el domicilio y la identificación del empleador de los deudores.

La información proporcionada a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores de acuerdo a los incisos precedentes, sólo podrá ser utilizada por ésta o por los terceros que otorguen, administren y cobren créditos, de acuerdo a lo establecido en el N° 10 del artículo 22 de esta ley.

La persona, sea empleado público o no, que divulgue información reservada, obtenida directa o indirectamente, para un uso distinto al autorizado, será sancionada, según corresponda, conforme a lo establecido en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal.”.

5) Agrégase el siguiente artículo 18 bis:

“Artículo 18 bis.- La Tesorería General de la República, en representación del Fisco, estará facultada para realizar las acciones de cobranza judicial y extrajudicial que sean procedentes respecto de los créditos de los que es titular el Fisco y aquellos en que se hubiera hecho efectiva la garantía, sea total o parcialmente, y que hayan sido otorgados de acuerdo a la presente ley.

Las acciones de cobranza que ejerza la Tesorería General de la República, por sí o a través de terceros, se someterán a las reglas generales de procedimiento aplicables al cobro coactivo, ordinario o ejecutivo, de los títulos en que constan las obligaciones y créditos otorgados al amparo de esta ley. 

Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, la Tesorería General de la República podrá delegar en terceros las acciones de cobro. Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el número 10 del artículo 22.

Asimismo, para efectos de la cobranza de los créditos de los que es titular el Fisco, sea total o parcialmente, la Tesorería General de la República estará facultada para otorgar facilidades y suscribir convenios de pago con deudores morosos, por sí o a través de terceros. También podrá condonar total o parcialmente los intereses y sanciones por la mora en el pago de estos créditos, mediante normas o criterios de general aplicación, que sean determinados por la Comisión.

Adicionalmente, la Tesorería General de la República, previo visto bueno de la Dirección de Presupuestos, podrá vender o ceder los créditos de los que sea titular el Fisco, sea total o parcialmente, y que se encuentren en condición de morosidad.”

- - -

Acordado y tratado en sesión celebrada el día 29 de agosto de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Pedro Muñoz Aburto e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 30 de agosto de 2012.


(Fdo.): Francisco Javier Vives D.


    Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA BENEFICIOS A LOS DEUDORES DEL CRÉDITO CON GARANTÍA ESTATAL Y MODIFICA LA LEY N° 20.027 (7898-04)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Harald Beyer, y el Jefe de Gabinete, señor Pablo Eguiguren. 

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia: los asesores, señoritas Carol Parada y Ana Muñoz, y señor Pedro Pablo Rossi.

De la Dirección de Presupuesto: el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann von Gersdorff.

De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Asesora, señora Macarena Lobos. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Andrés Muñoz. 

De la oficina de la Honorable Senadora señora Rincón: el Asesor, señor Josué Vega. 

Del Instituto Libertad y Desarrollo: la Abogado del Programa Legislativo, señora María Teresa Muñoz.

- - -

Cabe hacer presente que la iniciativa en estudio fue analizada previamente, en segundo informe, por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

 Asimismo, se debe tener presente que la Comisión se pronunció sobre los artículos que fueron objeto de modificaciones en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, como reglamentariamente corresponde de acuerdo al artículo 41 del Reglamento del Senado.

- - -

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no realizó enmiendas respecto del texto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior. En este marco descrito, favorece a los estudiantes que hayan accedido al sistema de créditos con aval del Estado con anterioridad al 31 de diciembre de 2011 permitiendo rebajar la tasa de interés a la que están sujetos sus créditos a un 2% real anual reduciendo consecuentemente las cuotas mensuales a pagar por este concepto. Además, la iniciativa legal incorpora la posibilidad que los deudores de este crédito puedan pagar el crédito de manera contingente a sus ingresos.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

El Ministro de Educación, señor Harald Beyer, expresó que las enmiendas que se introdujeron buscaban retirar a las Cajas de Compensación y las Compañías de Seguros del financiamiento porque se está cambiando de sistema a un sistema único en que los fondos vienen del Estado. Por lo mismo, acotó, lo que hacen es dejar restringido el financiamiento a los Bancos, con la idea de que este sea el último año del actual sistema, si es que logran aprobar el proyecto de ley en actual tramitación sobre la materia, boletín N° 8.369-04, que se encuentra para su discusión en primer trámite constitucional ante la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado. 

Agregó que, además, se suprimen las facultades adicionales para la Comisión INGRESA, dado que no son necesarias al pensar que el actual sistema estará vigente por poco tiempo más.

El Honorable Senador señor Frei consultó por las materias principales a las que se refieren los informes financieros de la Dirección de Presupuestos.

El Ministro, señor Beyer, señaló que se refieren a dos materias, la rebaja de la tasa de interés de cargo del deudor del 6% al 2%, que tiene un costo fiscal en régimen de $94.569 millones, y la que establece el 10% de la renta como máximo a pagar anualmente por cada deudor, que tiene un costo fiscal en régimen de $10.514 millones, lo que da un costo total de $105.000 millones.

Acotó que el costo fiscal en régimen se produce en el año 2017, dado que coexistirá con el nuevo sistema de financiamiento que gradualmente reemplazará el vigente, teniendo presente que el plazo máximo para la extinción del actual sistema será en 20 años, a partir del presente año, o a lo sumo del siguiente.

El Honorable Senador señor Novoa planteó que se están refiriendo al stock de créditos existentes, por lo que más que $94.569 millones de costo fiscal en régimen, dicha cifra será el tope que alcanzará el gasto fiscal año a año. 

El Honorable Senador señor Lagos valoró las modificaciones que introduce el proyecto de ley y manifestó que a la Comisión también le preocupa la situación de las personas deudoras de los créditos CORFO, por lo que solicitó al señor Ministro saber en qué se encuentra una solución a dicho problema y en qué plazo.

El Ministro, señor Beyer, indicó que el Gobierno se compromete a entregar una solución al problema de los deudores del crédito CORFO a más tardar el día 5 de octubre del presente año.

El Honorable Senador señor Lagos consultó si la solución al problema se planteará mediante un proyecto de ley.

El Ministro, señor Beyer, expresó que será una propuesta que efectuará el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, y que aun no se ha decidido cuál será la forma de la misma.

El Honorable Senador señor Lagos solicitó que la propuesta señalada precedentemente se haga llegar formalmente a la Comisión.

A continuación se efectúa una relación o transcripción, según el caso, al tenor del texto despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, de aquellas disposiciones que fueron introducidas o enmendadas en relación con el texto aprobado en general por el Senado. Del mismo modo, se da cuenta de los acuerdos al efecto adoptados.

Artículo 2°

El artículo 2° del proyecto de ley se divide en cinco numerales los que buscan introducir modificaciones a la ley N° 20.027, de 2005, cuerpo legal que Establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior.

- - -

El numeral 1) aprobado en general por el Senado apunta a modificar el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 20.027, de manera de ampliar el número de instituciones facultadas para entregar financiamiento al sistema de créditos, permitiendo que Cajas de Compensación y Compañías de Seguro puedan participar. Ello superaría la realidad conocida hasta el momento en donde sólo los bancos pueden intervenir, permitiendo disminuir los costos de los créditos.

Este numeral fue eliminado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, en virtud de la aprobación de la indicación número 1. Como consecuencia de esta enmienda, se ajustó la numeración de los numerales subsiguientes del proyecto.
Puesta en votación la eliminación del número 1) del artículo 2° del texto despachado en general por el Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
- - -

Número 1) 

Este numeral incorpora un nuevo artículo 6° bis a la ley N° 20.027, del siguiente tenor: 

“Artículo 6° bis.- Para efectos de la ponderación por riesgo a que se refiere el artículo 67 del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, el monto de los créditos objeto de la garantía estatal establecida en esta ley se entenderá incluido en la Categoría 2 de dicho artículo y aquella porción del crédito que no cuente con garantía estatal, se entenderá incluida en la Categoría 5 de la referida norma.”.

El Ministro, señor Beyer, planteó que se trata de una enmienda a la Ley General de Bancos para asegurar que los Bancos no deban efectuar una provisión de fondos desproporcionada, considerando, además, que existe una garantía del Estado por el 90%. 






Puesto en votación el número 1) del artículo 2°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

- - -

El numeral 7) aprobado en general por el Senado reemplaza el inciso segundo del artículo 23 de la ley N° 20.027 a fin de que el Director Ejecutivo de la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores no sólo actúe como ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos, sino que, además, ejecute los acuerdos que dicha Comisión adopte, pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, llevar a efecto y comunicar las decisiones y acuerdos adoptados por la Comisión.

Este numeral fue suprimido por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, en virtud de la aprobación de la indicación número 3. Como consecuencia de esta enmienda, se ajustó la numeración de los numerales subsiguientes del proyecto.

El Ministro, señor Beyer, señaló que se aplica el mismo criterio de la supresión explicada precedentemente, en la línea que no tiene sentido entregar nuevas funciones dentro de un sistema que prontamente dejará de ser aplicable a los nuevos créditos.

Puesta en votación la supresión del número 7) del artículo 2° del texto despachado en general por el Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
El numeral 8) aprobado en general por el Senado sustituye el inciso segundo del artículo 25 de la ley que establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior con el objeto que los gastos de operación de la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores no solamente estén cubiertos íntegramente con los aportes que realizan las instituciones de educación superior participantes del sistema, sino que también se solventen con los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.

Este numeral fue eliminado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, en virtud de la aprobación de la indicación número 4. Como consecuencia de esta enmienda, se ajustó la numeración de los numerales subsiguientes del proyecto.
Puesta en votación la eliminación del número 8) del artículo 2° del texto despachado en general por el Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
El artículo 3° aprobado en general por el Senado incorpora la obligación para la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda de realizar un estudio económico financiero del sistema de crédito con garantía estatal el que deberá contener recomendaciones para corregir las falencias que, fruto de él, se detecten en el sistema. El tenor de la norma en comento es el siguiente.
Este artículo fue eliminado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, en virtud de la aprobación de la indicación número 5. 

El Ministro, señor Beyer, indicó que si se acabará el actual sistema de créditos no tiene sentido hacer el estudio que manda la disposición.

Puesta en votación la eliminación del artículo 3° del texto despachado en general por el Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de agosto de 2011, señala lo siguiente:

I. Antecedentes

El proyecto de ley busca modificar la ley N° 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior.

Entre los objetivos de las modificaciones que se pretenden realizar con este proyecto de ley está el introducir un conjunto de mejoras de impacto inmediato. Específicamente, se incorporan cambios que reducen significativamente el costo de los créditos para los estudiantes y sus familias, tanto para aquellos que fueron los primeros beneficiados, como para los futuros estudiantes que se acojan al sistema de crédito con garantía estatal. Asimismo, se amplía el tipo de instituciones financieras que podrán otorgar los créditos, se perfecciona la coordinación del sistema y se mejora el apoyo estatal.

Del articulado del proyecto, se han identificado los artículos 1° y 2°, en sus números 4, 6 y 10, como aquellos que generan impacto fiscal.

El artículo 1° establece un mecanismo para lograr una rebaja en los intereses que pagan las personas que hayan accedido al sistema de crédito y obtenido la garantía estatal en el marco de la ley N° 20.027, antes del 31 de diciembre de 2011. El mecanismo consiste en un copago de las cuotas pactadas, de cargo fiscal, equivalente a la diferencia que se produzca entre la cuota pactada con la institución que otorgó el crédito y la que efectivamente deberá pagar el deudor, considerando una tasa de un 2,0% anual de interés real, sobre el saldo adeudado al término del periodo a que se refiere el artículo 12 de la ley N° 20.027.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

De acuerdo a las estimaciones realizadas, el monto de gasto fiscal en régimen alcanzaría los $37.933 millones de 2011 para un total de 350.000 deudores. Para realizar estas estimaciones se han tomado en consideración los siguientes supuestos:

a) Se asume una tasa promedio de 5,43%, de modo tal que la rebaja importa un descuento de 343 puntos base.

b) El deudor comienza a pagar 18 meses después de egresado de su carrera.

c) Duración promedio de las cameras de 4 años y plazo promedio de pago de 20 años.

	Estimación Copago por Rebaja de Tasa de Interés
CAE at 2%

	(cifras en millones $ de 2011)

	Años
	Monto

	2012
	2.491

	2013
	4.141

	2014
	6.272

	2015
	8.841

	2016
	11.740

	2017
	37.933


El numeral 4 del artículo 2° expresa que se beneficiará también a los futuros estudiantes que se acojan al sistema de crédito con garantía estatal. La estimación del mayor gasto fiscal que significa reducir la tasa de interés CAE al 2% se basa en que el mayor gasto fiscal proviene de un mayor valor de recarga en las ventas de créditos que los Bancos realicen al Fisco. En régimen esto representará un mayor gasto fiscal de $56.636 millones anuales.

	Estimación Mayor Recarga por Rebaja de Tasa de 

Interés CAE al 2%

	(cifras en millones $ de 2011)

	Años
	Monto

	2012
	18.392

	2013
	33.858

	2014
	46.710

	2015
	56.636

	2016
	56.636

	2017
	56.636


Finalmente, considerando los dos efectos anteriores el efecto fiscal de la medida, se presenta en el siguiente cuadro¹:

	Estimación Total (Efecto Copago y Mayor Recarga) por 

Rebaja de Tasa de Interés CAE al 2%

	(cifras en millones $ de 2011)

	Años
	Monto

	2012
	20.883

	2013
	37.999

	2014
	52.982

	2015
	65.477

	2016
	68.376

	2017
	94.569


¹Cabe señalar que los montos estimados consideran tanto el efecto del mayor gasto producto del pago por la cartera de créditos que son propiedad de los Bancos y, eventualmente, el efecto de menores ingresos que percibirá el Fisco por la cartera de créditos generados con anterioridad al 31 de diciembre de 2011, que los Bancos puedan revender al Fisco y que éste deba recomprar.

El artículo 2°, número 6, por su parte, establece que la Tesorería General de la República, en representación del Fisco, estará facultada para realizar las acciones de cobranza judicial y extrajudicial que sean procedentes respecto de los créditos de que es titular el Fisco, sea total o parcialmente, y que hayan sido otorgados de acuerdo a la presente ley. Esta nueva función guarda perfecta coherencia con las funciones de cobranza establecidas en el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1994, que fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado del Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías. En este caso, potencialmente se requerirá de mayor personal y recursos para realizar la cobranza dispuesta en la ley N° 20.027. Sin embargo, habiendo personal en el Servicio para desarrollar esta labor, solo eventualmente la Ley de Presupuestos incorporará estos mayores recursos en los casos en que se estime son requeridos.

Finalmente, el artículo 2°, número 10, dispone que se reemplace el inciso segundo del artículo 25 de la ley N° 20.027, introduciendo como modificación principal que la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores (INGRESA) pueda ser financiada también con aportes provenientes de la Ley de Presupuestos. En este caso, la Ley de Presupuestos de cada año podrá incluir un aporte que parcialmente contribuya a financiar el funcionamiento de la citada Comisión. En todo caso, a modo de referencia puede indicarse que el presupuesto de funcionamiento de la Comisión el año 2011 es de $1.260 millones.

Posteriormente, con fecha 29 de diciembre de 2011, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Complementario del anterior, cuyo tenor es el que sigue:

I Antecedentes.

Las indicaciones contenidas en el presente mensaje introducen un beneficio adicional a los deudores del crédito con garantía estatal que consiste en que estos puedan optar a pagar como máximo el 10% de su renta, siendo la diferencia con la cuota efectiva del crédito de cargo fiscal.

Asimismo, se faculta a la Tesorería General de la República en forma explícita para que realice la cobranza tanto de los créditos propiedad del Fisco como aquellos que son propiedad de las instituciones financieras y en los que se ha ejecutado la garantía estatal.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La estimación del costo fiscal del copago que debe asumir el Fisco por aquellos deudores cuya cuota excede el 10% se presenta en el cuadro a continuación para el lapso 2012-2015. Ese cálculo se construye asumiendo los pagos que realizarían durante dicho período los deudores egresados y aquellos que inician su cuadro de pagos dentro del período considerado, cruzado con los datos de ingresos promedio de los egresados obtenidos a través del Sistema de Información de Educación Superior (SIES) del Ministerio de Educación, por tipo de institución de educación superior (Universidades, Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales).

	Estimación Costo Fiscal de Contingencia al Ingreso de 10%

	millones de pesos de 2011

	
	

	Año
	Costo

	2012
	1.270

	2013
	2.500

	2014
	4.233

	2015
	6.304

	2016
	8.458

	2017
	10.514


Por otra parte, las gestiones que realice la Tesorería General de la República para el cobro de los créditos serán asumidas con los recursos que esta ya posee según ley de presupuestos y, por lo tanto, el ejercicio de dicha facultad no tiene costo fiscal adicional.

El mayor gasto que representa esta indicación se financiará con los recursos que para ello se consultan en la Ley de Presupuestos vigente.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en particular de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Los deudores de créditos con garantía estatal otorgados en virtud de la ley N° 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior, que antes del 31 de diciembre de 2011 hayan accedido al sistema de crédito y obtenido la garantía estatal que esa ley establece, serán beneficiados con una reducción en la cuota mensual pactada de su crédito. 

Este beneficio se hará efectivo a través de un copago de las cuotas pactadas, de cargo fiscal. Dicho copago será equivalente a la diferencia que se produzca entre la cuota pactada en base a las tasas de los créditos pactados antes del 31 de diciembre del 2011 con la institución que otorgó el crédito y la que efectivamente deberá pagar el deudor al considerar una tasa de un 2,0% anual de interés real sobre el saldo adeudado. 

En caso que el valor de la cuota resultante, una vez aplicado lo establecido en el inciso anterior, sea mayor que el monto equivalente al 10% del promedio del total de la renta que hubieren obtenido durante los últimos doce meses, el deudor podrá optar por pagar este último monto. Este beneficio tendrá vigencia durante seis meses y podrá ser renovado, para lo cual deberá cumplir nuevamente con la obligación de información descrita en el inciso siguiente. En este caso, el Fisco pagará a las instituciones acreedoras la suma que falte para enterar el total de la cuota. Esta diferencia no deberá ser reembolsada por el deudor al Fisco y no será considerada renta para todos los efectos legales. 

Los deudores que opten por esta alternativa deberán acreditar a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores el monto de su renta mediante una declaración jurada, a la que acompañarán la respectiva declaración anual de impuesto a la renta y, cuando proceda, el correspondiente certificado de remuneración del o de sus empleadores, así como cualquier otro documento que al efecto se les requiera, en conformidad a lo dispuesto en el reglamento. La entrega de estos antecedentes a la Comisión facultará a ésta para informar a las instituciones acreedoras el monto que corresponderá pagar a cada deudor por concepto de cuota contingente al ingreso. 

La Comisión podrá contrastar con el Servicio de Impuestos Internos la veracidad de la información suministrada por los deudores. En caso de determinarse que el deudor faltó a la verdad en la información proporcionada, no podrá optar al beneficio establecido en el inciso segundo de este artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal que le correspondiere de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 210 del Código Penal.

La Tesorería General de la República requerirá a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores la entrega de los antecedentes necesarios para efectuar el copago que corresponda a las instituciones financieras acreedoras.

Con todo, respecto de los créditos adquiridos por el Fisco de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 20.027, la institución encargada de la cobranza deberá descontar el monto del copago de la cuota mensual respectiva, quedando la Tesorería General de la República facultada para efectuar el reflejo contable que corresponda.

Los beneficios contemplados en este artículo comenzarán a regir a partir del 1° de enero de 2012 y no se aplicarán mientras los deudores se encuentren en mora.

Los recursos necesarios para financiar el beneficio establecido en este artículo se contemplarán anualmente en la Ley de Presupuestos.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior:

1) Agrégase el siguiente artículo 6º bis:

“Artículo 6° bis.- Para efectos de la ponderación por riesgo a que se refiere el artículo 67 del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, el monto de los créditos objeto de la garantía estatal establecida en esta ley se entenderá incluido en la Categoría 2 de dicho artículo y aquella porción del crédito que no cuente con garantía estatal, se entenderá incluida en la Categoría 5 de la referida norma.”.

2) Reemplázase el inciso tercero del artículo 9° por el siguiente: 

“Para efectos de otorgar la garantía estatal a nuevos créditos de estudiantes que incurrieron en deserción o eliminación académica sólo una vez, los postulantes deberán encontrarse al día en el pago de las obligaciones correspondientes a los créditos otorgados con anterioridad, de conformidad con la presente ley. Asimismo, la renovación anual del nuevo financiamiento estará sujeta al cumplimiento de este requisito. La garantía estatal a que se refiere esta ley, no se otorgará a los estudiantes que hayan egresado de carreras conducentes a grado de licenciado utilizando el crédito con garantía estatal regulada en esta ley, o el crédito solidario universitario regulado en la ley N° 19.287.”.

3) Agrégase el siguiente artículo 11 bis:

“Artículo 11 bis.- Los titulares de créditos objeto de garantía estatal pagarán un interés anual real de un 2%. Para estos efectos, el Fisco podrá pagar a las instituciones a que hace referencia el artículo 3° de esta ley los intereses que excedan del mencionado porcentaje. 

En caso que el valor de la cuota resultante, una vez aplicado lo establecido en el inciso anterior, sea mayor que el monto equivalente al 10% del promedio del total de la renta que hubiere obtenido durante los últimos doce meses, el deudor podrá optar por pagar este último monto. Este beneficio tendrá vigencia durante seis meses y podrá ser renovado, para lo cual deberá cumplir nuevamente con la obligación de información descrita en el inciso siguiente. En este caso, el Fisco pagará a las instituciones acreedoras la suma que falte para enterar el total de la cuota pactada. Esta diferencia no deberá ser reembolsada por el deudor al Fisco y no será considerada renta para todos los efectos legales. El pago referido será realizado por el Fisco a las instituciones a que hace referencia el artículo 3° de esta ley, dentro de los plazos y en la forma que determine el reglamento. Respecto de los créditos adquiridos por el Fisco de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley, la institución encargada de la cobranza deberá descontar el monto del copago de la cuota mensual respectiva, quedando la Tesorería General de la República facultada para efectuar el reflejo contable que corresponda. 

Los deudores que opten por esta alternativa deberán acreditar a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores el monto de su renta mediante una declaración jurada, a la que acompañarán la respectiva declaración anual de impuesto a la renta y, cuando proceda, el correspondiente certificado de remuneración del o de sus empleadores, así como cualquier otro documento que al efecto se les requiera, en conformidad a lo dispuesto en el reglamento. La entrega de estos  antecedentes a la Comisión facultará a ésta para informar a las instituciones acreedoras el monto que corresponderá pagar a cada deudor por concepto de cuota contingente al ingreso. Asimismo, la Tesorería General de la República requerirá a la Comisión la entrega de los antecedentes necesarios para efectuar el copago que corresponda a las instituciones acreedoras.

La Comisión podrá contrastar con el Servicio de Impuestos Internos la veracidad de la información suministrada por los deudores. En caso de determinarse que el deudor faltó a la verdad en la información proporcionada, no podrá optar al beneficio establecido en el inciso segundo de este artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal que le correspondiere de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 210 del Código Penal.

Sólo tendrán derecho a acceder al beneficio establecido en el inciso segundo del presente artículo, los deudores que no se encuentren en mora. 

El reglamento de la ley definirá los plazos y forma en que el deudor deberá hacer su declaración de ingresos para acogerse al beneficio, así como la forma en que se determinará y pagará el exceso mencionado en los incisos primero y segundo precedentes.”.

4) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- Lo dispuesto en el artículo 35 inciso segundo del Código Tributario, no será aplicable a la información relativa a los deudores de los créditos otorgados en conformidad con esta ley. La información a que se refiere dicho artículo sólo podrá ser proporcionada a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, individualizando dicha Comisión a los contribuyentes y señalando el uso que, de acuerdo con esta ley, se dará a la información requerida.

La Comisión podrá solicitar a la institución de educación superior respectiva y a las instituciones que hayan otorgado el crédito a que se refiere esta ley, información de los respectivos deudores, para el cumplimiento de las funciones de la Comisión, y realizar el tratamiento de los mencionados datos. 

Además, cuando la Comisión lo solicite, las instituciones de previsión social y de salud previsional y el Fondo Nacional de Salud, estarán obligados a informarle el domicilio y la identificación del empleador de los deudores.

La información proporcionada a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores de acuerdo a los incisos precedentes, sólo podrá ser utilizada por ésta o por los terceros que otorguen, administren y cobren créditos, de acuerdo a lo establecido en el N° 10 del artículo 22 de esta ley.

La persona, sea empleado público o no, que divulgue información reservada, obtenida directa o indirectamente, para un uso distinto al autorizado, será sancionada, según corresponda, conforme a lo establecido en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal.”.

5) Agrégase el siguiente artículo 18 bis:

“Artículo 18 bis.- La Tesorería General de la República, en representación del Fisco, estará facultada para realizar las acciones de cobranza judicial y extrajudicial que sean procedentes respecto de los créditos de los que es titular el Fisco y aquellos en que se hubiera hecho efectiva la garantía, sea total o parcialmente, y que hayan sido otorgados de acuerdo a la presente ley.

Las acciones de cobranza que ejerza la Tesorería General de la República, por sí o a través de terceros, se someterán a las reglas generales de procedimiento aplicables al cobro coactivo, ordinario o ejecutivo, de los títulos en que constan las obligaciones y créditos otorgados al amparo de esta ley. 

Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, la Tesorería General de la República podrá delegar en terceros las acciones de cobro. Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el número 10 del artículo 22.

Asimismo, para efectos de la cobranza de los créditos de los que es titular el Fisco, sea total o parcialmente, la Tesorería General de la República estará facultada para otorgar facilidades y suscribir convenios de pago con deudores morosos, por sí o a través de terceros. También podrá condonar total o parcialmente los intereses y sanciones por la mora en el pago de estos créditos, mediante normas o criterios de general aplicación, que sean determinados por la Comisión.

Adicionalmente, la Tesorería General de la República, previo visto bueno de la Dirección de Presupuestos, podrá vender o ceder los créditos de los que sea titular el Fisco, sea total o parcialmente, y que se encuentren en condición de morosidad.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jovino Novoa Vásquez (Presidente Accidental), señora Ximena Rincón González, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 11 de septiembre de 2012.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.599, QUE REGULA LA INSTALACIÓN DE TORRES SOPORTE DE ANTENAS EMISORAS 

(8366-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Hasbún; Arenas; Auth; García, don René Manuel; Latorre; Pérez, don Leopoldo; Urrutia; Venegas, don Mario, y de las Diputadas señoras Sepúlveda, doña Alejandra, y Zalaquett, doña Mónica, con urgencia calificada de “suma”, el 4 de septiembre de 2012.

- - - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



La letra b) (que pasó a ser c)) del artículo 2° de este proyecto de ley debe ser aprobada como norma de rango orgánica constitucional, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República, y del artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.



Hacemos presente que la Honorable Cámara de Diputados, mediante oficio Nº 094/2012, de 3 de junio del año en curso, en virtud de las normas anteriormente señaladas, acordó remitir a la Excma. Corte Suprema de Justicia el texto del proyecto de ley en estudio, solicitando su parecer e informe sobre esta iniciativa legal, toda vez que ella incide en las atribuciones y organización de los tribunales de justicia.


La Excma. Corte Suprema mediante oficio Nº 88-2012, acordó informar desfavorablemente el proyecto de ley en estudio con los votos de los señores Muñoz, Dolmestch, Valdés, Pierry, Carreño, Künsemüller y señoras Pérez, Maggi y Saldías y con el voto en contra de los Ministros señores Segura, Araya, Brito y Silva, señora Sandoval y suplente señor Escobar, quienes fueron de parecer de informarlo favorablemente.

- - - - - - - 


Durante el estudio de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, de la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González y del Asesor Legislativo del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez. 

- - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: Artículo 1º.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: No hay.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: La signada con el número 1.

IV.- Indicaciones rechazadas: No hay.


V.- Indicaciones retiradas: No hay.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de una indicación presentada al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fue objeto, como asimismo de las disposiciones en que ella incide, y de los acuerdos adoptados sobre las misma.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de dos artículos permanentes que modifican la ley Nº 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras.

ARTÍCULO 2º

o o o o o


El artículo 2° aprobado en general, introduce modificaciones a la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, mediante dos literales.

Letra, nueva

Artículo 7º


El artículo 7º de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, señala que corresponderá al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictar la normativa tendiente a que todos los equipos y redes que, para la transmisión de servicios de telecomunicaciones, generen ondas electromagnéticas, cualquiera sea su naturaleza, sean instalados, operados y explotados de modo que no causen interferencias perjudiciales a los servicios de telecomunicaciones nacionales o extranjeros ni a equipos o sistemas electromagnéticos o interrupciones en su funcionamiento. Por su parte, corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente dictar las normas de calidad ambiental o de emisión relacionadas con dichas ondas electromagnéticas, conforme a la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente. En el procedimiento respectivo se considerarán, a lo menos, los siguientes aspectos:


a) Los límites de densidad de potencia que se establezcan deberán ser iguales o menores al promedio simple de los cinco estándares más rigurosos establecidos en los países que integran la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico.


b) Las antenas de las estaciones base o fijas, correspondientes a los servicios de telecomunicaciones, deberán instalarse y operarse de manera tal que la intensidad de campo eléctrico o la densidad de potencia, medida en los puntos a los cuales tengan libre acceso las personas en general, no excedan de un determinado valor. Asimismo, se deberán determinar límites especiales de densidad de potencia o intensidad de campo eléctrico, en los casos de establecimientos hospitalarios, asilos de ancianos, salas cuna, jardines infantiles y establecimientos educacionales.


c) Consulta al Ministerio de Salud.


d) Análisis de la necesidad de señalética de seguridad.


e) Análisis de la necesidad de establecer zonas de seguridad.


Su inciso segundo dispone que la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace podrá, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declarar una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace.


Su inciso tercero indica que la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace deberá mantener en su sitio web un sistema de información que le permita a la ciudadanía conocer los procesos de autorizaciones en curso, los catastros de las antenas y sistemas radiantes autorizados, así como los niveles de exposición a campos electromagnéticos en las cercanías de dichos sistemas y las empresas certificadoras que realizan dichas mediciones y los protocolos utilizados. Asimismo, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace llevará a cabo la fiscalización del cumplimiento de la normativa a que se refiere el inciso primero del presente artículo, estableciendo para ello los protocolos de medición utilizados en dicha función, para lo cual considerará los estándares que sobre la materia hubiere adoptado la Unión Europea. Esta última función podrá ser ejercida mediante la contratación de empresas independientes.


Su inciso cuarto propone que la declaración de determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones obligará a la Subsecretaría o al organismo que la reemplace a la elaboración de un plan de mitigación que permita reducir, en las zonas saturadas, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, para lo cual requerirá a las empresas involucradas propuestas de medidas y plazos, resolviendo en definitiva con o sin estos antecedentes. La Subsecretaría revisará periódicamente los límites de exposición en las zonas saturadas según lo disponga el plan de mitigación.


Su inciso final señala que las infracciones a las instrucciones emanadas de la Subsecretaría de Telecomunicaciones en materia de emisiones electromagnéticas serán sancionadas de conformidad al procedimiento dispuesto en el Título VII, con multas que podrán variar entre 100 y 10.000 UTM.
Indicación Nº 1


1.- De S.E. el Presidente de la República, para consultar como letra b), nueva, la siguiente:


“b) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 7° de la ley N° 18.168:


“Además le corresponderá controlar y supervigilar el funcionamiento de los servicios públicos de telecomunicaciones y la protección de los derechos del usuario, sin perjuicio de las acciones judiciales y administrativas a que éstos tengan derecho.”.”.

Fundamento de la indicación del Ejecutivo


La ley Nº 20.599 que regula la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de telecomunicaciones, considera modificaciones tanto a la Ley General de Urbanismo y Construcciones como a la Ley General de Telecomunicaciones.


En este último ámbito, una de las principales modificaciones que se introdujeron mediante la ley antes indicada fue una exhaustiva regulación a las emisiones radioeléctricas de las antenas y sistemas radiantes. Así, se traspasó al Ministerio de Medio Ambiente el establecimiento de la norma de emisión de dichas antenas, bajo ciertos parámetros objetivos, entre los cuales se destaca que la norma siempre debe ser igual o inferior al promedio de los cinco países más exigentes de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OECD). Además, se radicó en la Subsecretaría de Telecomunicaciones el establecimiento del protocolo de emisión y la fiscalización del cumplimiento de los límites de radiación.


Durante el análisis de esta indicación la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, informó que esta indicación tiene su fundamento en el hecho de que el artículo 7º original de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, contenía dos incisos; el primero, le otorgaba la facultad a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para dictar la normativa técnica y fiscalizar las emisiones de las antenas y el segundo contenía la misma norma que figura en la indicación presentada.

La ley Nº 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras, proponía reemplazar en su totalidad el inciso primero del artículo 7º de la Ley General de Telecomunicaciones, por diversos incisos nuevos que se incorporaron al texto, consecuencialmente se eliminó el último inciso, que ahora se intenta reponer. 

Este inciso final debió permanecer incólume.

El Honorable Senador señor Letelier señaló que el artículo 7º fija los criterios para la dictación de las normas de emisión, luego, enumera diversos elementos que se deben considerar para su dictación. En seguida, se refiere a la declaración de zonas saturadas por lo que la norma propuesta debería considerarse en otro artículo. 

La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la norma contenida en la indicación está acotada a las facultades de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, para regular la seguridad de las personas considerando la atribución otorgada en esta materia al Ministerio de Medio Ambiente, por lo que es correcto incorporarla como inciso final al artículo 7º.

El Honorable Senador señor Letelier consultó la razón por la cual le corresponde a la Subsecretaría de Telecomunicaciones la protección de los derechos del usuario. Agregó que el resto del artículo se refiere a la dictación de normas, para evitar que se generen interferencias, la facultad de declarar zona saturada, las consecuencias en particular de las antenas y las infracciones a esa materia.

Se respondió que la Subsecretaría de Telecomunicaciones siempre ha tenido esa facultad. Los servicios públicos de telecomunicaciones, son la telefonía, la radiodifusión sonora y radiodifusión televisiva y dentro de éstos se deben entender las centrales, las redes, la infraestructura.

La norma que se pretende incorporar, mediante esta indicación, es una modificación que se introdujo en el año 1994 a la Ley General de Telecomunicaciones, que dice relación con las facultades de la Subsecretaría en materia de reclamos.

La Comisión acordó reemplazar la letra b) del encabezamiento de la indicación por una letra a), pasando las letras a) y b), a ser b) y c), respectivamente.

- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier y Pizarro.

- - - - - - - - - 

MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

ARTÍCULO 2º


- - - Intercalar, como letra a), nueva, la siguiente:


“a) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 7° de la ley N° 18.168:


“Además le corresponderá controlar y supervigilar el funcionamiento de los servicios públicos de telecomunicaciones y la protección de los derechos del usuario, sin perjuicio de las acciones judiciales y administrativas a que éstos tengan derecho.”.”.


(Unanimidad 3X0. Indicación Nº 1)

- - - - - - - -

Letra a)


- - - Pasó a ser letra b), sin enmiendas.

Letra b)


- - - Pasó a ser letra c), sin modificaciones.

- - - - - - - - - 


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Reemplázase, en el inciso duodécimo del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.599, la palabra "sexto" por "noveno".


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


a) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 7° de la ley N° 18.168:


“Además le corresponderá controlar y supervigilar el funcionamiento de los servicios públicos de telecomunicaciones y la protección de los derechos del usuario, sin perjuicio de las acciones judiciales y administrativas a que éstos tengan derecho.”.

b) Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 15 el guarismo "10", la primera vez que aparece, por "30".


c) Agréganse los siguientes incisos sexto y séptimo al artículo 19 bis, pasando los actuales incisos sexto, séptimo y octavo a ser octavo, noveno y décimo, respectivamente:


"En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente.  Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 5 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahúan (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 7 de septiembre de 2012.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO CONMEMORATIVO DE LAS VÍCTIMAS DEL TSUNAMI, QUE AFECTÓ LA PLAYA DE LLO-LLEO EL 27 DE FEBRERO 

(8581-04)

Exposición de motivos:

El día 27 de febrero de 2010, a las 03:34 horas se produjo un terremoto en Chile, cuyo epicentro se situó al oeste de la localidad costera de Cobquecura, en la región de Bío Bío, que tuvo una magnitud de 8,3 grados en la escala de Richter.

Dicho fenómeno telúrico, generó olas sísmicas y tsunamis sobre diversas zonas costeras de parte del litoral nacional, causando graves daños a sus poblaciones, y provocando pérdida de muchas vidas humanas.

En el sector de la playa de Llolleo, comuna de San Antonio, donde se sitúa el humedal conocido como Laguna de Llolleo, específicamente en el lugar denominado "Ojos de mar", se encontraba emplazado un camping, conformado por doscientas veinte cabañas de madera, muy frecuentadas por veraneantes, y que estaban construidas a una distancia que fluctuaba entre cincuenta y ochenta metros de la alta marea.

Inmediatamente después de ocurrido el terremoto, muchos de los ocupantes de las cabañas, dada la magnitud del sismo y al percatarse que el nivel del mar había descendido bruscamente, lo que presagiaba un tsunami, decidieron abandonar el lugar, dirigiéndose hacia Llolleo, pero al no haber recibido una alarma oficial de alerta de que tal fenómeno se produciría, regresaron a las cabañas.

Sin embargo, alrededor de las 04:20 horas de esa misma madrugada, se generó una gran ola sísmica que afectó a toda la costa de la provincia de San Antonio, y en el lugar donde estaba ubicado este camping, la enorme masa de agua penetró alrededor de quinientos metros al interior de la costa, destrozando a su paso la mayoría de las cabañas, algunas con sus moradores adentro, arrastrando a vehículos y enseres que guarnecían las viviendas.

Producto de este demoledor paso de la ola, que alcanzó una altura superior a los tres metros, perdieron la vida cinco personas, que fueron encontradas algunos días después, y cuyas identidades son: David Hernán Yáñez Muñoz, Avelina de las Mercedes Quiroz Acevedo, Adán del Carmen Castro Farías, Victoria Alejandra Vásquez Urrutia y Ana Lucy Astorga Llanos.

Estimamos que el trágico fallecimiento de estos compatriotas ocurrido en dicho lugar, producto de la falta de información oportuna por parte de las autoridades respecto del serio peligro que corrían las viviendas que habitaban, lo que les hizo regresar a las mismas después de haberlas abandonado, una vez producido el terremoto que precedió al tsunami, debe ser conmemorado como parte de una historia que nunca más debe repetirse en nuestro país.

Para dicho propósito, consideramos que la mejor forma de conmemorar esta tragedia es mediante la autorización para erigir un monumento conmemorativo de esta tragedia, para cuyo efecto, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente.

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Autorizase erigir un monumento conmemorativo de las víctimas fallecidas en el sector denominado "Ojos de Mar", en la localidad de Llolleo, comuna de San Antonio, con motivo del tsunami que afectó dicho lugar, el 27 de febrero de 2010.

Artículo 2°.- La obra se financiará mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la Comisión Especial que se crea en virtud de lo dispuesto en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del Interior.

Artículo 3°.- Créase un Fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que se señalan en el artículo anterior.

Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, que estará constituida por un Senador y un Diputado, que representen en el Congreso Nacional a la ciudad de San Antonio, designados por sus respectivas Cámaras; el Alcalde de la comuna de San Antonio; un Concejal de la misma comuna, designado por el Concejo Municipal y el Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales.

La Comisión elegirá un Presidente de entre sus miembros y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5°.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Llamar a concurso público de proyectos para la obra, fijar sus bases y resolverlos.

b) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen.

c) Determinar la ubicación del monumento, en coordinación con la Municipalidad de San Antonio, para emplazarlo de preferencia en el sector "Ojos de Mar" de la localidad de Llolleo; disponer y supervigilar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.

d) Administrar el Fondo creado por el artículo 3° y abrir una cuenta corriente especial para su gestión.

Artículo 6°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la Comisión Especial determine.

Artículo 7°.- El monumento deberá erigirse en el plazo de cinco años, contado desde la publicación de la presente ley. Vencido dicho plazo sin que se hubiere ejecutado la obra, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia que la Comisión determine.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700, EN MATERIA DE PUBLICIDAD ELECTORAL, CON EL OBJETO DE EXPLICITAR EL PARTIDO POLÍTICO AL QUE PERTENECE EL CANDIDATO 

(8583-06)

Las democracias modernas están caracterizadas por elementos de fondo y de forma. Uno de los elementos más importantes de ellas es el principio de transparencia y de probidad, los cuales han sido elevados a rango constitucional en virtud de las reformas del artículo 8 de nuestra ley fundamental.

El principio de probidad dice relación con la honestidad, con el leal y honrado cumplimiento de la función pública. La transparencia implica el carácter público de las actuaciones de la autoridad, y el dar razón y fundamento a sus decisiones, alejando la arbitrariedad y las “razones de Estado”.

Evidentemente, la probidad y la transparencia deben ser exigidas no sólo cuando una autoridad de elección popular asume el cargo, sino que también durante el periodo eleccionario, pues, ¿de qué manera puede asumir un cargo público, y comprometerse una persona a respetar ambos principios, si para acceder a él se le permite violarlos?.

Creemos que la propaganda electoral es responsabilidad de cada candidato. Un candidato tiene dominio sobre la propaganda que emite su equipo electoral. Y por cierto, esta debe someterse al principio de legalidad y de SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL. Nos parece un contrasentido que no se exija transparencia ni probidad a los candidatos a elecciones populares, al no obligarlos a transparentar su filiación política.

Si un candidato se inscribe, creemos que es particularmente obligado a revelar su filiación política, la pertenencia a un partido, a un pacto electoral, o si es independiente o no. ¿Quién le puede tener miedo a mayor información, a la transparencia y a la probidad?. Creemos que nadie podría razonablemente a negarse a esta obligación moral, que queremos convertir en obligación legal.

Hemos visto elecciones donde la propaganda electoral no incluye mención alguna del partido político o el pacto al que se adscribe el candidato. No basta la información que se encuentra en internet, pues no todos acceden a ella. Los electores están obligados a informarse. Es una obligación moral de cada ciudadano, pero ello no puede excusar los deberes de transparencia y probidad de los candidatos, pues ellos piden el voto, ellos postulan a una posición de liderazgo y poder.

La ausencia de mención alguna sobre si un candidato es del partido tal o cual, o si es independiente, es una falta de información intolerable que perjudica al elector, al proceso eleccionario, y a la democracia. Se está negando un dato relevante a los ciudadanos y la ausencia de esta información constituye un hecho que puede determinar la manipulación de la voluntad popular. Ante ciudadanos desinformados, las posibilidades de cometer un error aumentan.

El partido político, pacto o calidad de independiente de un candidato es imprescindible para saber su agenda, a quién representa, a quién responde políticamente, quién es su soporte político, cuál es su tradición política, ideas, y fuerza electoral. Todos esos elementos los puede transmitir un simple logo, el nombre del partido, el pacto, o si es independiente.

En el derecho privado, particularmente en el derecho del consumidor, existe un ilícito denominado “publicidad engañosa” (Artículo 28 de la Ley 19.496, Ley de Derechos y Deberes de los Consumidores). En el derecho público, no existe una figura similar, pero creemos que los principios de transparencia y probidad obligan a los candidatos a entregar toda la información posible a sus electores en la propaganda electoral, y junto con ello, a no crear condiciones para el engaño o el error. De ello depende la calidad de nuestra democracia, la eficacia del principio de representación, y la existencia de “elecciones libres y justas”.

Es por ello que creemos necesario proponer que se explicite el nombre y el símbolo del Partido Político que apoya o al cual pertenece el candidato a Concejal, Alcalde, Diputado o Senador, y que en caso de tratarse de una candidatura independiente, se hará mención también acerca de esta última calidad. Asimismo, imponer que la propaganda sobre candidaturas presidenciales, contenga mención expresa del pacto por el cual se inscribió el candidato respectivo. Creemos también necesario dejar incólume en régimen de multas y sanciones, así como las facultades de Carabineros y de las Municipalidades al respecto.

Es por ello, que venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único:

Modificase la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, de la siguiente forma:

Agregase en el Artículo 30, el siguiente inciso final: “Toda propaganda deberá contener alguna mención expresa del nombre e incluir el símbolo del Partido Político que apoya o al cual pertenece el candidato a Concejal, Alcalde, Diputado o Senador. En caso de ser una candidatura independiente, se hará mención también acerca de esta última calidad. La propaganda sobre candidaturas presidenciales, deberá contener mención expresa del pacto por el cual se inscribió el candidato respectivo”.

Agregase al artículo 31, el siguiente nuevo inciso final: “Toda esta propaganda deberá cumplir con el requisito del inciso final del artículo anterior”

Agregase la siguiente parte final al inciso primero del Artículo 32: “Toda esta propaganda deberá cumplir con el requisito del inciso final del Artículo 30”.

Intercalase en el inciso 3 del artículo 32, entre las fórmulas “la elección o plebiscito.” Y la voz “En”, la frase “Esta propaganda deberá cumplir con el requisito del inciso final del artículo 30”, terminada con un punto seguido (.)

Intercalase en el artículo 33, entre la voz “plebiscito” y el punto final del mismo artículo (.), la fórmula, “sometiéndose a la misma obligación impuesta en el inciso final del artículo 30”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, CHAHUÁN, ROSSI, RUIZ-ESQUIDE Y URIARTE, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA LA COMERCIALIZACIÓN DE HILO”CURADO” 

(8576-11)

CONSIDERANDOS:

Que el hilo curado es un hilo, ya sea de algodón, plástico, fibra sintética, lino o metal; de cualquier grosor, recubierto por un pegamento, ya sea cola fría o neoprén, más un abrasivo como cristal, vidrio o polvo metálico de cualquier naturaleza. El polvo de esmeril, por ejemplo, aumenta la presión de corte sobre cualquier otro hilo.

Que el uso de este elemento ha representado un serio riesgo para quienes lo utilizan y para terceros particularmente niños que no tienen condiciones para hacer un uso seguro y sin riesgo del elemento y que además se ven expuestos a lesiones en todos aquellos lugares en que es utilizado, lo que ha dado lugar en algunos casos que han sido conocidos públicamente a graves lesiones e incluso la muerte.

Que la actual legislación sanitaria no establece una regulación específica destinada a controlar su uso y que sólo existe una Resolución, la número 26.132/05 de la SEREMI de Salud de la Región Metropolitana se prohibió su uso y venta en 2005 fundada en la disposición legal del Código Sanitario establecida en el art.90 que faculta a la autoridad para establecer las condiciones en que se podrá realizar la producción, importación, expendio, tenencia, transporte, distribución, utilización y eliminación de sustancias tóxicas o productos peligrosos y demás sustancias que signifiquen un riesgo para la salud, la seguridad o el bienestar de los seres humanos.

Que los Juzgados de Policía Local se declaran incompetentes por este tipo de ilícitos en todos aquellos casos en que se ha pesquisado infracciones al uso del mencionado producto lo que deja de manifiesto que tampoco su uso o producción estando prohibida reglamentariamente puede ser considera una falta o infracción de otro tipo que la de orden sanitario.

Que desde el punto de vista penal sólo son sancionables estos ilícitos en cuanto se encuadren en otros tipos penales ordinarios como el de lesiones u homicidio en sus figuras culposas en el evento de que se generen dichos efectos, sin que exista una respuesta penal que actúe a nivel preventivo general o especial disuadiendo la mera conducta o actividad de uso o producción de este elemento ilícito, lo que hace aconsejable tipificar y sancionar penalmente las dichas conductas relacionadas a las actividades vinculadas al hilo curado con el objeto de precaver las consecuencias que se generan con su uso.

Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: "El que produzca, comercializase, tenga, use o facilite la utilización de hilo curado será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.".

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE COMO DEBER DEL ESTADO LA PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN DEL PATRIMONIO NACIONAL Y, ASIMISMO, EL DERECHO AL ACCESO PÚBLICO A LOS BIENES QUE LO CONFORMAN 

(8582-12)

Exposición de motivos:

Un país de memoria tan reciente como el nuestro necesita construir sobre bases sólidas su historia y mantener la imagen tangible de su pasado, el cual, al trascender en el tiempo, se constituye en herencia para las futuras generaciones.

La vulnerabilidad del patrimonio histórico, arquitectónico, cultural y arqueológico, que se manifiesta en una pérdida progresiva de su presencia testimonial, demanda una acción concreta relativa a su protección dentro del marco legal, considerando la carencia que existe en la legislación vigente vinculada a esta importante materia.

Por ello, estimamos que para superar tal carencia, se hace necesario dar rango constitucional a la protección y resguardo del Patrimonio Nacional, definiéndolo como tal, estableciendo la necesidad de crear las condiciones adecuadas que permitan una efectiva conservación y acceso a los bienes que lo conforman, todo ello, orientado a mantener la vital permanencia en el tiempo de este legado, inserto y conciliado con el desarrollo.

La noción de monumento comprende la creación arquitectónica aislada así como también el sitio urbano o rural que nos ofrece el testimonio de una civilización particular, de una fase representativa de la evolución o progreso, o de un suceso histórico. Se refiere, no solo a las grandes creaciones, sino que igualmente a las obras modestas que han adquirido con el tiempo un significado cultural.

En este orden de ideas, consideramos pertinente transcribir los fundamentos que llevaron a suscribir la Carta Internacional sobre la Conservación y Restauración de Monumentos y Sitios, conocida también como Carta de Venecia, que se suscribió en el año 1964, en el II Congreso Internacional de Arquitectos y Técnicos de Monumentos Históricos, aprobada por el ICOMOS, en 1965, y que nos señala:

"Cargadas de un mensaje espiritual del pasado, las obras monumentales de los pueblos continúan siendo en la vida presente el testimonio vivo de sus tradiciones seculares. La humanidad, que cada día toma conciencia de la unidad de los valores humanos, los considera como un patrimonio común, y de cara a las generaciones futuras, se reconoce solidariamente responsablemente de su salvaguarda. Debe transmitirlos en toda la riqueza de su autenticidad."

Por estas razones, debemos asumir como legisladores el compromiso por la perdurabilidad de nuestro patrimonio y la necesidad de dar respuesta a la necesidad imperiosa de cautelar la memoria histórica de nuestro país.

En tal virtud, estimamos, por una parte, que debe asegurarse a todas las personas el derecho a la protección del Patrimonio Nacional y el libre acceso a los bienes que lo conforman, sancionándose conforme a la ley los daños que se cometan en su contra y por otra, la obligación del Estado a protegerlo y resguardarlo, mediante las acciones y políticas pertinentes.

En mérito a lo expuesto, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

Artículo único: Modifíquese el artículo 19 de la Constitución Política de la República, sustituyéndose el texto de su actual numeral 26), el que pasa a ser numeral 27), por el siguiente:

"26°. El derecho a la protección del Patrimonio Nacional, cuyo resguardo le corresponde al Estado, al igual que su preservación, mediante las acciones y políticas necesarias para su protección, conservación y fomento. Toda persona tiene derecho a visitar y conocer los bienes patrimoniales nacionales, respondiendo de acuerdo a la ley por los daños que les causare.

Los monumentos nacionales, históricos, arqueológicos, las zonas típicas o pintorescas, de conservación histórica, los santuarios de la naturaleza, las zonas del borde costero, fluvial o lacustre y áreas silvestres protegidas por leyes especiales, forman parte del Patrimonio Nacional.".

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, CHAHUÁN, LETELIER, QUINTANA Y URIARTE, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES, PARA ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE UNA VELOCIDAD MÍNIMA GARANTIZADA DE ACCESO A INTERNET 

(8584-15)

Según indicadores presentados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, el nivel de penetración y crecimiento de Internet en Chile ha pasado de un 13,7% el 2009 a un 34,2% en junio de 2012.

Esto ha generado que el mercado de las telecomunicaciones se ha diversificado de tal forma que existen distintas vías de acceso de internet (ya sea a través de conectividad fija o por medios inalámbricos o móvil), por lo que han proliferado las ofertas comerciales de acceso a internet, diferenciando dichos valores en planes que se basan especialmente en la velocidad de acceso a internet ofrecidas por las compañías de telecomunicaciones.

Por otro lado, la ley 20.453 que consagra el Principio de Neutralidad de la Red, publicada el 26 de agosto de 2010, modificó la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, fijando principios y estableciendo derechos a favor de los usuarios de internet y obligaciones a los proveedores de acceso a Internet.

Con la entrada en vigencia de la Ley de Neutralidad de la Red, la ley estableció las facultades a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para la fiscalización de tal normativa.

Uno de los principios fijados y perseguidos por la ley fue la de transparentar el mercado de telecomunicaciones en cuanto a los proveedores de acceso de internet, fijando la obligación, entre otras, de publicar en sus respectivos sitios web, “toda la información relativa a las características del acceso a Internet ofrecido, su velocidad, calidad del enlace, diferenciando entre las conexiones nacionales e internacionales, así como la naturaleza y garantías del servicio”.
En el mismo sentido, se fijó el artículo Articulo 24 J que señala: “Un reglamento establecerá las condiciones mínimas que deberán cumplir los prestadores de servicio de acceso a Internet en cuanto a la obligatoriedad de mantener publicada y actualizada en su sitio web información relativa al nivel del servicio contratado, que incorpore criterios de direccionamiento, velocidades de acceso disponibles, nivel de agregación o sobreventa del enlace, disponibilidad del enlace en tiempo, y tiempos de reposición de servicio, uso de herramientas de administración o gestión de tráfico, así como también aquellos elementos propios del tipo de servicio ofrecido y que correspondan a estándares de calidad internacionales de aplicación general. Asimismo, dicho reglamento establecerá las acciones que serán consideradas prácticas restrictivas a la libertad de utilización de los contenidos, aplicaciones o servicios que se presten a través de Internet, acorde a lo estipulado en el artículo 24 H.".
El DECRETO 368 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, del 15 de diciembre de 2010, fija el Reglamento que regula las características y condiciones de la Neutralidad de la Red en el Servicio de Acceso a Internet, en la cual, en relación a la velocidad de acceso a internet, sólo establece obligación de publicidad.

Con la puesta en funcionamiento de los indicadores de calidad del servicio y publicitado los resultados por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a través del estudio denominado “1° Radiografía de Internet en Chile” (disponible en http://www.subtel.gob.cl/prontus_subtel/site/artic/20120906/asocfile/20120906110533/radiografia_internet_06septiembre2012.pdf), la calidad de servicio de los Proveedores de Internet, específicamente en cuanto a la velocidad de acceso ofrecida  en sus respectivos planes v/s la velocidad real de acceso, tanto a nivel nacional como internacional, incumplen absolutamente, entregando en promedio sólo un 30% de velocidad de acceso a internet, en conectividad internacional, que conforman los sitios a los que el 80% de los usuarios de internet accede.

Con estos indicadores, se demuestra que los proveedores de acceso a internet no cumplen con una calidad razonable y se justifican señalando que sólo garantizan acceso a sus nodos nacionales y no a los internacionales, afectando un mercado competitivo y transparente, y no existiendo incentivos que tienda a mejorar la calidad del servicio a Internet ofrecido hoy en día.

Sin que exista una velocidad mínima de acceso a internet garantizada por ley, se mantendrá lo que en la actualidad sucede, y es que realizan una verdadera "publicidad engañosa". Lo anterior, debido a que es una práctica habitual que los distintos Proveedores de acceso a Internet anuncien velocidades que normalmente tienen poca relación con lo que los usuarios consiguen en la práctica.

Finalmente, las elevadas tasas de reventa de los servicios de acceso a internet publicadas por parte de las empresas, gracias a la ley de Neutralidad de la Red, refleja que los usuarios  de internet, en la práctica no obtendrán la velocidad que efectivamente están pagando.

Por último, es importante reconocer que la tecnología utilizada para acceder a internet, ya sea por conectividad fija o móvil, influye en la velocidad real a la cual pueden acceder los usuarios, por lo que es necesario realizar un tratamiento diferenciado. Sin perjuicio de lo anterior, no es comprensible que exista diferencia entre los distintos tipos de acceso de internet, para establecer “cuotas de descarga” o limitaciones de  utilización del servicio, para disminuir la velocidad de acceso a internet que ha sido contratada, por lo que no se ve justificable esta medida.

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- 

Agréganse los siguientes artículos 24 Q, 24 L y 24 M en la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:

24 Q: “Las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet a través de conectividad fija, deberán garantizar al menos un 70% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión nacional  y deberán cumplir con al menos un 50% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión internacional. En caso de incumplimiento, se aplicará las sanciones establecidas en esta ley y deberá compensar rebajando el precio del respectivo plan contratado hasta el porcentaje mínimo garantizado. 

24 L: “Las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet a través de conectividad móvil, deberán garantizar al menos un 60% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión nacional  y deberán cumplir con al menos un 40% de velocidad de acceso ofrecido en sus distintos planes comerciales, respecto a conexión internacional. En caso de incumplimiento, se aplicará las sanciones establecidas en esta ley y deberá compensar rebajando el precio del respectivo plan contratado hasta el porcentaje mínimo garantizado.

Al mismo tiempo, estará prohibido establecer en ofertas comerciales condiciones de degradación de velocidad de acceso a internet, en base a la utilización de sus servicios.

24 M: Para la determinación del cumplimiento del porcentaje mínimo garantizado por los proveedores de acceso a internet, se fijará un catastro de sitios y servicios basados en internet a través de un Reglamento, considerando especialmente los más visitados y utilizado por usuarios de internet, respecto a los cuales se efectuará las mediciones de velocidad de acceso a internet, tanto a nivel nacional, como internacional.”.

(Fdo.): Guido Girardo Lavín, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORAS ALVEAR, PÉREZ SAN MARTÍN Y RINCÓN Y SEÑORES LETELIER, MUÑOZ ABURTO Y WALKER (DON IGNACIO) CON EL QUE PIDEN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UNA INICIATIVA DE LEY QUE OTORGUE EL DERECHO A CUOTA MORTUORIA A LAS MUJERES PERCEPTORAS DEL BONO POR HIJO NACIDO VIVO QUE SE ENCUENTRAN EN LAS SITUACIONES QUE INDICA 

(S 1514-12)

La ley 20.255 que estableció la “Reforma Previsional” consideró dentro de sus aspectos el otorgamiento del denominado “bono por hijo nacido vivo”.

El bono por hijo nacido vivo consiste en un aporte por cada hijo nacido vivo o adoptado para todas las madres chilenas, sin importar su condición social, laboral o económica, para mejorar sus pensiones.

El monto del bono es el equivalente al 10% de 18 ingresos mínimos mensuales, lo que al 1 de julio de 2009, fecha en que entró en vigencia la Reforma Previsional, correspondía a 300 mil pesos aproximadamente.

Respecto a los hijos nacidos después del 1 de julio de 2009, el monto del ingreso mínimo vigente considerado es el que corresponda al mes de nacimiento del hijo.

Tienen Derecho a este bono:

Las mujeres afiliadas a una AFP (Sistema de Pensiones Decreto Ley N° 3500, 1980). Las mujeres beneficiarias de la Pensión Básica Solidaria. Las mujeres que sin estar afiliadas a un régimen previsional perciban una pensión de sobrevivencia o viudez de la AFP o del Instituto de Previsión Social (ex INP).

Respecto a las mujeres que reciben pensión de viudez o sobrevivencia de Capredena o Dipreca también tienen derecho al bono, siempre y cuando hayan cumplido con los requisitos exigibles a las demás mujeres, como haber cotizado aunque sea una vez en el nuevo sistema previsional.

Respecto a este universo de mujeres que tienen derecho al bono por hijo nacido vivo existe en la actualidad una diferenciación respecto a un determinado grupo de mujeres en relación a beneficio de cuota mortuoria a que establece el Sistema Previsional.

En primer lugar no tienen derecho a la cuota mortuoria las mujeres mayores de 65 años que se afilien al Decreto Ley 3.500, como afiliadas voluntarias, y que con solo cotizar por una vez tiene derecho al bono por hijo nacido vivo.

Tampoco tienen derecho a la cuota mortuoria las mujeres beneficiarias del bono por hijo nacido vivo y que perciben una pensión básica solidaria que sean calificadas como no carentes de recursos.

La denominada "cuota mortuoria" o "asignación por causa de muerte" es un beneficio pecuniario que tiene por objeto financiar los gastos funerarios de un trabajador afiliado o pensionado.

Respecto a dicha diferenciación, estimamos, que el acceso a el beneficio de la cuota mortuoria es un derecho básico y social que debiera ser ampliado para todas las mujeres, puesto que los gastos que son cubiertos por dicha cuota son generalmente de un alto costo para las mujeres, como son los gastos de servicios funerarios y de sepultación, los que muchas veces son efectuados por empresas privadas que cobran un alto costo por sus servicios.

Por lo anterior es que creemos que tanto para las mujeres mayores de 65 años afiliadas al Régimen del 3.500 por una sola cotización así como también para las mujeres que reciben una pensión básica solidaria y que no son carentes de recursos debiera otorgárseles el derecho a acceder a la cuota mortuoria.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo

Solicitar a S.E Presidente de la República don Sebastián Piñera Echeñique y al señor Ministro de Desarrollo Social don Joaquín Lavín Infante el envío de un proyecto de ley que otorgue el derecho a la cuota mortuoria a las mujeres que perciben el bono por hijo nacido vivo y que son mayores de 65 años y están afiliadas al Régimen del 3.500 por una sola cotización, así como también para las mujeres que reciben una pensión básica solidaria y que no son carentes de recursos.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SANCIONA LA COMERCIALIZACIÓN DEL “HILO CURADO” 

(8576-11)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Salud tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Senadores señores Guido Girardi Lavín, Francisco Chahuán Chahuán, Fulvio Rossi Ciocca, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera.

Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

---

OBJETIVO DEL PROYECTO
Sancionar penalmente y con multa de diez a cien unidades tributarias mensuales al que produzca, comercialice o acopie hilo curado. Además, se sanciona al que use o facilite su utilización con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales.

---

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

Artículo 90 del Código Sanitario.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que motiva el proyecto de ley en examen, en fundamento de su propuesta, expone las siguientes consideraciones.

El uso del denominado hilo curado ha representado un serio riesgo, tanto para quienes lo utilizan y que no cuentan con las condiciones necesarias para hacer un uso seguro y sin riesgo de dicho elemento, como para terceros, lo que ha dado lugar, en algunos casos a graves lesiones e incluso la muerte. 

Por otra parte, la actual legislación sanitaria no establece una regulación específica destinada a controlar su uso y sólo existe la Resolución N° 26.132, de 2005, de la Secretaría Regional Ministerial de Salud de la Región Metropolitana, que prohibió su uso y venta fundada en la disposición contenida en el artículo 90 del Código Sanitario, que faculta a la autoridad para establecer las condiciones en que se podrá realizar la producción, importación, expendio, tenencia, transporte, distribución, utilización y eliminación de sustancias tóxicas o productos peligrosos y demás sustancias que signifiquen un riesgo para la salud, la seguridad o el bienestar de los seres humanos.

Además, agrega la Moción, los Juzgados de Policía Local se han declarado incompetentes para conocer este tipo de ilícitos en todos aquellos casos en que se ha pesquisado infracciones al uso del mencionado producto, lo que deja de manifiesto que su utilización o producción, a pesar de estar prohibidos reglamentariamente, no pueden ser considerados como una falta o infracción diferente a la de orden sanitario.

En último término, la Moción plantea que, desde el punto de vista penal, sólo son sancionables estos ilícitos en cuanto se encuadren en otros tipos penales ordinarios, como el de lesiones u homicidio en sus figuras culposas, en el evento de que se generen dichos efectos, sin que exista una respuesta penal que actúe a nivel preventivo general o especial, disuadiendo la mera conducta o actividad de uso o producción del referido elemento ilícito. Todo lo anterior, hace aconsejable tipificar y sancionar penalmente dichas conductas relacionadas a las actividades vinculadas al hilo curado, con el objeto de precaver las consecuencias que se generan a partir de su utilización.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al iniciarse el estudio de esta iniciativa, La Comisión acordó realizar enmiendas al texto original de este proyecto de ley, que consisten en diferenciar entre la conducta que implica el uso o facilitación al uso del hilo curado y aquella referida a la producción, acopio o comercialización del mismo, aplicando distintas sanciones, proporcionales a la gravedad del hecho cometido.

-Puesto en votación este proyecto de ley, en los términos acordados, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Salud tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- El que use o facilite la utilización de hilo curado será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales.

Asimismo, el que produzca, acopie o comercialice hilo curado, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por hilo curado cualquier hilo, ya sea de algodón, plástico, fibra sintética, lino o metal, recubierto por un pegamento unido a un abrasivo, como cristal, vidrio, elemento mineral o polvo metálico de cualquier naturaleza.”.

“Artículo único.- 
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de septiembre de de 2012, con asistencia de los Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera, Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Sala de la Comisión, a 11 de septiembre de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

_____________________________________________________________

PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, ACERCA DEL proyecto de LEY QUE SANCIONA LA COMERCIALIZACIÓN DEL “HILO CURADO”.
BOLETÍN N° 8.576-11
I. 
PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Sancionar penalmente y con multa de diez a cien unidades tributarias mensuales al que produzca, comercialice o acopie hilo curado. Además, se sanciona al que use o facilite su utilización con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales.

II.
ACUERDOS: aprobado en general y en particular (4x0). Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte.
III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de un artículo único.

IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no hay.

V.
URGENCIA: no tiene.

VI.
ORIGEN INICIATIVA: Senado. Moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.
VII.
TRÁMITE: primero.
VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 11 de septiembre de 2012.

IX.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe, en general y en particular.

X.   LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: artículo 90 del Código Sanitario.
_____________________________________________________________





Valparaíso, 11 de septiembre de 2012.

PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR

Secretaria de Comisión

- - -

� Inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Educación.


� El inciso cuarto del artículo 5° A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional dispone que las sesiones de las Cámaras y las votaciones serán públicas. Por su parte, el inciso noveno de dicha disposición señala que en determinados casos, que enumera el inciso, podrá decretarse el secreto de la sesión con el voto favorable de los 2/3 de los senadores o diputados en ejercicio, dejando constancia de los fundamentos de tal declaración.





� Se hace presente que el señor Pliscoff ocupó el cargo de Vicepresidente del referido Consejo.


� Boletín N° 6.190-19.


�Es el el programa de televisión educativa del CNTV, que ha trabajado durante más de 10 años con profesores de todo Chile, ofreciendo material audiovisual, guías pedagógicas y capacitación. Durante estos años ha logrado instalar su programa y modelo de uso del audiovisual, como un recurso pedagógico, en 5000 establecimientos educacionales del país que forman la red Novasur. El programa no sólo ha demostrado su éxito en la incorporación, sino también en el efecto que produce como herramienta pedagógica. El estudio “Impacto del Audiovisual en los Aprendizajes de Estudiantes de Educación Básica y Media”, realizado por PIEE durante el año 2010, lo demuestra en sus resultados. El estudio concluye que en promedio, los estudiantes y docentes que trabajan con la oferta de NOVASUR, registran mejores resultados. (fuente www.novasur.cl)





� El artículo 19 N° 12 de la Constitución Política de la República asegura a todas las personas la libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa.


� Como se señaló al inicio de este informe, el citado precepto dispone que “a este Consejo le corresponderá velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, para lo cual tendrá su supervigilancia y fiscalización, en cuanto al contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen”. Complementando la misión anterior, el inciso tercero define lo que debe entenderse por correcto funcionamiento de los referidos servicios, sosteniendo que éste se traduce en “el permanente respeto, a través de su programación, a los valores morales y culturales propios de la Nación, a la dignidad de las personas, a la protección de la familia, al pluralismo, a la democracia, a la paz, a la protección del medio ambiente, y a la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud dentro de dicho marco valórico.”.


� El referido inciso establece que en el Senado, “antes de procederse a la votación, podrá impugnarse fundadamente una o varias de las proposiciones, siempre que el fundamento se refiera a calidades personales del o de los impugnados y no se trate de motivos exclusivamente políticos. La o las impugnaciones se votarán previamente y, de aceptarse alguna, se suspenderá la votación sobre la proposición en su conjunto hasta que ésta esté completa, sin impugnaciones individuales de carácter personal”.


� Páginas 83 y siguientes del Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027, de fecha 29 de junio de 2012.


� Informe citado.
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